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RESUMEN EJECUTIVO 

 El Informe Fase 2 de Chile, elaborado por el Grupo  de 

Trabajo de Cohecho, evalúa la implementación que ha  hecho Chile 

de la Convención contra el Cohecho de Funcionarios Públicos 

Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacio nales. En 

general, si bien el Grupo de Trabajo señala que Chi le ha 

emprendido recientemente iniciativas para implement ar la 

Convención, éste expresa su honda preocupación por que Chile no 

ha respondido a las recomendaciones claves formulad as en el 

Informe Fase 1 del Grupo de Trabajo (2004). Dichas 

recomendaciones se relacionan con la responsabilida d legal de 

las personas jurídicas, sanciones, jurisdicción, se creto 

bancario y la tipificación del delito de cohecho in ternacional. 

 Considerando la gravedad de la situación, el Grupo  de 

Trabajo, en forma excepcional, decidió revisar nuev amente la 

legislación chilena en un año más (revisión Fase 1 bis). El 

Grupo también decidirá si realizar una evaluación e n terreno 

complementaria (revisión Fase 2 bis) de Chile tras analizar los 

informes que las autoridades chilenas proporcionará n en el 

contexto de la labor de monitoreo del Grupo. 

 El Grupo de Trabajo expresa su particular inquietu d de que 

persista la ausencia de responsabilidad legal de la s personas 

jurídicas (sociedades) que cometen cohecho y recomi enda que se 

modifique prontamente la ley para establecer la res ponsabilidad 

legal de las sociedades. A objeto de cumplir los re quisitos de 
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la Convención en materia de sanciones efectivas, pr oporcionadas 

y disuasivas del cohecho internacional, el Grupo de  Trabajo 

recomienda, asimismo, que Chile haga más estrictas las 

sanciones aplicables a las personas naturales e int roduzca 

sanciones a las personas jurídicas. El Grupo de Tra bajo reitera 

con preocupación la recomendación que formulara el 2004 en el 

sentido de que Chile velara por ejercer su jurisdic ción 

territorial en los casos de cohecho internacional c ometidos en 

parte en el territorio chileno y que, a objeto de f ortalecer la 

persecución del delito, estableciera su jurisdicció n por 

nacionalidad respecto de los delitos de cohecho int ernacional. 

Chile debe desplegar mayores esfuerzos por aumentar  el 

conocimiento de la Convención y del delito de cohec ho 

internacional en el sector público y el sector priv ado. Chile 

aún no posee casos o investigaciones de cohecho int ernacional. 

 El Informe también recalca diversos aspectos posit ivos del 

combate que Chile está dando contra el cohecho inte rnacional, 

incluida una mejora sustancial de los procedimiento s de 

prestación de asistencia judicial mutua conforme al  Código 

Procesal Penal y la inclusión del delito de cohecho  

internacional en la lista de delitos predicados del  lavado de 

dinero. El Grupo de Trabajo hizo referencia a la em isión por 

parte de Chile de una oficio interna en que se expl icitaba la 

prohibición de deducir las dádivas de impuestos y a cogió con 

beneplácito su expresa intención de emitir una circ ular pública 

sobre el tema. 

 El Informe, que refleja las conclusiones de expert os de 

Argentina y México, fue aprobado por el Grupo de Tr abajo de la 
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OCDE , así como las recomendaciones. Además de la e xcepcional 

revisión de Fase 1bis mencionada con anterioridad, Chile deberá 

informar al Grupo de Trabajo, dentro del año siguie nte a la 

adopción del Informe de la Fase 2, las medidas que haya 

adoptado o los planes que fueren a ejecutarse con e l objeto de 

implementar las recomendaciones del Grupo de Trabaj o, y 

elaborar un nuevo informe por escrito en un plazo d e dos años. 

El Informe se basa en las leyes, reglamentos y otro s materiales 

proporcionados por Chile y la información obtenida por el 

equipo de evaluación durante su visita a Santiago. Durante la 

visita en terreno de cinco días realizada en marzo de 2007, el 

equipo de evaluación se reunió con representantes d e organismos 

de gobierno de Chile, del sector privado, de la soc iedad civil 

y de los medios de comunicación. En un Anexo al Inf orme se 

proporciona una lista de estos organismos. 

A. INTRODUCCIÓN 

1. Este Informe Fase 2 evalúa el cumplimiento por p arte de 

Chile de las leyes de ejecución de la Convención de  la OCDE, su 

aplicación en terreno, así como la Recomendación Re visada de 

1997. Asimismo, da cuenta de las respuestas escrita s de las 

autoridades chilenas a los cuestionarios generales y 

complementarios de la Fase 2 (en adelante, las “Res puestas” y 

“Respuestas Complementarias”), de expertos gubernam entales, 

representantes de la comunidad empresarial, abogado s, 

contadores, intermediarios financieros y representa ntes de la 

sociedad civil entrevistados durante la visita en t erreno 

realizada en Santiago entre el 26 y el 30 de marzo de 2007 

(veáse lista adjunta de instituciones en el Anexo 1 ) y de la 
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revisión de las leyes pertinentes y el análisis ind ependiente 

realizado por los Inspectores Jefe y la Secretaría. 1 

1. Visita en Terreno 

2. La visita en terreno y el proceso de la Fase 2 s e 

caracterizaron, en términos generales, por los alto s niveles de 

cooperación prestada por las autoridades chilenas. Las 

respuestas por escrito a los cuestionarios, por lo general, 

fueron acabadas y atinentes a lo preguntado; las pr eguntas de 

seguimiento fueron respondidas. Durante la visita e n terreno, 

                     

1 El equipo de evaluación estuvo integrado por tres inspectores 

jefe de Argentina (Mauricio Alice, Consejero, Direc ción 

Jurídica, Ministerio de Relaciones Exteriores; José  Ipohorski 

Lenckiewicz, Oficina Anticorrupción, Ministerio de Justicia; y 

Néstor Sosa, Subdirector General de Auditoría Inter na, 

Dirección Federal de Ingresos Públicos, Ministerio de 

Economía), tres inspectores jefe de México (Laura E dith García 

Alcalde, Fiscal Federal, Ministerio Público; José A lberto 

Ortúzar Cárcova, Administrador de Auditoría Tributa ria 

Internacional, Servicio Tributario, Ministerio de H acienda; y 

Xóchitl Consuelo Lara Becerra, Subgerente de Evalua ción de 

Sistemas y Procesos, Servicio Tributario, Ministeri o de 

Hacienda), y dos miembros de la División Anticorrup ción, 

Dirección de Asuntos Financieros y Empresariales de  la 

Secretaría de la OCDE; David Gaukrodger, Administra dor 

Principal – Experto Jurídico Senior, Coordinador de  la 

Inspección Fase 2 de Chile, y Gwenaëlle Le Coustume r, 

Administrador, Experto Jurídico. 
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cuando se requirió, hubo funcionarios disponibles p ara 

responder a las preguntas de los inspectores, inclu idas 

preguntas que surgieron durante la semana. La organ ización 

logística de la visita en terreno fue excelente. Si  bien, en 

general, la cooperación fue muy buena, hubo ciertos  problemas 

respecto de la información proporcionada durante el  proceso de 

la Fase 2 en temas centrales de la reforma de la le y sobre 

cohecho. Estos se abordan más adelante, en la secci ón referente 

a la reforma del Código Penal. 

2. Observaciones generales 

a) Marco económico y relaciones económicas internac ionales 

3. La economía chilena ha experimentado un rápido c recimiento 

en los últimos años y es considerada como una de la s economías 

más exitosas de América Latina. Chile es socio del MERCOSUR. En 

tal calidad, sigue teniendo amplia libertad para ne gociar 

acuerdos comerciales con otros países. Chile ha exp andido 

rápidamente sus relaciones económicas internacional es mediante 

una vasta red de acuerdos de libre comercio. 

4. Las exportaciones de Chile han aumentado 

significativamente en los últimos años (de US$18,2 mil millones 

en 2002 a US$58,1 mil millones el 2006). Los princi pales 

destinos de las exportaciones chilenas son Estados Unidos, 

Japón y China y sus principales productos, el  cobr e, la fruta, 

los productos pesqueros, la celulosa y el papel, lo s productos 

químicos y el vino. 

5. Las inversiones chilenas en el exterior se han c entrado en 
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los países vecinos de América Latina, en especial A rgentina 2. 

Durante el año 2006, el total de la inversión direc ta 

extranjera en acciones ascendió a US$26,8 mil millo nes 3. Las 

empresas chilenas se han centrado en abrir nuevos m ercados de 

servicios (tales como la generación y distribución de 

electricidad) y manufacturas (tales como el papel y  la 

celulosa) y en proteger los recursos naturales (por  ejemplo, 

hidrocarburos y forestales). A fines de la década d e los 90 y a 

inicios de la presente década, algunas de las más g randes 

empresas de Chile con presencia regional fueron adq uiridas por 

empresas extranjeras. Un área de especial complejid ad e 

incertidumbre en los últimos años ha sido el sumini stro de gas 

natural a Chile, sector en que las empresas chilena s han 

realizado importantes inversiones extranjeras. 

6. Chile es un modesto donante de ayuda para el des arrollo. 

Su cooperación para el desarrollo es administrada p or la 

Agencia de Cooperación Internacional de Chile (AGCI ) y se 

concentra en los países de América Latina y el Cari be. El 2005, 

la asistencia técnica bilateral alcanzó un total de  

$595.760.000 pesos chilenos (US$1.100.000). Ese mis mo año, la 

asistencia técnica triangular ascendió a US$646.000 4. Chile 

presta, asimismo, asistencia en forma de becas acad émicas. 

b) Sistema político y legal 

                     

2 Véase en general, Naciones Unidas, CEPAL (2006), “ Foreign 

Investment in Latin America and the Caribbean”, 200 5. 

3 Banco Central de Chile, sitio oficial (http://www. bcentral.cl) 

4 Véase http://www.agci.cl/estadísticasH.htm 



REPÚBLICA DE CHILE 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

 
DOC. I-713/07 – P. 11 

 
- // - 

- // - 

7. Chile posee un sistema de gobierno presidencial.  El 

Presidente, elegido por un período de cuatro años, es el Jefe 

de Estado y nombra al Gabinete. Hay un parlamento b icameral 

(Congreso), con un Senado (cámara alta) y una Cámar a de 

Diputados (cámara baja). El Senado está integrado p or 38 

miembros elegidos por ocho años y renovados parcial mente cada 

cuatro años. La Cámara de Diputados posee 120 miemb ros, todos 

elegidos cada cuatro años, al mismo tiempo que el P residente. 

El Congreso sesiona en la ciudad de Valparaíso. 

8. Chile es un Estado unitario. Se divide en 15 reg iones 

administrativas, cada una de las cuales es dirigida  por un 

intendente nombrado por el Presidente. Cada región se divide,  

asimismo, en provincias, dirigidas por un gobernado r, también 

elegido por el Presidente. Cada provincia se divide  en 

municipalidades. 

9. Chile efectuó una profunda reforma al sistema de  

procedimiento penal en los años 2000 a 2005, con la  adopción 

gradual del Código Procesal Penal (CPP) en todas la s regiones 

del país. La reforma modificó los organismos involu crados en el 

combate contra el cohecho y la forma de conducir la s 

investigaciones. Antes de que se adoptara el nuevo código, el 

sistema penal de Chile era meramente inquisitivo. E l nuevo 

código introdujo el sistema acusatorio y la figura del 

Ministerio Público. 

10. Chile también ha dado sus primeros pasos en mat eria de 

reforma general del Código Penal (CP). El informe d e la Fase 1 

indica que Chile esperaba que el comité asesor del Ministerio 

de Justicia (MOJ) emita un informe sobre la reforma  del Código 
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Penal hacia fines de 2004. La situación de ese proy ecto se 

describe con mayor profundidad en la sección dedica da a la 

Reforma del Código Penal. 

c) Implementación de la Convención y de la Recomend ación 

Revisada 

11. Chile suscribió la Convención el 17 de diciembr e de 1997 y 

la ley de ejecución entró en vigor el 30 de enero d e 2002. Al 

igual que todos los miembros del Grupo de Trabajo, Chile aceptó 

la Recomendación Revisada que adoptó el Consejo de la OCDE en 

1997. La revisión de la Fase 1 de Chile se llevó a cabo el 

2004. 

d) Casos que involucran el cohecho de funcionarios públicos 

extranjeros 

12. No ha habido sentencias judiciales, persecucion es o 

investigaciones del delito de cohecho internacional  desde que 

éste se tipificara el 2002. Durante la visita en te rreno, el 

Ministerio Público señaló que estaba realizando una  

verificación preliminar de los cargos de cohecho in ternacional 

que recientemente habían aparecido en la prensa ext ranjera 

(véase más adelante en la sección dedicada a las 

investigaciones). 

3. Visión general de tendencias en materia de corru pción y 

medidas recientes. 

13. La cobertura de los medios de comunicación y lo s procesos 

judiciales de los últimos años han arrojado luz sob re algunos 

asuntos de interés en el combate de la corrupción, aunque solo 

respecto de la corrupción a nivel nacional. En el ú ltimo 

tiempo, han surgido graves acusaciones de corrupció n en 
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diversos organismos públicos, incluido el organismo  

gubernamental relacionado con el deporte. Una encue sta pública 

reciente señaló que la percepción de corrupción nac ional es 

mayor que la registrada durante el principal escánd alo de 

corrupción ocurrido el 2002 5. En noviembre de 2006, la 

Presidenta Michelle Bachelet anunció un programa an ticorrupción 

y creó una comisión coordinada por el Ministro de E conomía, que 

incluye al Jefe de “Transparency International Chil e”, 

académicos y otras autoridades. 

14. Chile ratificó la Convención Anticorrupción de la OEA en 

1998 y ha participado en labores de monitoreo compr endidas en 

dicha Convención. Chile ratificó la Convención de l as Naciones 

Unidas contra la Corrupción el 20 de junio de 2006.  En el 

Índice de Percepción de la Corrupción de 2006 de “T ransparency 

International”, Chile aparece en el lugar 20 de 163 6. Chile no 

                     

5 La encuesta fue realizada por el Centro de Estudio s Públicos 

(CEP). (Véase la parte 6 de la encuesta de diciembr e de 2006 en 

http://www.cepchile.cl/ dms/lang_1/cat_443_inicio.h tml).  

6 El Indice de Percepción de Corrupción (IPC) entreg a datos 

sobre la percepción de la “magnitud de la corrupció n” en los 

países. Se centra en la corrupción nacional y, de h echo, es una 

“encuesta de encuestas”, un índice compuesto que su ma los 

resultados de estudios internacionales seleccionado s y puntajes 

dados por expertos de distintas instituciones. Los datos en 

origen empleados para crear el índice compuesto ref lejan la 

percepción de expertos no residentes, líderes empre sariales no 

residentes de países en desarrollo y líderes empres ariales 
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está incluido en los países evaluados por “Transpar ency 

International” en el Índice de Fuentes de Soborno 7. 

4. Bosquejo del informe 

15. El resto de este informe se estructura de la si guiente 

forma. La Parte B se centra en la prevención y dete cción del 

cohecho internacional y analiza las formas de aumen tar su 

eficacia. La Parte C aborda la investigación y pers ecución del 

cohecho internacional y delitos conexos, e incluye secciones 

que revisan el delito de cohecho internacional y la  

responsabilidad legal de las personas jurídicas. La  Parte D 

incluye recomendaciones del Grupo de Trabajo y los temas que 

éste ha identificado para fines de seguimiento. Las  

traducciones de las principales disposiciones legis lativas y 

otros textos legales se reproducen en el Anexo 2. E n el Anexo 3 

se entrega una lista de los principales acrónimos y  

abreviaturas empleados en el informe. 

B. PREVENCIÓN, DETECCIÓN Y SENSIBILIZACIÓN SOBRE EL  COHECHO 

                                                                 

residentes que evalúan a su propio país. Las pregun tas usadas 

por las fuentes establecen una relación entre “la m agnitud de 

la corrupción” y la frecuencia del pago de dádivas y/o el 

tamaño general de las dádivas en el sector público y político, 

y entrega un ranking de países. 

7 El Índice de Fuentes de Soborno (BPI en inglés) de  

“Transparency International” cataloga a los princip ales países 

exportadores en función del grado en que se percibe  que las 

empresas internacionales con sede en esos países pu eden otorgar 

dádivas a importantes funcionarios públicos en las economías de 

los principales mercados emergentes. 
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INTERNACIONAL 

1. Esfuerzos generales de sensibilización.  

a) Iniciativas del Gobierno 

16. Hasta la fecha, los principales actores en las iniciativas 

gubernamentales para aumentar la sensibilización so bre el tema 

han sido la Dirección de Política Especial del Mini sterio de 

Relaciones Exteriores (MRE), a cargo de la coordina ción 

general, y el Grupo Nacional de Expertos contra la Corrupción 

(GNECC). El GNECC es un grupo de expertos integrado  por 

representantes del MRE, el Ministerio de Hacienda, el 

Ministerio de Justicia y el Ministerio Público. Ade más de su 

experiencia en el campo, los miembros del GNECC han  participado 

en las evaluaciones del Grupo de Trabajo. 

17. Desde inicios del 2006, el MRE y el GNECC han d esarrollado 

tres tipos de iniciativas de sensibilización. Prime ro, durante 

2006, realizaron una serie de talleres de sensibili zación. El 

primer taller fue dirigido a los miembros del Conse jo de 

Auditoría Interna de Gobierno; la Contraloría Gener al de la 

República; la Unidad de Inteligencia Financiera; la  Policía de 

Investigaciones de Chile; el Consejo de Defensa del  Estado; el 

Ministerio Público; la Tesorería, y un miembro del poder 

judicial. También participaron en este taller funci onarios del 

MRE, incluida la Dirección General de Relaciones Ec onómicas 

Internacionales, la Dirección de Promoción de las E xportaciones 

(PROCHILE) y la AGCI. Un segundo taller fue concebi do 

específicamente para los representantes del Ministe rio Público, 

el Ministerio de Justicia, el Consejo de Defensa de l Estado, la 

Policía de Investigaciones de Chile y Carabineros d e Chile, y 
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la Agencia Nacional de Inteligencia. 

18. Un tercer taller fue diseñado para el sector fi nanciero 

público, e incluyó a representantes del Ministerio de Hacienda, 

la Dirección de Compras y Contratación Pública, la Dirección de 

Presupuestos, la Dirección Nacional del Servicio Ci vil, la 

Unidad de Inteligencia Financiera, el Consejo de Au ditoría 

Interna de Gobierno, el Comité de Inversiones Extra njeras, el 

Banco Central, la Sociedad de Fomento de la Producc ión, el 

Servicio de Impuestos Internos, la Superintendencia  de Bancos e 

Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y 

Seguros. 

19. Los talleres organizados hasta la fecha por el Ministerio 

de Relaciones Exteriores y el GNECC han sido ofreci dos 

principalmente a entidades del sector público. No o bstante, un 

taller fue orientado al sector financiero privado, e incluyó 

representantes de un banco estatal (Banco del Estad o de Chile) 

y varios bancos, instituciones financieras y corred ores. Las 

autoridades chilenas han indicado que durante el añ o 2007 se 

realizarán más talleres y que se contactará a secto res 

específicos del poder judicial, el mundo académico y la 

sociedad civil, etc., con el propósito de aumentar el 

conocimiento de la Convención. Además, el Ministeri o de 

Hacienda ha sostenido diálogos con empresas, partic ularmente en 

el contexto de las revisiones a Chile por parte del  Grupo de 

Trabajo. 

20. Una segunda área de actividad es un folleto exp licativo de 

la Convención, elaborado por el MRE con la particip ación del 

GNECC, junto con instrucciones de ser distribuido a  todas las 
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representaciones de Chile en el extranjero. Debido a este 

enfoque específico, el folleto y El oficio se anali zan y 

comentan más adelante, en la sección referente a la s 

representaciones diplomáticas y comerciales de Chil e en el 

exterior. 

21. Tercero, las autoridades chilenas organizaron u n evento 

anticorrupción en septiembre de 2006, en conjunto c on la OCDE y 

con la cooperación del Banco Interamericano de Desa rrollo, la 

Organización de Estados Americanos y la Oficina de las Naciones 

Unidas contra la Droga y el Delito. En el evento pa rticiparon 

representantes de 17 países de América y Europa, se is 

organismos internacionales y 47 instituciones nacio nales de los 

sectores público y privado y la sociedad civil. El evento 

incluyó dos partes: 1) una conferencia sobre la det ección, 

investigación y persecución del delito de cohecho, con una 

amplia gama de participantes del sector público y p rivado de 

Chile y otros países de América Latina y América Ce ntral, 

incluidos los miembros del Grupo de Trabajo de la r egión; y 2) 

una reunión técnica sobre cooperación internacional  en materia 

de investigación y persecución del delito de cohech o, orientado 

a funcionarios encargados de investigar y perseguir  el cohecho 

en países de América Latina y América Central. 

22. El equipo de inspección reconoce estas importan tes 

medidas, pero considera que debe realizarse un esfu erzo mayor. 

En la visita en terreno, una amplia gama de panelis tas hizo 

hincapié en que el grado de sensibilización en mate ria de 

combate contra el cohecho internacional es muy bajo . El equipo 

de inspección señaló que las presentaciones ante el  panel 
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inicial realizadas por funcionarios chilenos perten ecientes  a 

diversos organismos se centró, casi exclusivamente,  en temas 

relacionados con la lucha contra el cohecho naciona l. Además, 

como se analiza más adelante, el combate contra el cohecho 

internacional a menudo parece ser entendido como un a lucha 

contra el cohecho a funcionarios chilenos por parte  de empresas 

extranjeras, en vez de la lucha contra el cohecho r ealizado por 

empresas chilenas en el extranjero. Solo un reducid o porcentaje 

de las actividades de sensibilización se han diseña do para el 

sector privado. 

 Comentario: 

 Los inspectores jefe consideran que el combate con tra el 

cohecho internacional en Chile se ve obstaculizado por un 

escaso conocimiento del delito y su aplicación. Rec onocen 

las recientes iniciativas de las autoridades chilen as con 

el objeto de aumentar el conocimiento sobre la Conv ención 

y la ley chilena sobre cohecho internacional, pero 

consideran que Chile debería hacer mucho más al res pecto. 

     Los inspectores jefe recomiendan que Chile ado pte 

medidas, incluida una capacitación adecuada, para a umentar 

el conocimiento del delito de cohecho internacional  en la 

administración pública y entre los organismos que 

interactúan con las empresas chilenas con activa 

participación en los mercados extranjeros. 

      Asimismo, recomiendan que Chile adopte medida s 

dirigidas al sector empresarial con el objeto de au mentar 

el conocimiento del delito de cohecho internacional  y que 

procure hacer partícipe a las empresas de dichas me didas. 



REPÚBLICA DE CHILE 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

 
DOC. I-713/07 – P. 19 

 
- // - 

- // - 

Los inspectores recomiendan, en especial, que las 

autoridades trabajen en conjunto con el mundo empre sarial 

para elaborar normas relativas a medidas organizaci onales 

y de personal que las empresas deban adoptar para e vitar 

el cohecho internacional. Los inspectores jefe 

recomiendan, asimismo, que Chile considere la elabo ración 

de una versión modificada, con un enfoque más práct ico, 

del folleto explicativo del MRE, con el objeto de e xplicar 

el delito de cohecho internacional y delitos conexo s a 

otros actores, incluido el mundo empresarial. 

      Los inspectores jefe consideran que las inici ativas 

de sensibilización se verían beneficiadas si existi era una 

cooperación permanente y más estrecha entre los 

ministerios y los organismos de gobierno encargados  de los 

asuntos jurídicos y económicos. Instan a las autori dades a 

considerar la posibilidad de mantener y/o formaliza r el 

GNECC como órgano de fiscalización y coordinación d e la 

efectiva implementación del delito de cohecho 

internacional en Chile, incluidas las actividades d e 

sensibilización destinadas al sector público y priv ado. 

b) Iniciativas del sector privado 

i) Organizaciones empresariales y sociedades  

23. Algunas grandes empresas de Chile han emitido c ódigos de 

ética y otras políticas de responsabilidad social. Una empresa 

de propiedad de una matriz estadounidense posee pol íticas 

relativamente amplias y específicas. No obstante, e n las 

empresas que no están supeditadas al derecho extran jero, los 

códigos de ética por lo general no abordan específi camente el 
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delito de cohecho internacional. Numerosas empresas  de gran 

tamaño no poseen código de ética. Aparentemente, en  sus 

contratos con agentes, las empresas no usan con fre cuencia las 

cláusulas anticorrupción. Al parecer, las empresas han adoptado 

escasas medidas para alentar la denuncia de práctic as ilegales. 

Una empresa indicó que no se requería una política corporativa, 

dado que los denunciantes están protegidos por ley (lo que no 

resulta cierto, según las autoridades chilenas). Al gunos bancos 

han introducido líneas gratuitas, pero, al parecer,  son escasas 

fuera del ámbito financiero. 

24. Si bien, en general, las empresas han adoptado escasas 

medidas de sensibilización, los inspectores señalar on que, en 

la visita en terreno, las empresas mostraron su pre ocupación 

por los riesgos de cohecho internacional y que algu nas han 

adoptado medidas concretas en la materia. Por ejemp lo, una 

empresa reconoció que no tenía código de ética, per o indicó que 

había decidido no entrar a, o bien retirarse de, ci ertos 

mercados extranjeros debido al riesgo percibido de corrupción. 

25. Las organizaciones empresariales en Chile no ha n realizado 

ninguna actividad de sensibilización o capacitación  en materia 

de cohecho internacional, y tampoco han adoptado me didas 

orientadas a las pequeñas y medianas empresas (PYME S). Las 

organizaciones empresariales representadas en la vi sita en 

terreno no tenían experiencia alguna con empresas a sesoras 

sobre la forma de combatir el cohecho internacional . 

26. Los profesionales que trabajan directamente con  las 

empresas también pueden tener una activa participac ión en las 

iniciativas destinadas a mejorar el conocimiento so bre el 
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cohecho y evitarlo. No obstante, los abogados prese ntes en la 

visita en terreno indicaron que, hasta la fecha, lo s clientes 

chilenos no les habían solicitado asesoría sobre el  tema. El 

Colegio de Abogados no ha elaborado ningún material  específico 

de capacitación relativo al cohecho internacional. 8 

27. Los inspectores jefe consideraron que una exped ita 

introducción en Chile de la responsabilidad legal d e las 

personas jurídicas que cometen el delito de cohecho  y de 

sanciones para las mismas – recomendado más adelant e en este 

informe – ofrecería una excelente oportunidad de ev itar el 

cohecho internacional mejorando el conocimiento del  delito por 

parte de las empresas chilenas y profesiones conexa s. 

ii) Sociedad civil y sindicatos 

28. Chile posee un reducido, pero activo, capítulo de 

“Transparency International”, que sigue los temas d e corrupción 

tanto en Chile como en América Latina; sin embargo,  al parecer, 

un número muy reducido de organizaciones no guberna mentales 

(ONG) parece tener interés en el tema del cohecho 

internacional. Con bastante frecuencia, la prensa i nforma sobre 

casos de corrupción nacional. No obstante, algunos panelistas 

recalcaron que los medios de prensa se centran, pri ncipalmente, 

en el cohecho pasivo y, mucho menos, en la corrupci ón activa de 

las empresas privadas. Se tiende a caracterizar al cohecho como 

problema exclusivo del sector público. Un represent ante de un 

sindicato del sector público que asistió a la visit a en terreno 

                     

8 Más adelante, en otra sección, se aborda la situac ión de los 

contadores y auditores.  



REPÚBLICA DE CHILE 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

 
DOC. I-713/07 – P. 22 

 
- // - 

- // - 

subrayó que el principal obstáculo del combate cont ra el 

cohecho internacional era el desconocimiento del te ma. 

 Comentario:  

 Los inspectores jefe consideran que el poco conoci miento 

del sector privado sobre el problema del cohecho 

internacional constituye un obstáculo importante pa ra la 

efectiva implementación de la Convención en Chile. 

Recomiendan que las autoridades chilenas apoyen las  

iniciativas del sector privado, tales como seminari os, 

conferencias y asistencia técnica orientados al sec tor 

empresarial y sus asesores, tales como abogados, en  

materia de cohecho internacional. Además, las autor idades 

chilenas deberían procurar que las organizaciones 

empresariales y de otra índole participen en activi dades 

de sensibilización y asistan a las empresas en su l abor 

preventiva. 

2. Detección: Denuncias  

29. Esta sección del informe revisa las normas y pr ácticas 

pertinentes en materia de detección y denuncia, por  parte de 

empleados de los principales sectores del servicio público 

chileno y el público en general, de sospechas de co hecho 

internacional. También aborda las denuncias de prác ticas 

ilegales y la protección de los denunciantes. 

a) Denuncia de sospechas sobre delitos 

30. Los funcionarios públicos están obligados a den unciar en 

los casos contemplados en el Código Procesal Penal y la ley que 

rige la administración pública. Conforme al artícul o 175 del 

Código Procesal Penal, los funcionarios públicos es tán 
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obligados a denunciar los delitos de que tomaren co nocimiento 

en el ejercicio de sus funciones. El Artículo 55 de  la Ley 

18.834 sobre Estatuto Administrativo que Establece las 

Obligaciones de los Funcionarios Públicos (el “Esta tuto 

Administrativo”) contempla una obligación similar. Conforme a 

las autoridades chilenas, las obligaciones de confi dencialidad 

o discreción no constituyen excusa para no denuncia r un delito. 

No obstante, no han proporcionado jurisprudencia ni  norma 

alguna al respecto. 

31. El Código Procesal Penal no estipula sanciones por el 

incumplimiento de la obligación de denunciar. Confo rme al 

artículo 177 del Código Procesal Penal y el artícul o 494 del 

Código Penal, el incumplimiento de la obligación de  denunciar 

es penado con una multa de entre una y cuatro unida des 

tributarias mensuales (UTM) (US$ 64 a US$256), la c ual es baja. 9 

Las autoridades de Chile han indicado que el funcio nario 

público que no denuncie un delito del que tomare co nocimiento 

en el ejercicio de sus funciones podría ser objeto de 

responsabilidad administrativa y medidas disciplina rias 

conforme al artículo 119 de la Ley 18.834. No obsta nte, no se 

han proporcionado ejemplos de su aplicación. 

32. Los funcionarios públicos con los que nos reuni mos en la 

visita en terreno estaban, por lo general, concient es de su 

obligación de denunciar sospechas de delito. No obs tante, si 

                     

9 A septiembre de 2007, el valor de la UTM ascendía a $33.382 

pesos (US$64). 
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bien se ha puesto gran atención a los esfuerzos por  detectar y 

denunciar sospechas de cohecho nacional pasivo en v arios 

Ministerios y organismos, la atención prestada a la  detección y 

denuncia de sospechas de cohecho internacional ha s ido escasa o 

nula. 

33. Respecto del público general, el Código Procesa l Penal 

expresamente otorga a toda persona el derecho a com unicar al 

Ministerio Público 10 sus sospechas de delito. Las Fiscalías 

regionales tendrán centros de atención telefónica, a los que 

podrán realizarse las denuncias y en los que podrán  obtener 

información sobre delitos. Hasta la fecha, no se ha  solicitado 

o recibido información sobre cohecho internacional por esta 

vía. En la práctica, las autoridades policiales y j udiciales en 

muy contadas ocasiones han recibido información sob re sospechas 

de cohecho activo. No obstante, Chile indica que di cha 

información ha dado lugar a importantes casos de co hecho 

nacional. 

34. Los representantes de la sociedad civil indicar on que 

hacer las denuncias a la prensa no era una alternat iva eficaz. 

Señalaron que existe en Chile una alta concentració n de los 

medios de comunicación, los cuales poseen una estre cha 

vinculación con intereses comerciales, y considerar on que, por 

                     

10 Véase artículo 173 del Código Procesal Penal. La d enuncia de 

tales hechos también puede hacerse ante Carabineros , la Policía 

de Investigaciones de Chile o cualquier tribunal co n 

competencia criminal, todos los cuales deberán hace rla llegar 

de inmediato al Ministerio Público. 
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lo tanto, serían reticentes a publicar sospechas so bre empresas 

chilenas. También manifestaron que los periodistas  estarían 

más interesados en la corrupción en Chile que en lo s casos 

extranjeros. Similar inquietud existe respecto del público en 

general: la falta de conocimiento sobre el delito d e cohecho 

internacional redundaría en una escasez de denuncia s. 

35. En vista de la ausencia de casos de cohecho int ernacional, 

el equipo de inspección preguntó cómo se detecta, e n la 

práctica, los casos nacionales de cohecho activo. L as 

autoridades policiales señalaron que, en la mayoría  de los 

casos, las denuncias tienen su origen en organismos  de 

fiscalización y, en segundo lugar, en funcionarios públicos a 

quienes se les ha ofrecido una dádiva. La denuncia por parte de 

empleados de sociedades involucradas en el delito d e cohecho 

son poco frecuentes, al igual que la divulgación po r parte de 

la prensa. La mayoría de las denuncias que proviene n del 

público se refieren a la solicitud de dádivas por p arte de 

funcionarios públicos. 

 Comentario: 

 Los inspectores jefe acogieron con agrado la exist encia de 

la obligación general de los funcionarios públicos de 

denunciar toda sospecha de delito al Ministerio Púb lico. 

No obstante, señalaron que, a la fecha, el Minister io 

Público no ha recibido ninguna denuncia de sospecha  de 

cohecho internacional de parte de funcionarios públ icos. 

Los inspectores jefe también manifestaron su inquie tud por 

que la detección y denuncia de sospechas de cohecho  

nacional activo al Ministerio Público por parte de 
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funcionarios públicos siguen siendo poco frecuentes . El 

desconocimiento general del delito de cohecho 

internacional, analizado con anterioridad, también 

perjudica la efectividad del sistema de denuncias. Los 

inspectores jefe recomiendan que las autoridades de  Chile 

adopten medidas para mejorar y facilitar, en la prá ctica, 

la formulación de denuncias en caso de sospechas de  

cohecho. 

b) Denuncias y protección de los denunciantes 

36. Al momento de realizar la visita en terreno, no  había en 

Chile medidas que protegieran a los denunciantes in ternos 

(empleados que denuncian delitos dentro de su empre sa o 

administración) contra todo tipo de represalias.   

37. Una ley recientemente adoptada aborda la protec ción de los 

empleados de gobierno que denuncien irregularidades  o faltas al 

principio de probidad. 11 Esta ley tendrá una restringida 

repercusión en la denuncia del cohecho internaciona l, pues se 

centra en la protección de las personas que denunci en la falta 

de probidad de los funcionarios públicos chilenos. Además, no 

se aplica a los empleados de empresas estatales y e mpresas 

controladas por el Estado. Un representante del Min isterio 

Secretaría General de Gobierno, el organismo que re dactó la 

ley, indicó, sin embargo, que se contemplaba hacer extensiva la 

ley a las empresas estatales, sin dar mayores detal les en esta 

                     

11 Véase Ley No. 20.205 de 24 de julio de 2007, llama da Ley que 

protege al funcionario que denuncia irregularidades  y faltas al 

principio de probidad). 
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etapa. 12  

38. El gobierno no tiene programado introducir prot ecciones 

similares para empleados del sector privado. 13 Dado que no había 

representantes de los sindicatos en la visita en te rreno, el 

equipo de inspección no pudo evaluar si la ausencia  de 

protección para los denunciantes internos en el sec tor privado 

tiene, en la práctica, alguna influencia en el bajo  nivel de 

denuncias formuladas por los empleados. Los represe ntantes de 

las autoridades policiales y judiciales indicaron q ue los 

empleados, en escasas ocasiones, constituían una fu ente de 

información, probablemente debido al miedo a las re presalias. 

En lugar de ello, los fiscales reciben de gerentes denuncias de 

delitos cometidos por los empleados en detrimento d e la 

empresa. 

39. Algunas autoridades chilenas indicaron que solo  algunas 

empresas chilenas habían introducido protecciones p ara los 

denunciantes internos en sus códigos de conducta. D e las 

empresas con las que nos reunimos en la visita en t erreno, dos 

presentaron su código de conducta, que contenían un  capítulo 

sobre denuncias internas. Sin embargo, esos códigos  no 

abordaban expresamente el tema del cohecho de funci onarios 

                     

12 Las empresas estatales están sujetas al mismo Códi go del 

Trabajo que las empresas privadas. 

13 Un congresista presentó un proyecto de ley que int roducía la 

protección de los denunciantes internos en el secto r privado, 

pero las autoridades chilenas no pudieron indicar l a 

probabilidad de que esta propuesta se adoptara. 



REPÚBLICA DE CHILE 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

 
DOC. I-713/07 – P. 28 

 
- // - 

- // - 

públicos extranjeros, lo que reduce la posibilidad de recibir 

denuncias sobre sospechas de que se está cometiendo  ese delito. 

 Comentario: 

 Los inspectores jefe hicieron alusión a una recien te ley 

que establece medidas de protección en el sector pú blico a 

quienes denuncien sospechas de cohecho nacional. Lo s 

inspectores instan a las autoridades chilenas a hac erla 

extensiva a las empresas estatales. También recomie ndan 

que Chile incremente y fomente la protección de los  

empleados del sector privado y público que, de buen a fe, 

denuncien sospechas de cohecho internacional, de mo do de 

alentarlos a denunciar sin temor a represalias. 

3. Créditos subsidiados a las exportaciones  

40. Los organismos públicos que promueven o fomenta n el 

comercio exterior y las inversiones en el extranjer o están en 

buen pie para asesorar a las empresas sobre la ley de cohecho 

internacional y la forma de abordar los riesgos de cohecho. En 

Chile, la Corporación de Fomento de la Producción ( CORFO) es 

una empresa estatal que otorga créditos y garantías  a las 

instituciones financieras que financian las exporta ciones de 

empresas chilenas. 

41. CORFO no es miembro del Grupo de Créditos a la Exportación 

de la OCDE. Si bien el 2006, la Recomendación de la  OCDE  sobre 

Cohecho y Créditos Subsidiados (la “Recomendación d e 2006”) 

expresamente invitó a las Partes de la Convención d e la OCDE 

contra el Cohecho a adherir a la Recomendación de 2 006 (art. 

3), Chile no ha adoptado medida alguna con dicho fi n. Además, 

las prácticas actuales de Chile no cumplen con la R ecomendación 
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de 2006. No se ha adoptado ninguna medida para evit ar el 

cohecho en créditos subsidiados a las exportaciones , tales como 

entregar información sobre el delito a los posibles  

exportadores, solicitar o exigir a los solicitantes  que 

declaren no haber participado en actos de cohecho y  que no 

participarán en ellos, o adoptar medidas en caso de  sospechar o 

comprobar su participación en actos de cohecho. COR FO no exige 

a las instituciones financieras requerir a sus clie ntes 

declaraciones contra el cohecho antes de otorgarles  el 

subsidio. 

42. Luego de la visita en terreno, Chile indicó que  CORFO, 

mediante Oficio No. 688/2007, emitido por su Vicepr esidente, se 

había comprometido a adoptar importantes medidas co ntra el 

cohecho: llevar a cabo seminarios y elaborar otro t ipo de 

material para sensibilizar a los clientes de CORFO – 

intermediarios financieros – en el delito de cohech o 

internacional y la forma de enfrentar los riesgos d e cohecho; 

exigir a los clientes de los intermediarios financi eros que 

informen a sus clientes – posibles exportadores – s obre el 

delito de cohecho internacional, de modo que puedan  adoptar 

medidas preventivas; y capacitar al personal y reco mendar a los 

intermediarios medidas para evitar el cohecho, menc ionando 

expresamente las sanciones aplicables en caso de co mprobarse el 

cohecho. El Oficio también expresa el respaldo de C ORFO a la 

adhesión de Chile a la Recomendación de 2006. El eq uipo de 

inspección acoge con beneplácito estos compromisos e insta a 

Chile a ejecutarlos. 

 Comentario: Los inspectores jefe recomiendan que CO RFO 



REPÚBLICA DE CHILE 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

 
DOC. I-713/07 – P. 30 

 
- // - 

- // - 

adopte medidas para sensibilizar a su personal y cl ientes 

sobre el delito de cohecho internacional, adoptar m edidas 

preventivas – incluidos requisitos de “ due diligence” y, 

en caso de comprobarse el cohecho, aplicar sancione s 

compatibles con las indicadas en la Recomendación d e 2006. 

Los inspectores jefe, asimismo, instan a Chile a ad herir a 

la Recomendación de 2006 a la brevedad posible. A e ste 

respecto, los inspectores acogen con agrado el reci ente 

compromiso de CORFO de participar en importantes 

iniciativas de sensibilización y prevención y su in terés 

en que Chile participe más activamente en las activ idades 

de crédito a las exportaciones realizadas en el sen o de la 

OCDE. 

4. Asistencia oficial al desarrollo 

43. La AGCI es un organismo estatal dedicado princi palmente a 

la gestión de la ayuda recibida por Chile. En los ú ltimos años, 

sin embargo, AGCI ha comenzado a proveer una asiste ncia 14 

modesta a países de América Latina y el Caribe, por  tres vías: 

1) un programa de cooperación técnica bilateral y r egional 

entre países en desarrollo 15; 2) subvenciones a becarios y 3) 

                     

14 La asistencia técnica bilateral durante el 2005 as cendió a un 

total de US$1.100.000 ($595.760.000 pesos chilenos) . La 

asistencia técnica triangular en 2005 ascendió a US $ 646.000. 

Véase http://www.agci.cl/estadisticasH.htm 

15 La cooperación tiene por objeto la modernización d el Estado, 

la descentralización y el desarrollo regional, la g estión de 
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programas de asistencia triangular por medio de los  cuales 

Chile y otro país industrializado (principalmente J apón) 

otorgan asistencia a un país menos desarrollado. 

44. La asistencia chilena toma la forma, principalm ente, de 

conferencias y eventos organizados y gestionados, e n forma 

directa, por las Embajadas de Chile, las organizaci ones 

internacionales o no gubernamentales. Las empresas chilenas no 

participan en los programas de asistencia como cont ratistas o 

subcontratistas. Las autoridades chilenas acordaron  que, en 

caso de que se desarrollaran sus programas de coope ración 

técnica y se considerara la asistencia financiera, llevarían a 

cabo actividades paralelas de sensibilización en el  tema del 

cohecho de funcionarios públicos extranjeros, así c omo medidas 

de detección y denuncia de sospechas de cohecho int ernacional. 

5. Representaciones diplomáticas y comerciales de C hile en el 

exterior. 

45. Las misiones diplomáticas y comerciales de Chil e en el 

extranjero desempeñan una importante función en la 

sensibilización de las empresas que buscan asesoría  para 

invertir en el extranjero o exportar. También puede n ser fuente 

de apoyo a empresas a las que se les solicitare dád ivas en 

licitaciones internacionales, por ejemplo. Asimismo , pueden 

ayudar en la detección y denuncia de sospechas de c ohecho 

internacional por parte de empresas chilenas. PROCH ILE es parte 

de la Dirección General de Relaciones Económicas 

                                                                 

los recursos  naturales y el medio ambiente, el des arrollo de 

la producción y el desarrollo social, científico y cultural. 
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Internacionales del MRE. Es, principalmente, un org anismo 

dedicado a la promoción de las exportaciones. 

a) Esfuerzos de sensibilización 

46. Los funcionarios del MRE, incluidos los funcion arios de 

PROCHILE, participaron en un taller organizado el 2 006 por 

GNECC (véase sección anterior sobre sensibilización ). Además, 

para llegar a un mayor número de funcionarios, en d iciembre de 

2006 se elaboró un folleto explicativo de la Conven ción. El 

folleto describe claramente las principales disposi ciones de la 

Convención y de las leyes de ejecución de Chile. 16 Se distribuyó 

a todas las representaciones diplomáticas de Chile en el 

extranjero y se incluyó en el sitio web del MRE. No  obstante, 

al momento de la visita en terreno, no había sido e nviado a las 

oficinas comerciales de PROCHILE, aun cuando son el  principal 

interlocutor en el extranjero de las empresas expor tadoras 

chilenas. Luego de la visita en terreno, PROCHILE i ndicó que 

implementará medidas de capacitación, sensibilizaci ón y 

prevención entre sus funcionarios. PROCHILE también  se 

comprometió a enviar su folleto explicativo del coh echo 

internacional a sus funcionarios en el extranjero y  adoptar las 

medidas necesarias para informar a las empresas chi lenas la 

función que deberían cumplir en la prevención del c ohecho 

internacional. También considerará incluir cláusula s contra el 

                     

16 El folleto, instrucciones de distribución y un lin k al sitio 

de la OCDE (para acceder a la Convención) están dis ponibles en 

el sitio web del MRE. Véase http://www.minrel.gov.c l/webMinRel/ 

home.do?sitio=1 
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cohecho en sus contratos con entidades privadas. 

47. Si bien el folleto explicativo es una herramien ta útil, se 

requiere de mayores iniciativas de sensibilización para 

garantizar una buena comprensión de los objetivos d e la 

Convención. Por ejemplo, desafortunadamente, un ins tructivo de 

diciembre de 2006 enviada a los funcionarios junto con el 

folleto parece haber inducido a error acerca del ob jetivo 

principal de la Convención respecto de Chile. El in structivo se 

centra, principalmente, en el cohecho de funcionari os chilenos 

por parte de extranjeros; solicita a los funcionari os 

distribuir el folleto “al público en general y, en especial, a 

las personas interesadas en hacer negocios con nues tro país”. 

El equipo de inspección señala que las obligaciones  de Chile 

conforme a la Convención se relacionan, principalme nte, con el 

nuevo delito de cohecho de funcionarios extranjeros  por parte 

de empresas chilenas. El cohecho de funcionarios ch ilenos por 

parte de extranjeros ha estado, por mucho tiempo, p rohibido en 

el Código Penal. 

b) Detección y denuncia de cohecho internacional 

48. El instructivo de diciembre de 2006 enviada a f uncionarios 

del MRE ha generado dudas respecto de la denuncia d e sospechas. 

En primer lugar, como se señalara con anterioridad,  se centra 

en la denuncia de sospechas de cohecho de funcionar ios 

chilenos: solicita a todos los funcionarios del MRE  recopilar y 

remitir información o informes de prensa sobre “cas os de 

corrupción que parezcan involucrar a empresas o per sonas 

naturales, nacionales o extranjeras, que realicen n egocios con 

Chile”. 
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49. En segundo lugar, el instructivo solicita a los  

funcionarios del MRE denunciar las sospechas intern amente a una 

oficina del MRE  (Dirección de Política Especial) e n vez de a 

un fiscal, como lo estipula del Código Procesal Pen al. La 

Dirección luego verificaría si las sospechas son fu ndadas y 

garantizaría que no se formulen falsas denuncias a los 

fiscales. En esta etapa, no se han desarrollado cri terios o 

parámetros sobre la forma de manejar las denuncias ante la 

Dirección. El representante de la Dirección explicó  que las 

razones para introducir un filtro entre los funcion arios y el 

fiscal es que los diplomáticos no son abogados y pu eden 

malinterpretar las disposiciones legales. Añadió qu e el 

Ministerio prefería ser prudente, en especial cuand o estuviere 

involucrado el honor de empresas chilenas. Asimismo , el 

instructivo refleja una política más general que ex ige al 

personal en el extranjero denunciar toda informació n importante 

que hubiere llegado a su conocimiento en el ejercic io de sus 

funciones para el Ministerio. 

50. Los inspectores jefe no están convencidos de qu e se 

requiera la intermediación de la Dirección en lo qu e respecta a 

las sospechas de cohecho internacional. Cabe señala r que el 

artículo 176 del Código Procesal Penal, que se apli ca a todos 

los funcionarios del MRE, incluidos los de PROCHILE , exige 

expresamente a los funcionarios públicos denunciar las 

sospechas de delito a los fiscales dentro de las 24  horas 

siguientes al momento en que tomaren conocimiento d el hecho 

criminal; no se refiere a la denuncia interna dentr o de un 

Ministerio u organismo. Además, durante la visita e n terreno, 
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no se expresó inquietud alguna sobre riesgos graves  de que los 

fiscales iniciaran investigaciones formales basadas  en rumores 

sin fundamentos difundidos en el exterior. El equip o de 

inspección también estima que la inclusión de etapa s 

intermedias entre la persona que toma conocimiento y el fiscal 

a cargo puede incrementar el riesgo de que los fact ores 

señalados en el Artículo 5 de la Convención sean co nsiderados 

al decidir si realizar o no una denuncia. En resume n, el equipo 

de inspección acoge las razones detrás de la políti ca de 

denuncia por parte de los funcionarios del MRE al M inisterio, 

pero considera que las denuncias internas deberían acompañar, 

en vez de reemplazar, las denuncias directas inmedi atas a los 

fiscales exigidas por el artículo 176 del Código Pr ocesal 

Penal. 

51. Hasta la fecha, en la práctica, las representac iones 

chilenas en el extranjero no han detectado sospecha s de cohecho 

de funcionarios públicos extranjeros por parte de e mpresas 

chilenas. En el único posible caso chileno de cohec ho 

internacional conocido hasta ahora, los fiscales tu vieron 

conocimiento del mismo a través de los medios de co municación 

extranjeros, no vía funcionarios chilenos en el otr o país. 

 Comentario:  

 Dada la importante función que las representacione s 

diplomáticas y comerciales en el extranjero pueden 

desempeñar al interactuar con empresas chilenas que  operen 

en otros países, tanto en términos de sensibilizaci ón como 

de denuncia de sospechas de cohecho internacional, los 

inspectores jefe acogieron con agrado la iniciativa  del 
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Ministerio de Relaciones Exteriores de divulgar el folleto 

sobre la Convención entre sus agentes. Los inspecto res 

instan resueltamente a las autoridades chilenas a e nviar 

el folleto a todas las representaciones comerciales  de 

Chile que trabajen con empresas chilenas en el exte rior y 

acogen con agrado el reciente compromiso de PROCHIL E al 

respecto. 

     Los inspectores jefe están preocupados por un enfoque 

prácticamente exclusivo en las empresas extranjeras  que 

ofrecen dádivas a funcionarios en Chile. Consideran  que se 

requieren importantes esfuerzos para garantizar que  se 

entienda bien el foco de las empresas chilenas que 

practican el cohecho en el exterior. Estos esfuerzo s 

deberían incluir la pronta circulación de un instru ctivo 

modificado. Además, los inspectores jefe consideran  que el 

instructivo y otros materiales importantes deben re cordar 

a los empleados y agentes del MRE su expresa obliga ción de 

denunciar cualquier sospecha directamente a los fis cales 

chilenos, conforme al artículo 176 del Código Proce sal 

Penal e informarles la prohibición de considerar lo s 

factores señalados en el Artículo 5 de la Convenció n. 

     Dada la importante función desempeñada por PRO CHILE 

al promover el comercio exterior y asesorar a las e mpresas 

chilenas que operen activamente en los mercados 

extranjeros, los inspectores jefe acogen con benepl ácito 

su compromiso de sensibilizar a las empresas chilen as en 

materia de combate contra el cohecho internacional.  A este 

respecto, los inspectores recomiendan que PROCHILE adopte 
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medidas adecuadas para mejorar su capacidad de pres tar 

asesoría y asistencia a las empresas chilenas que o peran 

activamente en el extranjero. 

6. Autoridades tributarias 

52. Las autoridades tributarias pueden contribuir 

efectivamente a la prevención del cohecho internaci onal si 

prohíben deducir de impuestos las dádivas pagadas e  informan 

suficientemente esta prohibición. También pueden se r una 

importante fuente de información sobre el cohecho 

internacional, que lleve al inicio de investigacion es 

tributarias y penales, si tuvieran la clara obligac ión de 

denunciar las sospechas de cohecho internacional a las 

autoridades policiales y, en la práctica, cumpliere n con dicha 

obligación. 

a) No deducibilidad de dádivas extranjeras y persec ución del 

delito. 

53. La tributación de personas naturales y jurídica s se rige 

por el Decreto Ley No. 824 sobre Impuesto a la Rent a (“Ley de 

Impuesto a la Renta”). Como se señalara en la Fase 1, la Ley de 

Impuesto a la Renta no prohíbe expresamente la dedu cción del 

pago de dádivas a funcionarios públicos extranjeros . El 

Artículo 31 de la ley permite deducir “gastos neces arios para 

generar renta”. Asimismo, incluye una lista de dive rsos tipos 

de gastos deducibles, incluidas la remuneración por  servicios 

prestados, gastos en que se hubiere incurrido al co locar 

productos nuevos en el mercado, gastos de represent ación y 

ciertas donaciones. En la Fase 1, el Grupo de Traba jo expresó 

su inquietud sobre la falta de una prohibición expl ícita a la 
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deducibilidad. Chile ha indicado que considera que,  en términos 

generales, los gastos relacionados con ilícitos no pueden ser 

objeto de deducción tributaria. 

54. Luego de la Fase 1, el 2005, el Director del Se rvicio de 

Impuestos Internos emitió un oficio en que se inter pretaba el 

artículo 31. 17 Si bien se señala claramente que los pagos de 

dádivas no son deducibles, resulta poco claro el gr ado de 

publicidad que se le ha dado a este oficio. A difer encia de las 

circulares, que se publican en el sitio web del SII , el oficio 

adopta la forma de mensaje interno del Director del  SII al 

Subsecretario del Ministerio de Hacienda y no se en cuentra en 

el sitio del SII. 18 Los funcionarios tributarios indicaron que 

se encuentra publicado internamente en el SII, tant o en forma 

electrónica como en papel. Respecto del efecto lega l del 

oficio, los funcionarios tributarios reconocen que el SII no 

puede prohibir algo permitido por ley. No obstante,  indicaron 

que el Director del SII posee las atribuciones lega les para 

interpretar las leyes tributarias. 

55. Luego de la visita en terreno, el SII indicó qu e, en 

ejercicio de sus atribuciones, emitirá una circular  con un 

texto similar al del oficio. Como Chile indica, las  circulares 

se publican en el Diario Oficial y en el sitio web del SII, de 

                     

17 Véase Oficio Ord. No. 4087 de 19 de octubre de 200 5. 

18 El sitio web del SII posee una sección denominada “Circulares 

y Legislación”, pero no incluye los oficios. Tampoc o aparece 

una recopilacion de oficios en línea. La búsqueda e n Internet 

del oficio por su número fue infructuosa. 
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modo que la información esté disponible, en forma a mplia y 

permanente, para los funcionarios del SII y los con tribuyentes. 

El equipo de inspección acoge con beneplácito esta iniciativa. 

56. Chile no ha proporcionado ningún caso de dádiva s que se 

reintegren a la renta. Respecto de un caso de supue sto cohecho 

internacional antes de la entrada en vigencia de la  

tipificación de dicho delito, las autoridades chile nas 

indicaron que “dado que la empresa actuó (en el paí s 

extranjero) por medio de una subsidiaria, en caso d e que el 

pago hubiere sido deducido al determinar las utilid ades, (el 

SII) no tendría facultades para verificar las trans acciones de 

la subsidiaria o impugnar los gastos deducidos”. El  equipo de 

inspección considera que las herramientas de persec ución del 

delito incluyen solicitudes a las empresas matrices  chilenas 

relativas al tratamiento tributario otorgado a las dádivas de 

sus subsidiarias extranjeras, en especial si el gru po emplea 

estados consolidados. 

b) Sensibilización y capacitación 

57. Los funcionarios tributarios señalaron que no h a habido 

ninguna capacitación específica en materia de detec ción de  

cohecho internacional, si bien los representantes d el SII 

participaron en el taller ofrecido por MRE-GNECC so bre la 

Convención (véase más arriba). El oficio antes menc ionado del 

Director del SII sobre la no deducibilidad tributar ia cita a la 

Convención de la OCDE e instruye claramente a los i nspectores 

tributarios a no autorizar la deducción de las dádi vas 

extranjeras. El equipo de inspección reconoce que e l oficio 

constituye un paso importante en la sensibilización  de los 
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funcionarios tributarios sobre el cohecho internaci onal y la no 

deducibilidad de los pagos de dádivas a funcionario s 

extranjeros. La siguiente circular del SII sobre no  

deducibilidad (véase más arriba) contribuirá a segu ir 

sensibilizando a las personas en la materia. Cuando  se realizó 

la visita en terreno, el Manual de Sensibilización de 

Inspectores Tributarios en materia de Cohecho de la  OCDE no se 

había distribuido ni adaptado para su uso en Chile.  Desde 

entonces, las autoridades chilenas han manifestado que el SII 

incluirá referencias al Manual de la OCDE en la cap acitación de 

nuevos empleados y lo distribuirá a todos los emple ados por 

medio del servicio Intranet del SII. 

c) Denuncia de sospechas de cohecho internacional a  

inspectores tributarios y detección. 

58. Las normas del Código Procesal Penal y el Estat uto 

Administrativo que exigen la denuncia de crímenes o  simples 

delitos a las autoridades policiales y judiciales s e aplica a 

los funcionarios tributarios, así como a todos los demás 

funcionarios públicos. La obligación de denunciar s e aplica, no 

obstante, a la obligación de confidencialidad a la que están 

supeditados los funcionarios tributarios. Al igual que los 

demás funcionarios públicos, los funcionarios tribu tarios por 

lo general estaban concientes de su obligación lega l de 

denunciar, y los panelistas indicaron que denunciar ían a los 

fiscales sus sospechas de delitos no tributarios, t ales como el 

cohecho. No obstante, no existen estadísticas en la  materia. 

Hasta la fecha, los inspectores tributarios no han denunciado 

sospechas de cohecho nacional o internacional. 
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59. Respecto al intercambio internacional de inform ación 

tributaria, los funcionarios tributarios indicaron que 

procurarían usar los tratados en la materia para ob tener 

información del país respectivo si tuvieren sospech as de 

cohecho internacional. Por lo general, los tratados  

internacionales de Chile en materia tributaria no p ermiten el 

uso de información tributaria recibida por un Estad o 

Contratante para fines no tributarios. Chile aún no  ha incluido 

o procurado incluir en sus tratados tributarios un texto 

similar al texto adicional opcional propuesto en el  Comentario 

al artículo 26 de la Convención Tipo en materia tri butaria de 

la OCDE, que permite el uso de información recibida  por un 

Estado Contratante para fines no tributarios, inclu idos, en 

especial, las investigaciones referentes a corrupci ón. 19 

                     

19 El párrafo 12.3 del Comentario al artículo 26 de l a 

Convención Tipo en materia Tributaria de la OCDE, m odificada el 

2006, señala que “las Partes Contratantes podrían a utorizar el 

intercambio de información tributaria entre las aut oridades del 

ramo y otras autoridades policiales y judiciales en  ciertas 

materias de alta prioridad (por ejemplo, para comba tir el 

lavado de dinero, la corrupción y el financiamiento  del 

terrorismo). Los Estados Contratantes que deseen am pliar los 

objetos para los cuales pueden emplear la informaci ón 

intercambiada en virtud de este Artículo pueden hac erlo 

insertando el siguiente texto al término del párraf o 2: “No 

obstante lo anterior, la información recibida por u n Estado 

Contratante podrá ser empleada con otros fines cuan do ésta 
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60. Con todo, los panelistas indicaron que, en gene ral, el 

Servicio de Impuestos Internos es efectivo y que se  le 

considera un líder en la región. Posee un efectivo sistema de 

verificación cruzada de información y, en general, se considera 

que posee el personal y los recursos para realizar su labor. No 

obstante, los inspectores tributarios indicaron que  las normas 

sobre secreto bancario pueden limitar la eficacia d e las 

labores de fiscalización tributaria al bloquear el acceso a 

importantes documentos bancarios. 

 Comentario:  

 Los inspectores acogieron con agrado la aclaración  

administrativa hecha desde la Fase 1 en el sentido de que 

las dádivas no son deducibles conforme al artículo 31 de 

la Ley de Impuesto a la Renta. No obstante, señalan  que 

esta aclaración actualmente adopta la forma de ofic io del 

SII a un funcionario del Ministerio de Hacienda y, al 

parecer, su distribución pública se encuentra restr ingida. 

Dada la importancia de que una amplia gama de empre sas y 

terceros tengan claridad sobre las normas que prohí ben la 

deducibilidad de las dádivas a funcionarios público s 

extranjeros, los inspectores acogieron con agrado l a 

decisión del SII de recalcar la naturaleza explícit a de la 

prohibición en una circular pública, de aplicación general 

y vinculante. Los inspectores también acogieron con  agrado 

                                                                 

pueda ser usada para dichos otros fines conforme a las leyes de 

ambos Estados y la autoridad competente del Estado que la 

hubiere proporcionado autorizare dicho uso.” 
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la decisión del SII de poner a disposición de los 

inspectores tributarios el Manual de Sensibilizació n de 

Inspectores Tributarios en materia de Cohecho de la  OCDE y 

de usarlo para fines de capacitación. Los inspector es 

recomiendan que Chile publicite activamente la norm a 

tributaria sobre no deducibilidad y que sensibilice  a la 

población en el combate contra el cohecho internaci onal. 

7. Contabilidad y auditoría 

61. El Colegio de Contadores de Chile (CCCh), organ ización 

voluntaria, es el organismo chileno encargado de de sarrollar y 

emitir los principios de contabilidad generalmente aceptados 

(GAAP) y las normas de auditoría (GAAS). 20 Además, la entidad 

fiscalizadora del mercado accionario (Superintenden cia de 

Valores y Seguros o SVS), así como la entidad fisca lizadora de 

los bancos y administradoras de pensiones, poseen a lgunas 

atribuciones para elaborar normas contables y para fiscalizar a 

los miembros del rubro. 

a) Sensibilización y capacitación 

62. Los contadores y auditores pueden desempeñar un a función 

primordial en la detección y denuncia de pagos sosp echosos en 

los registros y cuentas de una empresa, y alertar a  la 

gerencia, los órganos sociales de fiscalización y/o  las 

autoridades externas, de modo que puedan adoptarse las medidas 

preventivas o punitivas que correspondan. No obstan te, esta 

función solo puede ser efectiva si, entre otras cos as, los 

contadores y auditores estuvieren en conocimiento d e que el 

                     

20 Véase Ley No. 13.011 de 1958. 
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cohecho internacional está prohibido y que constitu ye delito. 

Durante la visita en terreno, los panelistas indica ron que, 

respecto del cohecho internacional, no hay iniciati vas 

específicas de sensibilización o capacitación de co ntadores y 

auditores en Chile, sean organizados por el gobiern o o por los 

mismos miembros de la profesión. 

b) Detección y obligación de los auditores externos  de 

denunciar. 

63. Dado que los pagos de dádivas internacionales p or lo 

general no pueden ser informados, como tales, en la s cuentas, 

la revisión de las prácticas contables por parte de  los 

contadores y auditores puede resultar una important e 

herramienta para detectar el cohecho internacional.  Las normas 

y prácticas referentes a la denuncia, por parte de los 

auditores, de sospechas de cohecho internacional ta mbién pueden 

ser vitales para el combate contra el cohecho. 

64. En lo referente a la detección, los auditores h an 

elaborado importantes normas relativas a su función  en la 

detección de fraudes, tales como las Normas Interna cionales de 

Auditoría (ISA) 240 o la Declaración de Normas de A uditoría de 

Estados Unidos (SAS) 99 (Consideración de Fraude en  la 

Auditoría de Estados Financieros). Estas normas por  lo general 

exigen al auditor focalizar su labor en áreas en qu e hay riesgo 

de errores significativos en los estados financiero s debido a 

fraude, incluido fraude gerencial. Los auditores es tán 

obligados a diseñar y realizar procedimientos de au ditoría que 

respondan a los riesgos identificados de errores si gnificativos 

debidos a fraude, incluidos procedimientos tendient es a manejar 
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el riesgo de que la gerencia invalide los controles . 

65. Durante la visita en terreno, algunos panelista s señalaron 

que los auditores actualmente no tienen la responsa bilidad de 

detectar el fraude en Chile. La detección de fraude s 

corresponde únicamente a la gerencia de la empresa.  No 

obstante, el CCCh está actualmente elaborando una n ueva norma 

en esta área basada en la SAS 99, la cual se espera  que esté 

lista hacia fines de 2007. De implementarse en form a efectiva, 

debería mejorar la función de los auditores en lo q ue respecta 

a la detección del cohecho internacional, al menos cuando las 

sumas en cuestión sean cruciales para los estados f inancieros 

de la sociedad. 

66. Respecto de la denuncia de supuesto cohecho int ernacional 

detectado por los auditores, la Recomendación Revis ada contiene 

disposiciones sobre denuncias internas (a la gerenc ia y órganos 

internos de fiscalización) y externas (a las autori dades 

competentes, incluidos los organismos policiales y judiciales) 

(Véase artículos V.B. iii) y iv) de la Recomendació n Revisada). 

El Artículo 59 del Reglamento de Sociedades Anónima s aborda el 

tema de las denuncias externas: exige a los auditor es denunciar 

a las autoridades judiciales y administrativas comp etentes los 

delitos y las irregularidades o anomalías que, a su  juicio, 

existieren en la administración o la contabilidad d e la 

sociedad. También aclara que esta obligación prima por sobre el 

deber de confidencialidad de la información obtenid a como 

resultado de la función auditora. No obstante, no r esulta claro 

cuán efectiva es esta norma en la práctica, en espe cial debido 

a que no parece estar reflejada en las principales normas de 
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auditoría. 

67. Por ejemplo, la norma de auditoría vigente en G AAS 59 

respecto a “actos ilegales” de las sociedades parec e ser 

incompatible con los términos específicos del artíc ulo 59 del 

RSA (Véase GAAS 59 de Chile, artículo 317, “Actos i legales por 

parte de clientes, párrafo 23). La GAAS no hace ref erencia 

alguna a la obligación en virtud del RSA o a cualqu ier otra 

obligación de los auditores de informar actos ilega les a las 

autoridades judiciales y administrativas competente s. En 

cambio, se refiere a denuncias a organismos externo s, que 

“normalmente no son de responsabilidad del auditor”  y que, por 

lo general, se ven impedidas por las obligaciones d e 

confidencialidad. El borrador del texto en que se a dopta la SAS 

99 (§82) contiene un texto similar y no se refiere a las 

obligaciones contempladas en el artículo 59 RSA. Da da su 

importancia práctica, los inspectores consideran qu e las normas 

de auditoría en materia de fraude o actos ilegales deberían 

hacer referencia específica a la obligación de denu nciar que 

los auditores poseen por ley. 

68. Luego de la visita en terreno, la SVS indicó qu e 

solicitaría información periódica a los auditores d e las 

sociedades registradas sobre la aplicación del artí culo 59 RSA. 

Más específicamente, la SVS emitirá una norma admin istrativa 

que exige a los auditores externos declarar anualme nte si 

tienen conocimiento de alguna irregularidad en la 

administración o contabilidad de las empresas audit adas y el 

cumplimiento del artículo 59 del RSA. El equipo de inspección 

acoge con agrado la iniciativa que debería mejorar en forma 



REPÚBLICA DE CHILE 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

 
DOC. I-713/07 – P. 47 

 
- // - 

- // - 

significativa el cumplimiento del artículo 59 RSA p or parte de 

las empresas registradas. 

69. Respecto de las denuncias internas, la GAAS 59 en materia 

de actos ilegales contiene normas sobre la formulac ión de 

denuncias de actos ilegales, por parte de los audit ores, a la 

gerencia y comités de auditoría. No obstante, no re sulta claro 

que las normas cumplan cabalmente los requisitos de l párrafo 

V.B. iv) de las Recomendaciones Revisadas dado 1) q ue no queda 

claramente establecida la obligación de denunciar t oda sospecha 

de cohecho internacional, y 2) que podría requerirs e un efecto 

en los estados financieros. 

 Comentario: 

 Los inspectores recomendaron que las autoridades c hilenas 

adopten medidas que permitan a los contadores y aud itores 

mejorar la detección del cohecho internacional, inc luidas 

medidas tendientes a aumentar la sensibilización de  dichos 

profesionales respecto de la calidad del cohecho 

internacional como delito predicado del lavado de d inero y 

su función en el combate contra el cohecho. 

    Los inspectores, asimismo, recomiendan que Chil e 

adopte todas las medidas necesarias para garantizar  que 

los auditores de las sociedades sean obligados a de nunciar 

toda sospecha de cohecho internacional por parte de  

empleados o agentes de la sociedad ante la gerencia  y, si 

procediere, ante los órganos sociales de fiscalizac ión, 

sin exigir la existencia de algún grado de efecto e sperado 

en los estados financieros como condición para la 

obligación de denunciar. 
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     Los inspectores también recomiendan que Chile adopte 

medidas para mejorar la efectividad de la obligació n de 

los auditores de denunciar sus sospechas ante las 

autoridades competentes, conforme al artículo 59 de l RSA. 

En este sentido, los inspectores acogen con agrado el 

compromiso de la SVS de fiscalizar en forma más act iva el 

cumplimiento del artículo 59 RSA en lo que respecta  a los 

auditores de las empresas registradas. Los inspecto res 

recomiendan que las autoridades chilenas adopten la s 

medidas que correspondan para garantizar que en tod as las 

normas de auditoría pertinentes se haga hincapié en  los 

requisitos legales vigentes. 

8. Denuncias de lavado de dinero 

70. Chile introdujo un sistema de prevención y dete cción del 

lavado de dinero en las instituciones financieras e n la Ley No. 

19.913 adoptada en diciembre de 2003. La ley modifi có varias 

disposiciones sobre lavado de dinero, creó la Unida d de 

Análisis Financiero (UAF) y estableció la obligació n de los 

bancos y otras instituciones financieras de denunci ar sospechas 

de actividades de lavado de dinero. 21 La UAF es un servicio 

público descentralizado relacionado con el Minister io de 

Hacienda. 

a) Denuncia de transacciones sospechosas 

71. La Ley No. 19,913 creó la obligación de que las  

                     

21 Esta ley fue posteriormente modificada por la Ley No. 20.119 

de 31 de agosto de 2006, en respuesta a los reparos  formulados 

por el Tribunal Constitucional. 
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instituciones financieras y otras entidades denunci aran a la 

UAF cualquier operación sospechosa que observaran e n el 

ejercicio de sus funciones, así como toda transacci ón sobre 450 

Unidades de Fomento (aprox. US$16.350) 22. Si bien una amplia 

gama de personas naturales y jurídicas están obliga das por ley 

a denunciar operaciones sospechosas, los contadores  y abogados 

aún no están incluidos en la ley, vacío que las aut oridades 

chilenas no han explicado. 

72. La UAF analiza las denuncias de transacciones s ospechosas 

(STR) enviadas por las instituciones denunciantes y  puede 

solicitarles mayor información. Si la UAF considera  que hay 

indicios de lavado de dinero, informará inmediatame nte al 

Ministerio Público, el que podrá solicitar a la UAF  que le 

envíe los antecedentes que tenga en su poder. La UA F puede 

proporcionar información a sus contrapartes en el e xtranjero, 

basado en el principio de reciprocidad, pero solo s i el otro 

país usa la información para el fin requerido. 

73. Desde su creación a fines de 2003, la UAF ha re cibido 400 

STR. Al momento de la visita en terreno, las autori dades 

chilenas no pudieron determinar si alguna de ellas se 

relacionaba con un supuesto caso de cohecho interna cional. 

b) Sanciones por incumplimiento de la obligación de  

denunciar. 

74. Las sanciones por no denunciar transacciones so spechosas o 

respetar las demás obligaciones contempladas en la ley fueron 

                     

22 Al 4 de septiembre de 2007, el valor de la UF era de $18.999 

pesos (US$36,33). 
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introducidas por la Ley No. 20.119 el año 2006. La UAF puede 

imponer amonestaciones o multas en virtud de un sum ario 

administrativo. Dependiendo de la obligación no cum plida, la 

ley distingue entre violaciones graves, menos grave s y menores, 

que conllevan distintas multas. La multa por no den unciar una 

transacción sospechosa o no responder una solicitud  de la UAF 

asciende a un máximo de 5000 UF (aprox. US$176.000) . Hasta la 

fecha no se ha impuesto ninguna multa. 

c) Tipologías y pautas 

75. La UAF está encargada de informar a las entidad es 

denunciantes las situaciones que son especialmente indicativas 

de operaciones o transacciones sospechosas en sus d iversos 

campos de actividad. La UAF ha elaborado una serie de cursos de 

capacitación para bancos y otros sectores, durante los cuales 

se enfoca en los diferentes delitos predicados, inc luido el 

cohecho de un funcionario público extranjero. La UA F ha emitido 

circulares obligatorias a diversas entidades denunc iantes, que 

incluyen información sobre “banderas rojas” y la de finición 

dada por el Grupo de Acción Financiera Internaciona l (GAFI) a 

las personas políticamente expuestas (PPE). Un repr esentante de 

un importante banco indicó que los PPE extranjeros ya están 

incluidos en su manual y procedimientos de capacita ción. Los 

representantes del sector bancario y financiero en la visita en 

terreno por lo general describieron sus relaciones con la UAF 

en términos positivos. Además de la UAF, la Superin tendencia de 

Valores y Seguros (SVS), que regula una importante parte del 

sector financiero, ha emitido circulares respecto d e la 

adecuada aplicación de las disposiciones de lavado de dinero y 
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supervisa su cumplimiento.  

 Comentario: 

 Los inspectores jefe acogen con agrado la reciente  

introducción de los requisitos sobre denuncias de l avado 

de dinero en Chile. Recomiendan que Chile haga exte nsivos 

estos requisitos a las entidades no financieras 

correspondientes, incluidos abogados, contadores y 

auditores. Instan a las autoridades en materia de l avado 

de dinero a adoptar medidas adicionales para garant izar 

que los actores que correspondan sean informados so bre la 

calidad de delito predicado del cohecho internacion al y la 

importancia de prestar debida atención a las person as 

políticamente expuestas. Asimismo, recomiendan que las 

autoridades policiales y judiciales de Chile revise n las 

denuncias existentes y futuras de transacciones 

sospechosas para determinar si levantan sospechas d e 

cohecho internacional. 

C. INVESTIGACIÓN, PERSECUCIÓN Y SANCIÓN DEL DELITO DE COHECHO 

INTERNACIONAL Y DELITOS CONEXOS. 

1. Investigación y persecución del delito de cohech o 

internacional. 

76. La ley que rige todas las etapas de la investig ación y 

persecución del delito de cohecho internacional se encuentra, 

principalmente, en el Código Procesal Penal. Como s e señalara 

con anterioridad, Chile realizó una completa reform a de su 

sistema de procedimiento penal en el período 2000-2 005, con la 

adopción del Código Procesal Penal. Esta reforma tr ajo cambios 

en los organismos encargados de investigar y perseg uir el 
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delito de cohecho. Antes de que se adoptara el Códi go Procesal, 

el sistema penal de Chile era puramente inquisitivo  y todas las 

atribuciones estaban concentradas en el juez del cr imen: el 

mismo juez llevaba a cabo la investigación prelimin ar (por 

intermedio de la policía), el juicio y dictaba sent encia en 

primera instancia. La reforma y el código nuevo int rodujeron el 

sistema acusatorio y la figura del Ministerio Públi co. 

77. Además del Código Procesal Penal, el Fiscal Nac ional puede 

emitir instrucciones generales. De particular impor tancia en el 

análisis que se presenta más adelante es la Instruc ción 29 del 

Fiscal Nacional, de enero de 2007 (“Instrucción 29” ), emitido 

poco después de la visita en terreno. 

a) Organismos encargados de combatir el cohecho nac ional e 

internacional. 

i) Estructura general de los juzgados del crimen y el 

Ministerio Público 

78. Como parte de la reforma del Código de Procedim iento 

Penal, los Tribunales de Garantía y los Tribunales de Juicio 

Oral en lo Penal reemplazaron a los antiguos juzgad os del 

crimen. Los Tribunales de Garantía se encargan de d ecidir 

asuntos de procedimiento penal que involucran los d erechos 

fundamentales de las  personas que participan en ac tos 

delictuales. Dichos tribunales están dotados de Jue ces de 

Garantía. Los Tribunales de Juicio Oral en lo Penal  conocen 

causas penales, incluido el cohecho. La Corte de Ap elaciones 

conoce los recursos de apelación, pudiendo consulta rse a la 

Corte Suprema. 

79. El Código Procesal Penal creó la figura del Min isterio 
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Público (MP), organismo encargado de investigar y p erseguir 

supuestas actividades delictuales, incluida la corr upción y el 

cohecho de funcionarios públicos extranjeros. El Mi nisterio 

Público es encabezado por el Fiscal Nacional. El pr oceso de 

selección del Fiscal Nacional entraña la participac ión del 

Presidente, el Senado y la Corte Suprema. Los candi datos a 

Fiscal Nacional son, primeramente, elegidos por el Presidente 

de una quina entregada por la Corte Suprema. El Pre sidente solo 

puede nombrar al candidato propuesto como Fiscal Na cional tras 

la aprobación del Senado, mediante el voto afirmati vo de dos 

tercios. 

80. El Ministerio Público tiene una organización je rárquica. 

Existen 18 fiscalías regionales, incluidas cuatro d e la Región 

Metropolitana de Santiago, cada una con un fiscal r egional y 

fiscales suplentes que trabajan bajo su dirección. 23 El Fiscal 

Nacional puede emitir instrucciones generales sobre  categorías 

de delitos y ha emitido instrucciones en materia de  corrupción 

(véase más adelante). No obstante, el Fiscal Nacion al está 

impedido de enviar instrucciones a los fiscales en casos 

específicos (solo los fiscales regionales pueden in tervenir en 

causas específicas). 24 

ii) Unidad especializada en delitos funcionarios y probidad. 

81. El Fiscal Nacional creó la Unidad Especializada  en Delitos 

                     

23 Con la reciente creación de dos nuevas regiones en  Chile, 

pronto habrá 18 oficinas regionales. 

24 Véase artículo 17 de la Ley Orgánica Constituciona l sobre el 

Ministerio Público. 
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Funcionarios y Probidad (la “Unidad Especializada”)  en mayo de 

2003. Esta unidad nacional multidisciplinaria está integrada 

por ocho abogados, contadores y analistas financier os. Asesora, 

asiste y capacita a fiscales que investigan casos d e 

corrupción. 25 Además de la Unidad Especializada, 57 de los 647 

nuevos fiscales suplentes de Chile se especializan en casos de 

corrupción, en el sentido de que tales casos, por n orma 

general, serán asignados a ellos, si bien no es el único tipo 

de causas que ellos conocen. 

82. El 2006, la Unidad Especializada organizó talle res sobre la 

Convención destinados a los fiscales de Santiago y varias 

regiones. Los talleres presentaron las diversas dis posiciones 

de la Convención y detallaron, en forma específica,  los 

elementos del delito y las posibilidades de asisten cia judicial 

mutua. 

iii) Policía e Investigaciones 

83.  La Policía de Investigaciones de Chile (PICH) y 

Carabineros de Chile son las únicas fuerzas policia les de 

Chile. 26 Antes de la reforma del procedimiento penal, PICH y 

Carabineros tenían amplias facultades, pues los jue ces 

delegaban en ellos gran parte de las investigacione s. Ahora 

                     

25 La Unidad Especializada también sirve de contacto con otros 

organismos, como la Contraloría General, el Consejo  de Defensa 

del Estado (véase más adelante) y la policía. Otra unidad 

especializada está a cargo de los delitos económico s, lavado de 

dinero y crimen organizado. 

26 Carabineros depende del Ministerio de Defensa Naci onal. 
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asisten al Ministerio Público y llevan a cabo los 

procedimientos de investigación conforme a las inst rucciones y 

bajo la responsabilidad del fiscal y le prestan su experiencia 

forense en las investigaciones. 

84. Principalmente, la policía investiga delitos y Carabineros 

procura evitar su cometido, pero ambas fuerzas podr ían 

participar en la investigación del cohecho internac ional. Tanto 

PICH como Carabineros poseen unidades especializada s en delitos 

económicos. Las siete personas que integran la unid ad especial 

de Carabineros han recibido capacitación en cohecho  

internacional. En PICH no ha habido ningún curso es pecífico de 

capacitación en esta materia. 

iv) Consejo de Defensa del Estado 

85. El Consejo de Defensa del Estado es un importan te 

organismo en casos de cohecho nacional. No obstante , conforme a 

las nuevas normas de procedimiento penal, rara vez participará 

en casos de cohecho internacional. Antes de la refo rma, el 

Consejo estaba a cargo de la acusación pública en t odos los 

casos de corrupción, incluidos los de cohecho inter nacional. En 

sus respuestas escritas a las preguntas formuladas antes de la 

visita en terreno y en las conversaciones sostenida s durante la 

misma, las autoridades chilenas indicaron que el Co nsejo ahora 

se limita a desempeñar la función de querellante en  dos tipos 

de causas: “las que pudieren ocasionar perjuicio a los recursos 

del Estado y cualquiera de sus organismos  o las qu e involucren 
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delitos cometidos por funcionarios de gobierno en e jercicio” 27 

Estas características raramente se dan en causas de  cohecho 

internacional. Desde la visita en terreno, las auto ridades 

chilenas han indicado que consideran que el Consejo  podría 

actuar en casos de cohecho internacional conforme a  la segunda 

parte del artículo 3(5) de su ley orgánica (DFL No.  1), que le 

otorga competencia para actuar en casos de cohecho.  El Consejo 

y la Unidad Especializada se reúnen periódicamente para 

solucionar problemas que puedan surgir en las inves tigaciones. 

El respaldo de una institución experimentada como e l Consejo 

podría constituir una importante ayuda en casos de cohecho 

internacional. 

b) Coordinación entre organismos, capacitación e  independencia . 

86. Los panelistas, de modo uniforme, han reconocid o que había 

una buena comunicación y coordinación entre PICH, C arabineros, 

fiscales y el Consejo de Defensa del Estado. Los ca mbios 

fundamentales y las nuevas funciones conforme a la reforma 

penal parecen, en general, avanzar sin contratiempo s. Además, 

dado que la mayoría de las grandes empresas se ubic an en 

Santiago, las investigaciones de cohecho internacio nal se 

realizarán, principalmente, en la capital, lo que f acilitaría 

la coordinación de las diversas autoridades. 

                     

27 Conforme a El oficio 29, los fiscales deben inform ar al 

Consejo, en un plazo de 10 días hábiles, toda inves tigacion 

referente a estas causas. Si el Consejo decide inte rponer una 

acción, tiene los mismos derechos y obligaciones qu e cualquier 

otro demandante y no goza de ningún privilegio proc esal. 
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87. Los fiscales recibieron de la Unidad Especializ ada 

capacitación sobre los elementos constitutivos del delito de 

cohecho internacional. No obstante, no se entregó i nformación 

sobre las diferencias al investigar casos de cohech o nacional e 

internacional. 28 Asimismo, el taller abordaba la obligación de 

prestar asistencia judicial mutua (AJM) a las demás  Partes de 

la Convención, pero no instaba a los fiscales a sol icitarla al 

investigar casos de cohecho internacional. Por lo t anto, 

cualquier futura investigación de cohecho internaci onal entraña 

que las autoridades chilenas adopten una metodologí a proactiva 

de detección y recopilen información, por ejemplo, leyendo la 

prensa extranjera. 

88. Como se indicara más arriba, la siguiente ofici o del Fiscal 

Nacional que específicamente aborde la Convención d ebería ir 

dirigida a un amplio público y sensibilizar en la m ateria a las 

autoridades encargadas de investigar y perseguir el  delito de 

cohecho internacional. Complementará una oficio emi tida el 

2000, luego de que Chile ratificara la Convención 

                     

28 Por ejemplo, la policía indicó que, en términos ge nerales, 

inician una investigación de cohecho nacional conta ctando al 

organismo en el que trabajan los supuestos funciona rios 

corruptos. Ello sería más difícil en el caso de un funcionario 

público extranjero, en especial cuando existen comp licaciones 

en la prestación de asistencia judicial mutua con e l otro país. 
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Interamericana contra la Corrupción. 29 

89. Los panelistas que representan a las autoridade s policiales 

y judiciales expresaron su confianza en la independ encia del 

Ministerio Público. Sostuvieron unánimemente que la s 

consideraciones políticas no influirían en la inves tigación y 

persecución de los casos de cohecho internacional. Añadieron 

que el Artículo 5 de la Convención es vinculante y no puede ser 

ignorado por las autoridades que realizan las labor es de 

investigación y persecución. 30 En especial, los representantes 

policiales señalaron que jamás han encontrado inter ferencia 

política en sus investigaciones. Al preguntárseles por 

investigaciones de importantes intereses económicos , señalaron 

que habían investigado exitosamente a una prominent e empresa 

del mercado financiero hacía unos años. 

 Comentario: 

Los inspectores jefe instan resueltamente a las aut oridades 

chilenas a capacitar a las fuerzas policiales en ma teria de 

cohecho internacional, así como en las diferencias que 

                     

29 Instructivo 188 de 21 de noviembre de 2000, que in forma a los 

fiscales las implicancias de la ratificación en la legislación 

chilena. 

30 El Artículo 5 señala, en la parte pertinente, que “la 

investigación y persecución del cohecho a un funcio nario 

público extranjero... no estarán influidas por cons ideraciones 

de interés nacional económico, el efecto potencial sobre sus 

relaciones con otro Estado o por la identidad de la s personas 

naturales o jurídicas involucradas”. 
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resulten de sus elementos extranjeros en las etapas  de 

detección e investigación. En este contexto, los 

inspectores jefe acogen con agrado la futura emisió n de una 

nuevo oficio, relacionada específicamente con la 

Convención, y recomiendan que el Grupo de Trabajo h aga un 

seguimiento del tema de la sensibilización una vez que se 

emita dicho oficio. 

c) Conducción de las investigaciones 

90. En Chile, las investigaciones penales se divide n en dos 

amplias etapas: 1) la “investigación preliminar”, c onducida por 

el fiscal con la ayuda de PICH o Carabineros y 2) l a 

formalización de cargos, que comienza una vez que e l fiscal 

presenta el o  los cargos contra el imputado en pre sencia del 

Juez de Garantía. Las autoridades chilenas aún no h an realizado 

investigaciones de cohecho internacional. 

91. Los fiscales pueden iniciar una investigación p reliminar 1) 

por denuncia; 2) de oficio o 3) por querella. Si bi en las 

víctimas pueden interponer una querella, el concept o de 

“víctima” en casos de cohecho activo no está claro.  Durante la 

Fase 1, las autoridades chilenas declararon que un competidor 

puede ser considerado víctima del delito de cohecho  

internacional cuando se pudiere demostrar que era l a parte 

ofendida. Además, en caso de delitos contra la prob idad, 

personas que no sean víctimas pueden interponer una  querella. 

Podría argumentarse que el cohecho internacional af ecta la 

probidad. Durante la visita en terreno, un Juez de Garantía 

declaró que, en su opinión, un competidor no podría  ser 

considerado víctima en un proceso penal dado que el  cohecho 
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causa daños abstractos, aun cuando tendría una buen a 

oportunidad de interponer una demanda civil por dañ os y 

perjuicios. No obstante, los Jueces de Garantía pre sentes 

durante la visita consideraron que un competidor o sociedad 

civil podría invocar el artículo 111 del CPP, que p ermite a 

cualquier persona considerarse víctima de delitos c ontra la 

probidad. Como se indicara anteriormente, no result a claro que 

un delito cometido por un ciudadano chileno que afe cte solo a 

funcionarios de gobierno extranjeros constituya un delito 

contra la probidad para estos efectos. Un fiscal se ñaló que el 

concepto de víctima es amplio en el CPP; sin embarg o, manifestó 

que la decisión recaería en el Juez de Garantía. In cluso si se 

rechaza la querella, sería informada al Ministerio Público, de 

modo que el competidor agraviado pueda asegurarse d e que se 

interponga la querella. 

92. La persecución obligatoria constituye norma gen eral en 

Chile, de modo que un fiscal puede decidir no forma lizar a un 

imputado o cerrar una investigación solo por las ra zones 

especificadas en la ley. Estas incluyen la ausencia  de pruebas 

o la prescripción (en la etapa de investigación pre liminar) o 

la aplicación de una defensa general o el principio  non bis in 

idem (en la etapa de formalización). 

93. No obstante, si bien la persecución obligatoria  es la norma 

general, existen diversas excepciones. Conforme al artículo 170 

del CPP, la decisión discrecional de cerrar una inv estigación 

(o no iniciar la persecución penal) es posible en c iertos 

delitos. (La misma norma se aplica, conforme al art ículo 170, a 

las decisiones discrecionales de no iniciar la pers ecución 
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penal o abandonarla en primer lugar). Se puede recu rrir al 

artículo 170 en ciertos delitos que no comprometen gravemente 

el interés público cuya pena mínima asignada no exc ediere los 

540 días. Como se señala más adelante, en la secció n relativa a 

sanciones, el cohecho internacional en Chile es san cionado con 

penas bajas – una pena mínima de mucho menos de 540  días – y, 

en consecuencia, el artículo 170 es aplicable a est e delito. 

94. La Instrucción 29 entrega ciertas pautas relati vas a las 

normas que rigen el cierre anticipado de las causas , incluso 

conforme al artículo 170 del CPP; sin embargo, resu lta difícil 

interpretarla en lo que se refiere al cohecho inter nacional. El 

oficio (en 5) contiene una declaración general de q ue su 

criterio para abrir y cerrar causas se aplica a “lo s delitos 

cometidos por funcionarios públicos en el ejercicio  de sus 

funciones y aquellos que afectan los bienes público s y las 

sociedades y entidades en que el Estado participe o  contribuya” 

e incluye una lista general de delitos de dicha nat uraleza. El 

cohecho internacional se incluye en la lista genera l de delitos 

(pero sin ningún análisis de cómo se incluye en la categoría 

general). 

95. Según lo indicado por Chile, éste considera que , si bien el 

texto de la Instrucción 29 se centra únicamente en el cohecho 

nacional y no aborda efectivamente el bien jurídico  protegido 

contra el delito de cohecho internacional, la tipif icación de 

ese delito impide el ejercicio de la facultad discr ecional. Sin 

embargo, el enfoque adoptado en la instrucción 29 s igue siendo 

preocupante. La disposición que alude al cohecho in ternacional 

no dice que se excluya la persecución discrecional;  solo indica 
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que los “criterios de la Instrucción” se aplican al  cohecho 

internacional. Es cierto que la Instrucción señala que la 

persecución discrecional se excluye en casos de cor rupción. En 

alguna otra parte de la Instrucción, no obstante, s e expresa 

que la aplicación de la ley en temas como la persec ución 

discrecional conforme al artículo 170 del CPP puede  depender 

del análisis de los hechos y antecedentes legales r elativos a 

la naturaleza de la participación del funcionario p úblico. 31 No 

queda claro cómo se aplicaría en casos de cohecho 

internacional. Si se pretende que la ley dependa de  la 

naturaleza exacta de las acciones de funcionarios e xtranjeros 

conforme al derecho extranjero, requeriría el análi sis del 

                     

31 Véase oficio 29, en 6: “(El Artículo 170 del CPP) prohíbe 

específicamente la aplicación del principio de opor tunidad 

cuando se trate de actos en que un funcionario públ ico haya 

tenido algún grado de participación en el ejercicio  de sus 

funciones... De esta forma, si bien la ley no exclu ye la 

aplicación del principio de oportunidad en actos cr iminales en 

que los funcionarios públicos hayan participado, si  sus 

acciones se llevan a cabo fuera del ejercicio de su s funciones, 

podría darse que su calidad de funcionarios público s otorgue a 

dichos actos una connotación que afecte gravemente el interés 

público, o que solo por la pena, no proceda el uso de la 

autorización otorgada a los fiscales en el artículo  170 del 

CPP.” El oficio no intenta aplicar estos principios  a la 

naturaleza específica del cohecho internacional o a  

funcionarios extranjeros. 
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derecho extranjero, lo que contravendría el requisi to 

contemplado en la Convención de que el delito de co hecho 

internacional debe ser autónomo (véase Convención, Artículo 1, 

párrafo 3. Desde la visita en terreno, Chile ha ind icado que si 

bien considera que la Instrucción 29 constituye nor ma 

suficiente, el Fiscal Nacional pretende abordar el delito de 

cohecho internacional en forma más específica, en e special 

respecto de la existencia de posibles excepciones a  la norma 

general de persecución obligatoria. Los inspectores  acogieron 

con agrado este compromiso. 

96. Conforme al artículo 170, un fiscal que intente  cerrar 

discrecionalmente un caso debe proporcionar una dec isión 

fundamentada al juez que notificará a las víctimas o partes 

intervinientes. El juez puede anular la decisión de  poner 

término a la causa, pero sólo debido a fundamentos técnicos 

específicos o bien si la víctima objetare el cierre . Las 

víctimas y partes intervinientes pueden apelar a la  decisión 

discrecional de cerrar la investigación ante autori dades de 

mayor rango del Ministerio Público, las cuales veri ficarán que 

la decisión se ajuste a las políticas generales y n ormas 

aplicables. 

97. Las investigaciones también pueden suspenderse,  en el caso 

de que al fiscal no posea pruebas suficientes o no pueda seguir 

investigando hasta que surjan nuevos antecedentes. La 

Instrucción 29 exige que el fiscal regional apruebe  las 

suspensiones y que se realicen diligencias mínimas – como oír 

el testimonio de testigos o un informe pericial de la situación 
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contable – antes de tomar la decisión de suspender la causa. 32 

98. El equipo de inspección considera que deben acl ararse las 

normas que rigen la investigación y persecución del  delito de 

cohecho internacional, incluido respecto de una pos ible 

persecución discrecional y otras alternativas a la norma 

general de persecución obligatoria. Acogen con bene plácito la 

decisión del Fiscal Nacional de emitir una oficio q ue aborde la 

política y prioridades de persecución basados en el  análisis de 

la naturaleza específica del delito de cohecho inte rnacional, 

incluido el hecho de que no necesariamente involucr e a 

funcionarios públicos chilenos o el erario público de Chile. 

99. Como se señalara anteriormente, la formalizació n comienza 

una vez que el fiscal informa a la persona, en pres encia del 

Juez de Garantía, que está siendo investigada por u no o más 

delitos. Cuando la investigación concluye, el fisca l puede 

acusar formalmente al sospechoso y solicitar una au diencia ante 

el Juez de Garantía para preparar el juicio. Las al ternativas 

adicionales a la persecución por lo general se encu entran 

disponibles durante o al término de la formalizació n. En primer 

lugar, los fiscales pueden proponer al Juez de Gara ntía la 

suspensión condicional del procedimiento (si el imp utado no 

respeta las condiciones, se reinicia el procedimien to). En 

segundo lugar, el imputado y la víctima pueden cele brar un 

                     

32 Los fiscales también pueden suspender una investig ación 

formal, con la autorización del Juez de Garantía, s i el 

sospechoso fuere un fugitivo, si hubiere pendiente una acción 

civil o bien el sospechoso sufriere de una enfermed ad mental. 
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acuerdo reparatorio, a menos que el fiscal consider e que existe 

un interés público prevalente en la continuación de  la 

persecución penal. La Instrucción 29 recomienda que  no se 

emplee con mucha frecuencia la suspensión condicion al y que se 

excluyan los acuerdos reparatorios en casos de deli tos 

perpetrados por funcionarios públicos o contra la p robidad. 

100.  En un caso de supuesto cohecho por parte de u na filial de 

una empresa chilena en el extranjero, los fiscales chilenos han 

establecido contactos informales en el país extranj ero en busca 

de información sobre la investigación, pero aún no han recibido 

respuesta. 

 Comentario: 

Los inspectores jefe acogen con beneplácito el prop ósito de 

las autoridades chilenas de aclarar, en una oficio  u otra 

medida adecuada, las normas que rigen la investigac ión y 

persecución del cohecho internacional y, en especia l, las 

normas sobre posibles excepciones a la norma genera l de 

persecución obligatoria. 

 En general, considerando la reciente reforma del 

procedimiento penal en Chile y la ausencia de casos  de 

cohecho internacional, los inspectores jefes recomi endan 

que el Grupo de Trabajo haga un seguimiento de la e volución 

del delito de cohecho internacional y su persecució n. 

(d) Herramientas y técnicas de investigación 

101.  Como se señalara con anterioridad, las autori dades 

policiales y judiciales de Chile aún no poseen much a 

experiencia investigando el cohecho internacional. Las únicas 

acusaciones conocidas surgieron poco antes de la vi sita en 
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terreno y, durante la visita, no habían llegado a l a etapa de 

investigación preliminar. Interrogados sobre el tip o de pruebas 

que PICH buscaría, su representante respondió que a clararían la 

relación comercial entre el sobornante y el funcion ario público 

extranjero, solicitarían información a INTERPOL, in terrogarían 

a testigos, etc. Los representantes de PICH recalca ron que los 

principales problemas que enfrentan al investigar e l cohecho 

nacional (y, por ende, potencialmente el cohecho in ternacional) 

es obtener información bancaria y asistencia judici al mutua 

(véase más adelante). 

102.  Las técnicas de investigación básicas con que  cuentan los 

fiscales en casos de cohecho incluyen el allanamien to y 

decomiso, la audiencia de testigos en Chile, un con sulado 

chileno en el extranjero o un tribunal extranjero, y la 

protección de testigos. Los fiscales también pueden  solicitar a 

la Corte de Apelaciones acceso a diversos documento s 

administrativos “secretos”. No cuentan con técnicas  especiales 

de investigación avanzada (agentes encubiertos, inf ormantes, 

entregas vigiladas), salvo que el principal delito investigado 

tenga relación con lavado de dinero, drogas o terro rismo. 33 

103.  Las investigaciones son generalmente secretas  durante la 

fase informal, que puede tener una duración indefin ida, siempre 

que el sospechoso no esté en conocimiento de la mis ma. Los 

sospechosos que se enteran de la investigación, sin  embargo, 

pueden solicitar una orden de un Juez de Garantía e n que se 

                     

33 Ley No. 19.913 sobre lavado de dinero y Ley No. 20 .000 sobre 

tráfico de drogas. 
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exija la formalización de la causa. Una vez que se produce la 

formalización, los antecedentes de la investigación  pueden ser 

conocidos por todos los participantes, a menos que los fiscales 

decreten su confidencialidad, lo que pueden hacer p or un máximo 

de 40 días. Las autoridades chilenas han indicado q ue, en 

investigaciones de esta naturaleza, por lo general habría una 

prolongada etapa informal, de modo que cuando la in vestigación 

se formalice, haya pocos riesgos  para la investigación producto 

de la divulgación del expediente. 

104.  La disponibilidad de escuchas telefónicas no resulta 

completamente claro debido a las bajas penas que se  aplican al 

cohecho internacional. Por lo general, las escuchas  sólo pueden 

emplearse en crímenes, no en simples delitos. Si bi en las penas 

de prisión aplicadas al cohecho internacional corre sponden a 

las que se aplican a los simples delitos, la dispos ición 

también incluye la inhabilitación para ejercer carg os públicos. 

Chile ha indicado que, debido a que ésa es la “prin cipal 

sanción”, podría contarse con escuchas telefónicas en casos de 

cohecho internacional. El equipo de inspección advi erte que 

mientras el delito de cohecho internacional conteng a esa 

sanción, es poco probable que sea la sanción princi pal en un 

caso normal en que el inculpado sea una sociedad de l sector 

privado o una persona natural. 

105.  Las acciones investigativas que pudieran rest ringir o 

afectar los derechos constitucionales, como las esc uchas 

telefónicas, deben ser autorizadas por un Juez de G arantía 

(artículo 9, CPP). Un fiscal señaló que era más fác il obtener 

la autorización de un Juez de Garantía en casos que  involucren 
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supuestos crímenes violentos que en causas de delit os 

económicos. Dado que las investigaciones de lavado de dinero 

son objeto de normas especiales, por lo general par ecen estar 

exentas de esta tendencia general; los representant es de la 

unidad especial de lavado de dinero confirmaron que , cuando fue 

necesario, se obtuvo la autorización del Juez de Ga rantía en la 

mayoría de los casos de lavado de dinero. 

106.  La protección de testigos es organizada por l a División de 

Atención a Víctimas y Testigos del Ministerio Públi co y las 

correspondientes unidades regionales. La protección  básica de 

testigos está disponible en casos de cohecho intern acional, 

mientras que la protección especial está disponible  en casos 

relacionados con drogas, terrorismo y lavado de din ero. Además, 

si bien en la teoría los testigos pueden ser proteg idos en 

investigaciones de cohecho nacional e internacional , los 

fiscales presentes en la visita en terreno no recor daron ningún 

caso de cohecho nacional en que se hubiera solicita do  o 

proporcionado protección. La protección puede otorg arse desde 

la investigación preliminar hasta seis meses despué s del 

juicio. El nivel de protección disminuye a medida q ue avanza el 

proceso penal: por ejemplo, el testigo puede obtene r protección 

de su identidad al inicio de la investigación, pero  solo por 40 

días. La identidad del testigo no puede ser secreta  en el 

juicio pues el CPP exige que todos los que testifiq uen en 

audiencia pública indiquen su nombre (artículo 307 CPP). El 

lugar de residencia del testigo puede mantenerse en  reserva. En 

el juicio, la protección debe cumplir con el criter io adicional 
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de “gravedad” de la situación. 34 

107.  La cooperación “sustancial” de un imputado pa ra aclarar 

los hechos objeto de la investigación es una circun stancia 

atenuante (artículo 11 9) CP). El CP no especifica lo que 

significa cooperación “sustancial”. Por el contrari o, una ley 

especial relativa a delitos vinculados con las drog as 

especifica que la persona debe entregar información  precisa, 

verídica y verificable que permita identificar a lo s 

delincuentes, aclarar los hechos investigados o evi tar el 

delito (artículo 22 de la Ley No. 20.000). Los fisc ales con que 

nos reunimos durante la visita en terreno indicaron  que, en la 

práctica, la pena puede reducirse solo si la person a confiesa 

su participación en el delito antes de iniciarse la  

investigación. 

108.  Dado que las personas jurídicas, en dicha cal idad, no 

poseen responsabilidad legal, las investigaciones n o se centran 

en ellas. El PICH y Carabineros intentarían identif icar a las 

personas naturales responsables del delito. 

                     

34 Según las autoridades chilenas, una situación “gra ve” exige 

que se pruebe la existencia de una amenaza o peligr o grave. El 

tribunal exige que el fiscal proporcione pruebas co ncretas de 

que la medida es necesaria. La unidad regional prop orciona 

equipo para proteger a las víctimas y testigos en u na audiencia 

oral, tales como biombos que impiden el contacto vi sual entre 

la víctima y el imputado y circuitos cerrados de te levisión que 

permiten a la víctima y/o los testigos testificar e n una sala 

anexa. 
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e) Secreto bancario 

109. Los fiscales y autoridades policiales declarar on que el 

secreto bancario es uno de los principales problema s con que se 

enfrentan en Chile al investigar supuestos actos de  cohecho y 

delitos económicos. Anticipan problemas similares e n 

investigaciones futuras de cohecho internacional. 

110.  El secreto bancario es objeto de una serie de  

disposiciones que aparentemente se sobreponen. No o bstante, 

resulta claro que en causas de cohecho internaciona l, se 

aplican restricciones a las facultades del Juez de Garantía 

para levantar el secreto bancario. 

111.  El Artículo 154 de la Ley General de Bancos d istingue 

entre secreto bancario y confidencialidad bancaria.  El secreto 

bancario cubre un amplio segmento de operaciones ba ncarias, 

tales como depósitos y colocaciones de toda clase r ealizados 

por los bancos, y esta protección se hace extensiva  a las 

transacciones y saldos de las cuentas corrientes, c uentas de 

ahorro, depósitos a plazo y otros tipos de colocaci ones. El 

resto de las operaciones bancarias están sujetas a 

confidencialidad (véase más adelante). 

112.  El secreto bancario puede ser levantado por u n Juez de 

Garantía en una causa de cohecho internacional; sin  embargo, la 

ley impone restricciones. La Ley General de Bancos autoriza al 

fiscal, con la aprobación del Juez de Garantía, a e xaminar o 

solicitar antecedentes vinculados a operaciones “es pecíficas” 

que hayan sido efectuadas por una persona formalmen te acusada y 

que tenga una “relación directa” con la investigaci ón. Una 
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segunda ley, la Ley de Cuentas Corrientes Bancarias  y Cheques, 

también autoriza la divulgación de solo “ciertas pa rtidas 

financieras” de una cuenta corriente, a solicitud d el fiscal y 

con la aprobación del Juez de Garantía. 

113.  Respecto de algunos tipos de delitos y situac iones – pero 

no en investigaciones de cohecho internacional – lo s Jueces de 

Garantía tienen la facultad de levantar completamen te el 

secreto bancario y ordenar la plena divulgación de la 

información bancaria que pudiere ser relevante. El secreto 

bancario puede ser levantado completamente por el J uez de 

Garantía en casos de cohecho nacional y otros casos  que se 

relacionen con investigaciones contra funcionarios públicos por 

delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones.  No se exige 

que las solicitudes se relacionen con operaciones e specíficas o 

que tengan relación directa con la investigación. L as leyes 

recientes han dado a la UAF la facultad de lograr q ue un juez 

levante completamente el secreto bancario cuando ha ya sospechas 

de lavado de dinero. 

114.  Desde la visita en terreno, las autoridades c hilenas han 

indicado que las entidades fiscalizadoras de los ba ncos 1) por 

muchos años han dado una amplia interpretación a lo s requisitos 

de especificidad y relación directa; 2) han recorda do a los 

bancos que cierta información bancaria, tal como la  existencia 

de una cuenta, no es objeto de secreto bancario, y 3) han 

emitido circulares en que se insta a los bancos a t ratar de 

responder prontamente cuando la información no se c onsidera 

confidencial conforme a la ley. Sin embargo, no han  explicado 

las razones por las cuales la ley específicamente d a a las 
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causas de cohecho nacional un trato distinto, elimi nando los 

requisitos de referencia a operaciones específicas o 

determinadas o de una relación directa con la inves tigación. En 

vista de la reiterada referencia al secreto bancari o como 

importante obstáculo para las investigaciones de de litos 

económicos, el equipo de inspección considera que d ichas 

restricciones deben ser eliminadas. 

115.  Además o como resultado de las restricciones legales al 

levantamiento del secreto bancario en causas de coh echo 

internacional, parece haber importantes obstáculos a la 

obtención de información bancaria. Los fiscales rei teradamente 

han hecho hincapié en que el secreto bancario const ituye, en la 

práctica, un gran obstáculo para las investigacione s de delitos 

económicos, debido a la carga de la prueba que debe  cumplirse 

para que un juez levante (aunque sea parcialmente) el secreto 

bancario. Puede llevar varios días o semanas que el  Juez de 

Garantía autorice la solicitud, pues se requiere de  un gran 

volumen de información antes de autorizar la solici tud y 

definir el alcance de la información “específica” c uya 

divulgación se autoriza. Asimismo, obtener la infor mación del 

banco puede tomar mucho tiempo. 

116. La distinción entre secreto bancario y confide ncialidad 

bancaria también provoca inquietud. Los bancos pued en divulgar 

información asociada con transacciones confidencial es si una 

persona prueba un interés legítimo, siempre que el banco 

considere que dicha divulgación no tiene repercusio nes 

negativas en el patrimonio del cliente. Si el banco  duda, como 

probablemente lo haga a la luz de la posible respon sabilidad y 
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la incertidumbre acerca de la reserva o confidencia lidad de la 

información, ésta solo podrá obtenerse mediante dec isión 

judicial. 

117. La unidad policial especializada en delitos de  lavado de 

dinero confirmó que las respuestas a las solicitude s de 

información formuladas a los bancos pueden demorar uno o dos 

meses, especialmente cuando el banco se preocupa de  su relación 

con el cliente. Por el contrario, la solicitud a ve ces es 

respondida en un par de días cuando el banco cooper a plenamente 

y no requiere la intervención del Juez de Garantía.  

118. Un proyecto de ley que actualmente se encuentr a en el 

Congreso, el Proyecto de ley Revisado sobre Levanta miento del 

Secreto Bancario en Investigaciones de Lavado de Di nero, 

Boletín No. 4426-07 (el “Proyecto de Ley Revisado”)  aborda el 

secreto bancario, pero solo respecto del lavado de dinero. 35 En 

los casos de lavado de dinero, el Proyecto de Ley R evisado 

(art.4) añadiría una disposición al artículo 154 de  la Ley 

General de Bancos en que se autoriza a los fiscales , con la 

aprobación de un Juez de Garantía, a obtener acceso  a 

“cualquier información o copias disponibles de cual quier 

depósito u otra inversión o transacción crediticia efectuada 

                     

35 Como se señala más adelante, el Proyecto de Ley Re visado 

sufrió modificaciones desde la visita en terreno, c on el objeto 

de incorporar sanciones a las personas jurídicas po r cohecho 

internacional y lavado de dinero. No obstante, en l a 

actualidad, las disposiciones sobre secreto bancari o continúan 

aplicándose solo al lavado de dinero. 
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por una persona, comunidad, entidad o sociedad de f acto 

investigada, en la medida en que dichas transaccion es, en 

opinión del Ministerio Público, pueda relacionarse con la 

perpetración de tales delitos o contribuir a aclara r los 

mismos”. Una disposición similar flexibilizaría el secreto 

bancario, pero, nuevamente, solo en causas de lavad o de dinero, 

en virtud de la Ley de Cuentas Corrientes Bancarias  y Cheques. 

Estas disposiciones parecen otorgar a los Jueces de  Garantía la 

misma facultad de levantar el secreto bancario en 

investigaciones de lavado de dinero que las que act ualmente 

tienen en investigaciones administrativas de lavado  de dinero 

llevadas a cabo por la UAF y causas de cohecho naci onal. 

 Comentario: 

 Los inspectores jefe consideran que el acceso a la  

información financiera es de vital importancia para  la 

efectiva investigación de los delitos de cohecho 

internacional. Expresaron su inquietud de que el se creto 

bancario constituya un importante obstáculo para la  

efectiva investigación del cohecho internacional po r parte 

de las autoridades policiales y judiciales de Chile . 

Señalan que actualmente el Congreso está estudiando  el 

Proyecto de Ley Revisado que aborda el secreto banc ario, 

pero que, en este momento, éste solo contempla el 

levantamiento completo del secreto bancario en 

investigaciones criminales de lavado de dinero. 

    Especial inquietud muestran los inspectores jef es por 

el hecho de que la facultad del Juez de Garantía de  

ordenar el acceso a la información bancaria esté mu cho más 
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restringida en las causas de cohecho internacional que en 

las causas de cohecho nacional y las investigacione s 

administrativas realizadas por la UAF en materia de  lavado 

de dinero. Recomiendan que Chile ajuste las normas que 

rigen las investigaciones de cohecho internacional a las 

que se aplican a las causas de cohecho nacional e 

investigaciones de lavado de dinero por parte de la  UAF en 

esta área. Además, recomiendan que Chile adopte med idas 

para garantizar que las instituciones financieras p rovean, 

a la brevedad, la información financiera requerida.  

    En términos más generales, los inspectores jefe  instan 

a las autoridades chilenas a analizar la posibilida d de 

uniformar el tratamiento del delito de cohecho 

internacional con el de lavado de dinero en lo que 

respecta a las herramientas de investigación con qu e 

podrían contar los fiscales en los casos que corres pondan. 

f) Asistencia judicial mutua (AJM) y extradición. 

i) Asistencia judicial mutua 

119. Ha habido importantes mejoras en la AJM en Chi le desde 

la Fase 1. La reforma general del CPP que se analiz ara más 

arriba ha tenido un profundo impacto en el sistema de AJM. 

Además, el artículo 20 bis del CPP estipula que las  solicitudes 

extranjeras de AJM deben ser tramitadas por el Mini sterio 

Público, quien debe solicitar la intervención de un  Juez de 

Garantía cuando fuere necesario, del mismo modo que  en las 

investigaciones nacionales. Los fiscales y terceros  explicaron 

que, en efecto, esta disposición permite a los fisc ales prestar 

AJM directamente en muchos casos; la intervención j udicial solo 
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se requiere para proporcionar AJM cuando ésta fuere  solicitada 

conforme al derecho interno, i.e. principalmente cu ando las 

libertades fundamentales estén en riesgo. Los fisca les 

indicaron que, por norma general, los procedimiento s tendientes 

a obtener autorización judicial para efectos de AJM  son 

simples. Varios panelistas recalcaron que la capaci dad de los 

fiscales de proporcionar AJM en forma directa ha si mplificado y 

acelerado en gran medida los procedimientos de AJM en diversos 

casos. 

120.  El 2004, en el Ministerio Público se creó una  nueva 

unidad de AJM con el objeto de cumplir la nueva fun ción de AJM. 

Dicha unidad conduce las relaciones con países extr anjeros y 

proporciona asesoría a los fiscales nacionales en m ateria de 

AJM. Actualmente, la nueva unidad es también la ofi cina central 

de países extranjeros que solicitan AJM. Además, lo s fiscales 

indicaron que los cambios generales al nuevo CPP y la ley de 

medios probatorios ha ampliado el ámbito de coopera ción, 

incluso al facilitar la cooperación informal. Las e stadísticas 

disponibles muestran una abrupta alza de la AJM en los últimos 

dos años (desde una cifra anterior baja). 

121.  Al parecer, el nuevo papel que deben desempeñ ar los 

fiscales también ha restado importancia a la AJM ba sada en 

tratados (y sus inherentes restricciones, en vista de los 

tratados de Chile). Los fiscales indicaron que la a usencia de 

un tratado no es impedimento en algunos casos debid o a que la 

AJM puede otorgarse sobre la base del principio de 

reciprocidad. Los fiscales también indicaron que co nsideraban 

que el sistema actual estaba operando en forma efic iente y que, 
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en esta etapa, no se requería más intervención regu ladora. En 

términos de recursos, los inspectores señalaron que , según los 

especialistas en AJM, los recursos eran, en general , 

suficientes para permitir respuestas razonablemente  expeditas. 

Los inspectores también se mostraron impresionados por el 

dinamismo y compromiso de los especialistas en AJM del 

Ministerio Público, si bien consideraron que en cie rtos casos 

la respuesta podría haber sido más expedita y proac tiva. Dada 

la reciente naturaleza del sistema y del rápido inc remento en 

la cantidad de solicitudes de AJM en el último perí odo, los 

inspectores consideran que el sistema debería ser m onitoreado 

por el Grupo. 

122.  Desde el informe de la Fase I, Chile ha celeb rado otros 

tratados de AJM en materia penal con países como It alia, 

MERCOSUR, Bolivia y Suiza. Chile también es parte d e la 

Convención Interamericana de Asistencia Mutua en ma teria Penal. 

Chile ha sido oficialmente invitado a adherir a la Convención 

Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal y, den tro de poco, 

iniciará los procedimientos de rigor. Según el Mini sterio 

Público, las restricciones de jurisprudencia en mat eria de AJM  

a que se alude en el informe de la Fase 1, No. 108,  han sido 

reemplazadas por el artículo 20 bis y ya no se apli can, pero 

hasta la fecha no ha habido jurisprudencia alguna  al respecto. 

123. Como se indicara con anterioridad, el secreto bancario 

es un importante obstáculo a la efectiva investigac ión de los 

delitos económicos en Chile. Es, además, un grave p roblema para 

la AJM. El informe de la Fase 1 emitido el 2003 exi gía a Chile 

informar en un plazo de un año las medidas adoptada s con el 
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objeto de eliminar el impedimento que el secreto ba ncario 

representaba para la AJM. El 2004, Chile informó qu e crearía un 

grupo de trabajo para elaborar una ley sobre AJM. N o obstante, 

su compromiso no ha sido seguido por ninguna acción  que 

modifique las normas del secreto bancario. 

124. Respecto al decomiso y confiscación, la situac ión aún 

no se resuelve. Los fiscales indicaron que consider an que no 

debería haber barrera alguna al decomiso y confisca ción en 

respuesta a una solicitud de AJM, pero a la fecha n o ha habido 

casos concretos. Los fiscales indicaron que han res pondido a 

numerosas solicitudes de información sobre activos mantenidos 

en Chile. Además, en un caso, las autoridades chile nas 

decomisaron activos de un nacional extranjero en Ch ile. 

125.  La situación referente a la AJM en procesos c riminales 

contra personas jurídicas sigue sin solución. Las R espuestas 

(pregunta 13.1 e)) indican que no se puede proporci onar 

respuesta alguna sobre las solicitudes extranjeras de AJM que 

involucren personas jurídicas, debido a la falta de  

responsabilidad penal de ésas en Chile. Esto sugier e que existe 

un requisito de doble incriminación. Los fiscales p resentes en 

la visita en terreno consideraron que la ausencia d e 

responsabilidad legal de las personas jurídicas en Chile no 

impediría a Chile proporcionar AJM; no obstante, el lo no ha 

sido puesto a prueba. En la Fase 1, Chile indicó qu e podría 

prestar AJM en relación con procedimientos no crimi nales contra 

una persona jurídica. Hasta la fecha, tampoco ha ha bido 

experiencias al respecto. 

126.  El Proyecto de Ley Revisado añadiría una disp osición a la 
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ley de lavado de dinero (Ley No. 19.913) que fortal ecería la 

AJM en causas de lavado de dinero. En respuesta a u na solicitud 

internacional, un fiscal solicitó a un Juez de Gara ntía que 

congelara activos por el  equivalente al valor esti mado de 

activos lavados. 36 

 Comentario: 

Los inspectores señalaron que, desde una perspectiv a 

procesal, el sistema de AJM en Chile es mucho más e fectivo 

que en la época en que se emitió el informe Fase 1,  como 

resultado de la reforma general al CPP y el artícul o 20 bis 

del CPP que atribuye una importante función a los f iscales. 

Si bien, en general, el sistema parece responder mu cho 

mejor, el nuevo sistema está en pañales y varios te mas de 

importancia aún no han sido resueltos definitivamen te por 

los tribunales. 

     Los inspectores jefe reiteran la importancia d e acceder 

a información financiera para realizar una investig ación 

eficiente de los delitos de cohecho internacional. 

Expresaron su honda preocupación por que no se haya  adoptado 

ninguna medida para eliminar las restricciones lega les 

impuestas a la AJM  por el secreto bancario en caus as de 

cohecho internacional que no cumplan con la Convenc ión en la 

Fase 1. Estas restricciones interfieren con la capa cidad de 

Chile de prestar una AJM efectiva en casos de cohec ho 

internacional. Los inspectores recomiendan a Chile eliminar 

                     

36 La disposición del Proyecto de Ley Revisado tambié n podría 

otorgar esta facultad en casos de lavado de dinero nacional. 
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prontamente las restricciones a la información banc aria que 

puede proveerse en el contexto de solicitudes de AJ M, con el 

objeto de autorizar, cuando proceda, la entrega de toda la 

información que pudiere ser relevante. Asimismo, Ch ile 

debería adoptar medidas efectivas para garantizar q ue no se 

exija una carga de la prueba indebida para obtener 

información bancaria. 

 Los inspectores jefe recomiendan que Chile adopte todas 

las medidas necesarias para garantizar que se propo rcione 

AJM en causas de cohecho internacional que involucr en a 

personas jurídicas. Los inspectores recomiendan que  el Grupo 

de Trabajo realice un seguimiento general al funcio namiento 

del nuevo sistema de AJM, y, en especial, en materi a de 

confiscación y decomiso. 

ii) Extradición 

127. El Artículo 10.1 de la Convención obliga a las  Partes a 

tipificar el cohecho de funcionarios públicos extra njeros como 

delito extraditable conforme a sus leyes y los trat ados 

celebrados entre ellas. Chile no ha tenido experien cia alguna 

con la extradición activa o pasiva en ninguna causa  relacionada 

con el cohecho internacional. 

128.  El artículo 431 del CPP establece criterios d e 

extradición activa y exige, inter alia, que el delito sea 

punible con una pena privativa de libertad de al me nos un año. 

El delito de cohecho internacional tipificado en Ch ile no 

cumple con dicha norma y, por ende, en la actualida d la 

extradición activa es imposible en virtud del Códig o. Respecto 

de la extradición pasiva, el artículo 449 del CPP e xige que el 
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delito sea de aquellos que autoriza la extradición según los 

tratados vigentes. 

129. Chile indicó en la Fase 1 que la Convención pr oporcionaría 

fundamentos legales para la extradición en ausencia  de un 

tratado en la materia. Sin embargo, los inspectores  señalaron 

que la extradición activa no sería posible cuando s e tratara de 

países que no fueran parte de la Convención. Asimis mo, no 

podría recurrirse a la extradición pasiva desde paí ses no 

Partes en los casos en que el tratado pertinente es tableciera 

una pena mínima de un año. Además, incluso respecto  de las 

Partes, los fiscales y terceros pueden no saber que  se aplican 

normas especiales, además de las contenidas en el C PP. Como se 

indicara en la sección relativa a sanciones, los in spectores 

consideran que Chile debería, a la brevedad, aument ar las 

sanciones aplicables al cohecho internacional a obj eto de 

garantizar que sean efectivas, proporcionadas y dis uasivas. Con 

el fin de abordar otras inquietudes relativas a la extradición, 

consideran que el aumento debería ser de una magnit ud tal que, 

en casos de cohecho internacional, elimine cualquie r 

restricción a la extradición activa y pasiva basada  en 

sanciones. 

130.  A principios de 2006, Perú solicitó formalmen te a Chile 

extraditar al ex Presidente peruano Alberto Fujimor i para que 

enfrentara, inter alia, cargos de corrupción en Perú. Las 

autoridades chilenas detuvieron al Sr. Fujimori y e l proceso de 

extradición está en curso. Debido a la fecha de los  

acontecimientos, el proceso está sujeto al antiguo sistema de 

procedimiento penal. En julio de 2007, el juez de p rimera 
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instancia negó la extradición del Sr. Fujimori al f allar que 

las pruebas del gobierno peruano no eran suficiente s para 

probar los hechos planteados en la solicitud de ext radición. El 

gobierno peruano interpuso un recurso de apelación el 13 de 

julio. 

 Comentario: 

Los inspectores recomendaron que al aumentar las sa nciones 

del cohecho internacional (como se recomendara en l a 

sección relativa a sanciones), Chile debía asegurar se de 

que fueran suficientes para eliminar, en casos de c ohecho 

internacional, cualquier restricción a la extradici ón 

basada en sanciones. 

2. Reforma del Código Penal y Reforma de la Ley sob re Cohecho 

Internacional y Sanciones 

131. El informe de la Fase 1 recomendaba cambios pa ra subsanar 

graves deficiencias de la legislación chilena, incl uidas las 

relativas al delito de cohecho internacional, respo nsabilidad 

legal de las personas jurídicas, sanciones y jurisd icción. 

(Véase informe Fase 1, pp. 29-30). En la época de l a Fase 1 

(2004), Chile expresó su propósito de abordar las d eficiencias 

en el contexto de una reforma integral del Código P enal. Como 

se señalara en el informe, un Decreto Supremo de 20 02 creó un 

Comité Asesor del Ministerio de Justicia (el “Comit é Asesor”), 

encargado de elaborar un informe sobre el Código Pe nal 

revisado, que se esperaba fuera publicado a fines d el 2004. 

Dado el alcance y la importancia de los cambios leg islativos 

recomendados por el informe Fase 1 y el compromiso de Chile de 

abordar los problemas en el contexto de un proceso de reforma 
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general del Código Penal, los inspectores de la Fas e 2 estaban 

muy interesados en el avance de ese proyecto. 

132.  El cuestionario complementario, previo a la v isita en 

terreno, incluyó preguntas sobre las medidas adopta das por 

Chile respecto de las diversas recomendaciones de l a Fase 1. 

Las respuestas de Chile no hicieron alusión a ningu na medida 

gubernamental desde el informe de la Fase 1 en resp uesta a las 

recomendaciones de la Fase 1 en materia de cohecho 

internacional, sanciones, responsabilidad de las pe rsonas 

jurídicas o jurisdicción. Dichos temas no se tratar on o bien se 

esperaba que fueran tratados en el futuro y solo en  el contexto 

de la reforma general del Código Penal. 37 Funcionarios del 

Ministerio de Justicia, en general, explicaron que esta falta 

de acción se debía a que el gobierno y el Ministeri o de 

Justicia tenía otras prioridades. 38 

133. El Comité Asesor presentó el proyecto de Códig o Penal 

(“Anteproyecto de Código”) al Presidente de la Repú blica a 

fines del 2005. Desde entonces, el texto ha estado en manos del 

Ministerio de Justicia, en preparación para someter lo ante el 

Congreso. En la época de las Respuestas, se esperab a que la 

                     

37 Véase Respuesta Complementaria 10-13 (responsabili dad legal 

de las personas jurídicas y sanciones sin abordar y  que se 

abordarán en el contexto de la reforma al Código Pe nal; 

Respuesta Complementaria 17 (sin cambios a la juris dicción 

territorial); Respuesta Complementaria 4 (falta de medidas 

legislativas respecto de deficiencias respecto del cohecho 

internacional). 

38 Véase, por ejemplo, Respuesta Complementaria 10. 
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parte general fuera enviada al Congreso en el prime r semestre 

de 2007 y que la parte especial se abordara en algú n momento 

futuro. 39 Habrá de pasar un tiempo antes de que la parte 

especial del Código – que normalmente abordaría el delito de 

cohecho internacional y sus sanciones – sea revisad a por el 

Ministerio de Justicia y se elabore un proyecto de ley que sea 

presentado ante el Congreso. 

134.  En la visita en terreno, el equipo de inspecc ión expresó 

su gran inquietud sobre la falta de iniciativas gub ernamentales 

para implementar las recomendaciones de la Fase 1 y  la 

Convención. El equipo de inspección considera que l a 

implementación de la Convención por parte de Chile exige una 

pronta acción legislativa, con carácter prioritario , y que la 

situación actual del proyecto de reforma del Código  Penal no lo 

convierte en un método adecuado para lograr ese obj etivo. La 

parte especial del nuevo Código Penal no estará lis ta para ser 

enviada al Congreso, en calidad de proyecto de ley,  en un buen 

tiempo. Además, hasta la fecha no ha habido debate público 

sobre el inmenso proyecto de revisar el Código Pena l entero. Al 

parecer, ese debate comenzará únicamente al enviars e al 

Congreso un proyecto de ley relativo a cada parte. 

135.  Además del problema principal de la falta de acciones 

gubernamentales para implementar las recomendacione s de la Fase 

                     

39 Las Respuestas Complementarias (§§ 11-13) también señalaron 

que la parte especial del Código sería estudiada so lo después 

de que la parte general hubiera llegado a la etapa de proyecto 

definitivo. 
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1 y la Convención, el equipo de inspección expresó su inquietud 

sobre la falta de conocimiento de funcionarios clav e durante el 

proceso de la Fase 2 sobre el avance de la reforma a la ley de 

cohecho. Durante la visita en terreno, funcionarios  del 

Ministerio de Justicia indicaron que el anteproyect o de código 

no incluía modificaciones a las disposiciones sobre  cohecho 

internacional, explicando que el Comité Asesor habí a concluido 

su revisión de las disposiciones pertinentes antes de recibir 

las recomendaciones del Grupo de Trabajo. Luego de la visita en 

terreno, el equipo de inspección ubicó una copia de l 

anteproyecto del código en un artículo en Internet. 40 El 

anteproyecto de código contiene importantes propues tas de 

modificación respecto de las disposiciones sobre co hecho 

internacional y otras disposiciones pertinentes. Va rias de la 

modificaciones parecen abordar las Recomendaciones de la Fase 

1. El equipo de inspección halló insatisfactorias l as 

respuestas dadas en la visita en terreno acerca de las 

disposiciones del anteproyecto de código. Las autor idades 

chilenas han explicado que consideran ineficiente a nalizar con 

el equipo de inspección un anteproyecto que será re visado por 

el Ministerio de Justicia. 

136.  El equipo de inspección reconoce que el antep royecto de 

                     

40 Durante la visita en terreno, las autoridades chil enas habían 

indicado que el anteproyecto de código no  era de d ominio 

público. Explicaron que no sabían de esta publicaci ón en la 

revista legal. Véase Política Criminal No. 1, 2006,  en 

http://www.politicacriminal.cl/n_01/pdf_01/d_1.pdf.  
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código es un borrador, no un proyecto de ley. En vi sta de la 

opinión de Chile de que el documento no refleja la política de 

gobierno, en el presente no se analiza su contenido . La 

naturaleza no gubernamental del anteproyecto del có digo, no 

obstante, recalca la falta de iniciativas gubername ntales para 

implementar las recomendaciones de la Fase 1 y de l a 

Convención. El quid del problema parece ser una fal ta de 

compromiso y de recursos para implementar a la brev edad – y, 

por ende, fuera del proceso de reforma general del Código Penal 

– las leyes básicas necesarias para lograr el cumpl imiento de 

la Convención. 

137.  Las autoridades chilenas han informado la ado pción de 

algunas medidas importantes desde la visita en terr eno. 

Considerando la inquietud expresada en la visita en  terreno, el 

Ministerio de Hacienda elaboró el Proyecto de Ley R evisado, que 

amplió el proyecto original creando sanciones para las personas 

jurídicas por lavado de dinero al incorporar dispos iciones 

adicionales que estipulan sanciones aplicables a la s personas 

jurídicas en casos de cohecho internacional. 41 El gobierno 

presentó el Proyecto de Ley Revisado ante el Congre so el 30 de 

abril de 2007. Si bien el equipo de inspección tien e sus 

reservas sobre el número de disposiciones del Proye cto de Ley 

Revisado en este aspecto (véase más adelante las se cciones 

sobre responsabilidad legal de las personas jurídic as y 

                     

41 Como se señalara con anterioridad, el Proyecto de Ley 

Revisado también contiene modificaciones a las disp osiciones 

relativas al secreto bancario. 
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sanciones), acoge con agrado la atención prioritari a dada por 

el Ministerio de Hacienda al tema del cohecho inter nacional. 

138.  Además, desde la visita en terreno, el grupo de expertos 

GNECC elaboró una propuesta de proyecto de ley inde pendiente  

que, a su parecer, recogería las principales modifi caciones que 

se requieren en materia de cohecho internacional, s anciones, 

empresas públicas y jurisdicción. El GNECC presenta rá la 

propuesta (que el equipo de inspección no ha visto)  ante las 

autoridades chilenas. De aprobarse, deberá seguir l os 

procedimientos internos de rigor para que el Poder Ejecutivo lo 

envíe al Congreso Nacional. El equipo de inspección  acoge con 

agrado esta iniciativa del grupo de expertos GNECC.  Sin 

embargo, advierte que, salvo por el proyecto de ley  mencionado 

anteriormente en materia de sanciones a las persona s jurídicas, 

el gobierno no ha modificado las opiniones manifest adas en las 

Respuestas en el sentido de esperar la reforma gene ral del 

Código Penal. 

 Comentario: 

Los inspectores jefe consideran que el propósito ex presado 

por Chile en el informe de la Fase 1 de subsanar lo s 

problemas de incumplimiento de la Convención como p arte del 

proceso general de reforma del Código Penal no se h a 

cumplido en forma satisfactoria. Los inspectores ta mbién 

hacen mención de la naturaleza aún muy preliminar d el 

proyecto de reforma del Código Penal y su incierto 

calendario y tramitación futura. En estas condicion es, los 

inspectores consideran que vincular la reforma de l a ley de 

cohecho, sanciones, jurisdicción y la responsabilid ad legal 
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de las personas al proceso de reforma del Código Pe nal 

claramente causaría importantes e inaceptables retr asos en 

el cumplimiento de la Convención. 

 Los inspectores acogen con agrado la reciente 

iniciativa del GNECC de elaborar un proyecto de ley  

independiente para abordar ciertas deficiencias 

legislativas pendientes en el combate contra el coh echo 

internacional. También acogen con agrado la recient e 

inclusión, por parte del Ministerio de Hacienda, de  

disposiciones relativas a sanciones a las personas 

jurídicas en caso de cohecho internacional en un pr oyecto 

de ley del Ejecutivo. No obstante, los inspectores 

advierten que el GNECC es un grupo de expertos y qu e, salvo 

por el proyecto de ley sobre sanciones a las person as 

jurídicas, el gobierno no ha manifestado su intenci ón de 

tramitar un proyecto independiente. 

 Dada la ausencia de compromiso del gobierno para d ar 

prioridad a los problemas legislativos pendientes d e la 

Fase 1 fuera del contexto de la reforma del Código Penal, 

los inspectores recomiendan que el Grupo de Trabajo  

mencione la falta de iniciativas efectivas en la ma teria 

desde la Fase 1 en una declaración u otra medida pe rtinente 

del Grupo de Trabajo. 

3. Delito de cohecho internacional 

a) Visión general de las disposiciones pertinentes 

139. El Título V del CP se titula “De los Crímenes y Simples 

Delitos cometidos por Empleados Públicos en el Dese mpeño de sus 
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Cargos” (arts. 216-260) 42. La Parte 9 del Título V del Código 

Penal se titula “Cohecho” (arts. 248-251). Los artí culos 248, 

248 bis y 249 se aplican al cohecho nacional pasivo  y los arts. 

250 y 250 bis al cohecho nacional activo. El artícu lo 250 bis A 

tipifica el delito de cohecho internacional y el ar t. 250 bis B 

define a un funcionario público internacional. 

b) Elementos del delito 

140. El informe de la Fase 1 revisó en detalle los artículos 

250 bis A y B. En este contexto, el Grupo de Trabaj o tomó nota 

de los esfuerzos de Chile por implementar la Conven ción, pero 

emitió varias recomendaciones específicas destinada s a subsanar 

las deficiencias halladas en relación con el delito . 

141.  El Art. 250 bis A se refiere a los ofrecimien tos de 

dádivas, pero no alude explícitamente a “otorgar” u na dádiva. 

En el proceso de la Fase 2, Chile ha proporcionado casos en que 

queda claramente establecido que el delito se perfe cciona al 

efectuar el ofrecimiento; sin embargo, dichos casos  no parecen 

abordar el tema del otorgamiento de una dádiva. Est e tema puede 

ser importante, por ejemplo, cuando el sobornante d eje una suma 

de dinero al término de una reunión o incluya una s uma de 

dinero con un documento. 

142.  El Artículo 1 de la Convención exige que el d elito se 

aplique a las dádivas consistentes en ventajas pecu niarias o no 

pecuniarias. Como se señalara en la Fase 1, la legi slación 

                     

42 Los delitos se clasifican como crímenes, simples d elitos y 

faltas, dependiendo de la gravedad de sus sanciones . Véase el 

Código Penal, artículos 3 y 21. El cohecho internac ional es un 

simple delito. 
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chilena se aplica solamente a las ventajas “económi cas” 

otorgadas a los funcionarios públicos y, al parecer , las 

dádivas de orden no pecuniario, tales como favores sexuales, no 

están cubiertas. Chile ha citado algunos casos a es te respecto, 

pero en ninguno de ellos parece concluirse que las ventajas no 

pecuniarias están cubiertas por ley. 

143.  En virtud de la Convención, el cohecho requie re que el 

sobornante efectúe un pago u ofrecimiento “indebido ” al 

funcionario público. El art. 250 bis A es vago resp ecto de la 

naturaleza y origen del carácter impropio o indebid o. No exige 

expresamente que la ventaja ofrecida por el soborna nte sea 

indebida. Tampoco exige que el acto/omisión que se espere del 

funcionario público sea indebido o impropio. El tex to de la ley 

podría, en teoría, aplicarse a pagos totalmente leg ítimos por 

un acto oficial legítimo. Chile ha reconocido, a es te respecto, 

que su ley es vaga y se están estudiando acciones c orrectivas. 

144. El primer párrafo del artículo 250 bis A se ap lica cuando 

el sobornante ofrece espontáneamente la dádiva; el segundo 

párrafo aplica sanciones significativamente menores  en causas 

en que la solicitud de dádivas por parte de funcion arios 

públicos es aceptada por el sobornante. Este tipo d e 

disposición, por lo general, alienta a los sobornan tes activos 

a denunciar las solicitudes para fomentar una efect iva 

persecución del delito pasivo contra funcionarios p úblicos. 

Dada la ausencia del delito pasivo aplicable a func ionarios 

públicos extranjeros, no existe fundamento obvio pa ra que se 

aplique en casos de cohecho de funcionarios público s 

extranjeros. Asimismo, dada la legislación chilena,  puede 
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esperarse que los supuestos sobornantes de funciona rios 

públicos extranjeros con frecuencia, sino en forma invariable, 

aleguen que la dádiva les fue solicitada. Comprobar  la falsedad 

de esta aseveración puede resultar difícil para los  fiscales 

dado que  - a diferencia de los casos de cohecho na cional – a 

menudo el  funcionario extranjero no estará disponi ble. 

Interrogados sobre su propósito respecto del cohech o 

internacional, un funcionario del Ministerio de Jus ticia indicó 

que tenía un fin didáctico y reflejaba la menor gra vedad dada a 

una respuesta favorable dada a la solicitud. Los in spectores 

consideran que las sanciones aplicadas al sobornant e que paga 

la dádiva solicitada debe, en todos los casos, ser efectiva, 

proporcionada y disuasiva (véase la sección sobre s anciones más 

adelante). 

145.  Las dádivas entregadas por intermediarios no se abordan 

expresamente en la ley. El artículo 15 del CP estip ula que la 

parte que induce a otra parte (por ejemplo, un inte rmediario) a 

cometer un acto criminal sería tan culpable como el  autor. Al 

igual que en la Fase 1, no se ha proporcionado juri sprudencia 

respecto de la responsabilidad legal por el uso de un 

intermediario involuntario, i.e. alguien que descon ozca la 

naturaleza ilícita del acto. Tampoco resulta claro si la 

autorización de perpetración de un acto criminal es taría 

cubierta por los principios chilenos aplicables a l a 

complicidad. 

146.  El CP define “funcionario público extranjero”  en su 

artículo 250 bis B como, inter alia, toda persona que ejerza 

una función pública para un país extranjero, sea de ntro de un 
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organismo público o de una empresa de servicio públ ico”. Las 

Respuestas sugieren que “empresa de servicio públic o” sería 

solo aquella que son creadas por ley y realizan una  función 

pública. (Véase Respuesta Complementaria 4g)). Much as empresas 

estatales o controladas por el Estado que desempeña n una 

función pública pueden ser creadas en virtud de un instrumento 

distinto de una ley. El equipo de inspección señala  que el 

Comentario (§14) define como “empresa pública” “tod a empresa, 

independiente de su régimen jurídico, en la que uno  o más 

gobiernos pueden ejercer, directa o indirectamente,  una 

influencia dominante.” 

 Comentario: 

Como se señalara con anterioridad, los inspectores están 

muy preocupados sobre la falta de iniciativas 

gubernamentales desde la Fase 1 destinadas a subsan ar las 

deficiencias de la ley de cohecho internacional en Chile. 

Indican que el gobierno actualmente no tiene planif icado 

abordar la parte especial del Código Penal, que con tiene 

las disposiciones sobre cohecho internacional, sino  hasta 

en algún momento futuro. Los inspectores recomienda n que 

las autoridades chilenas efectúen, a la brevedad, l as 

modificaciones necesarias a la ley. 

 En especial, los inspectores jefe recomiendan que Chile 

adopte prontamente todas las medidas necesarias par a 

garantizar que la legislación sobre cohecho interna cional 

se aplique a i) el otorgamiento de dádivas; y ii) d ádivas 

consistentes en ventajas no pecuniarias. La ley deb ería 

modificarse también, habida consideración de la Con vención, 



REPÚBLICA DE CHILE 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

 
DOC. I-713/07 – P. 93 

 
- // - 

- // - 

con el objeto de eliminar la vaguedad del requisito  

relativo al carácter indebido o impropio de la vent aja y 

garantizar que el concepto de “empresa de servicio público” 

incluido en la definición de funcionario público ex tranjero 

sea compatible con la definición de “empresa públic a” 

contenida en la Convención. 

 Los inspectores jefe recomiendan que el Grupo de 

Trabajo realice un seguimiento en materia de cobert ura del 

cohecho por medio de intermediarios, incluidos los 

intermediarios involuntarios.   

c) Defensas 

147.  Los comentarios formulados por un importante funcionario 

chileno en la prensa provocaron inquietud respecto de si la 

prevalencia del cohecho en la jurisdicción extranje ra podría 

constituir una defensa o circunstancia atenuante de  la 

responsabilidad legal en casos de cohecho internaci onal 

conforme a la legislación chilena. Al comentar la p osible 

responsabilidad legal de adinerados empresarios chi lenos por 

cohecho en una jurisdicción extranjera en que fuero n imputados 

por cohecho nacional, un informe de prensa citó al Canciller 

chileno, quien declaró que el contexto histórico de  cohecho 

generalizado en el país extranjero durante el perío do en 

cuestión constituiría “al menos, un circunstancia a tenuante”. 43 

Conforme a la Convención, el cohecho internacional constituye 

                     

43 Véase: Luchetti: Cancillería considera perjudicial  

intervención diplomática”, El Mercurio, 4 de octubr e de 2005. 

Los cargos involucraban hechos anteriores a la Conv ención. 
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delito “...independiente de... las percepciones de las 

costumbres locales [o] la tolerancia de dichos pago s por parte 

de las autoridades locales” (Comentario 7). Chile h a señalado 

que la prevalencia del cohecho en la jurisdicción e xtranjera no 

constituye defensa ni circunstancia atenuante, si b ien no ha 

citado jurisprudencia alguna u otra fuente legal. T ampoco ha 

formulado respuesta a la invitación de comentar la citada 

declaración. 

148.  Las Respuestas Complementarias (§ 6) indican que es 

posible invocar las defensas de error de derecho o error de 

hecho en los casos de cohecho internacional en Chil e. La 

aplicación de la defensa de error de derecho no est á 

completamente clara. Al parecer, para obtener una c ondena, la 

legislación chilena exige conciencia del “carácter ilícito” de 

los actos realizados. Ello podría poner en tela de juicio la 

defensa basada en la ignorancia del relativamente n uevo delito 

de cohecho internacional. Las autoridades chilenas han indicado 

que consideran que existe un amplio conocimiento de  que el 

cohecho, incluido el cohecho internacional, es un i lícito y que 

no sería creíble sostener que habían actuado legíti mamente. 

 Comentario: 

Los inspectores jefe recomiendan que el Grupo de Tr abajo 

haga un seguimiento de 1) si la prevalencia del coh echo en 

una jurisdicción extranjera podría constituir una d efensa o 

circunstancia atenuante; y 2) la aplicación de la d efensa 

de error de derecho al delito de cohecho internacio nal. 

d) Jurisdicción 

i) Jurisdicción territorial 
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149. El artículo 4.1 de la Convención exige que cad a Parte 

“adopte las medidas que sean necesarias para establ ecer su 

jurisdicción sobre el cohecho de un funcionario púb lico 

extranjero cuando el delito sea cometido, en forma total o 

parcial, en su territorio”. El comentario 25 de la Convención 

aclara que no se exige “una amplia conexión física con el 

delito de cohecho”. 

150.  Como se indicara en la Fase 1, el artículo 5 del CP y el 

artículo 5 del Código Orgánico de Tribunales (COT) establecen 

el principio de territorialidad de todos los delito s. El 

informe de la Fase 1 señala que, respecto de los de litos que no 

requieren producir daño efectivo para constituir un  crimen, 

tales como el cohecho nacional o internacional (del itos de 

peligro, la jurisdicción territorial se establece d onde se 

hubiere dado principio de ejecución. En la medida e n que la ley 

requiere que el principio de ejecución del delito s e hubiere 

dado en Chile, parece incompatible con la Convenció n. Si el 

cohecho hubiera comenzado fuera de Chile, Chile no podría 

establecer jurisdicción territorial, aun cuando la dádiva se 

hubiere efectivamente otorgado en Chile. El Grupo d e Trabajo, 

por ende, recomendó que Chile revise esta deficienc ia. Chile no 

ha modificado la ley pertinente en esta área. 

151.  Durante la visita en terreno, los fiscales se ñalaron que 

considerarían que existe jurisdicción territorial s i parte del 

delito se hubiere cometido en Chile, independiente de si el 

principio de ejecución hubiere tenido lugar en Chil e. No 

obstante, no existe jurisprudencia al respecto. 

152. Funcionarios del Ministerio de Justicia indica ron que 
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se espera que se incluyan disposiciones del COT sob re 

jurisdicción en la parte general del nuevo Código P enal. 

153.  El Artículo 4.3 de la Convención exige que cu ando más de 

una Parte tenga jurisdicción, las Partes involucrad as, a 

solicitud de una de ellas, celebren consultas para determinar 

la jurisdicción procesal más adecuada. Chile aún no  posee 

experiencia práctica en dichas consultas. 

ii) Jurisdicción por nacionalidad 

154.  El Artículo 4.2 de la Convención exige que cu ando una 

parte posea jurisdicción para perseguir a sus nacio nales por 

delitos cometidos en el extranjero, deberá, de conf ormidad con 

los mismos principios, “adoptar las medidas que fue ren 

necesarias para establecer su jurisdicción respecto  del cohecho 

de un funcionario público extranjero”. 

155.  El artículo 6 del CP excluye la jurisdicción por 

nacionalidad, salvo cuando esté específicamente pre vista por 

ley. El artículo 6 (8) del COT  aplica la jurisdicc ión por 

nacionalidad a los delitos “comprendidos en los tra tados”. Esta 

disposición nunca ha sido aplicada por los tribunal es. Los 

fiscales y jurisconsultos presentes en la visita en  terreno 

ofrecieron distintas interpretaciones de esta dispo sición; 

algunos sostuvieron que se aplicaría solo a los del itos 

tipificados en el tratado mismo y otros, que se ext endería a 

los tratados, como la Convención, que exigen la tip ificación de 

un delito en el derecho interno. Hubo acuerdo gener al entre los 

fiscales y jurisconsultos que, al menos, resulta in cierto que 

la jurisdicción por nacionalidad exista conforme a la 

legislación actual y que normas claras que adopten la 
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jurisdicción por nacionalidad facilitarían la efect iva 

persecución del delito de cohecho internacional. 

156.  La legislación chilena también contempla la j urisdicción 

por nacionalidad en casos de cohecho “cometido por funcionarios 

públicos chilenos o por extranjeros al servicio de la 

República”. (Véase COT, art. 6 (2)). En este contex to, los 

inspectores jefe recomiendan que Chile adopte la ju risdicción 

por nacionalidad en casos de cohecho internacional.  

157.  Como se indicara con anterioridad, funcionari os del 

Ministerio de Justicia señalaron que se esperaba qu e las 

disposiciones del COT se incluyeran en la parte gen eral del 

nuevo Código Penal. 

iii) Personas jurídicas y jurisdicción 

158. Como se tratare más adelante en este informe, Chile aún 

no ha adoptado la responsabilidad penal de las pers onas 

jurídicas en caso de cohecho internacional. Dada la  

inexistencia de dicha responsabilidad legal, aún no  se ha 

aclarado la jurisdicción sobre las personas jurídic as. El 

equipo de inspección considera que las normas están dar de 

jurisdicción sobre las personas jurídicas deberían ser 

consideradas y adoptadas en conjunto con la necesar ia reforma 

de la responsabilidad sustantiva de las personas ju rídicas en 

casos de cohecho internacional. 

 Comentario: 

Los inspectores jefe están preocupados por la incer tidumbre 

y el restringido alcance de la jurisdicción conform e a la 

ley chilena en casos de cohecho internacional, incl uida la 

falta de jurisdicción por nacionalidad. Los inspect ores 
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recomiendan que Chile adopte las medidas necesarias  para 

garantizar que exista jurisdicción territorial cuan do parte 

del delito se cometa en territorio chileno, indepen diente 

de si el principio de ejecución se hubiere producid o en 

Chile. 

 Los inspectores jefe señalan que los fiscales y ot ros 

jurisconsultos consideraron que una clara adopción de la 

jurisdicción por nacionalidad en casos de cohecho 

internacional podría mejorar la persecución del del ito en 

Chile. A la luz de las disposiciones del artículo 6  del 

COT, que establece la jurisdicción por nacionalidad  sobre 

los demás delitos, incluido el cohecho cometido por  

funcionarios públicos chilenos, los inspectores jef e 

recomiendan que Chile adopte la jurisdicción por 

nacionalidad en casos de cohecho internacional. 

 Los inspectores jefe están preocupados respecto de  la 

falta de jurisdicción de los tribunales chilenos so bre las 

personas jurídicas que cometen cohecho internaciona l. 

Recomiendan que Chile adopte todas las medidas nece sarias 

para establecer claramente la jurisdicción sobre pe rsonas 

jurídicas en casos de cohecho internacional, confor me a lo 

dispuesto en la Convención. 

e) Prescripción y plazos de investigación 

159. El artículo 6 de la Convención exige que la pr escripción 

en caso de cohecho de un funcionario público extran jero sea “un 

período de tiempo adecuado para investigar y perseg uir” el 

delito. Chile posee períodos de prescripción y plaz os para 

llevar a cabo las investigaciones. 
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160. La prescripción del delito de cohecho internac ional se 

rige por las normas generales del CP (artículos 93- 105). Dado 

que el cohecho internacional es un simple delito, e l período de 

prescripción es de cinco años. 44 La prescripción se suspenderá 

por un máximo de cinco años durante los períodos en  que el 

imputado estuviere en el extranjero. 

161.  La prescripción también se suspenderá una vez  que se 

“formalice” al imputado. 45 Los fiscales manifestaron que podían 

llegar a la etapa de formalización en forma relativ amente 

rápida. Si la persecución fuere “paralizada” por tr es años, la 

prescripción volvería a regir (véase artículo 96 de l CP). Un 

Juez de Garantía señaló que esta disposición nunca se aplica en 

la práctica y que no tiene importancia práctica en los casos de 

cohecho internacional. 

162.  Además, el nuevo CPP (art. 247) introduce pla zos límites 

para las investigaciones. El período durante el cua l un fiscal 

puede investigar un caso es, como máximo, de dos añ os desde la 

fecha de formalización de la investigación. Inicial mente, los 

jueces fijan períodos de 60 días a un año para caso s más 

                     

44 Como se señalara en la sección relativa a sancione s, las 

penas pueden reducirse si hubieren transcurrido más  de dos años 

y medio entre la fecha de perpetración del delito y  la fecha en 

que comenzare la investigación. 

45 Como se señalara en la sección sobre conducción de  las 

investigaciones, una investigación se formaliza cua ndo el 

fiscal informa al imputado, ante el Juez de Garantí a, que está 

siendo investigado por uno o más delitos. 
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simples o menos graves; no obstante, pueden otorgar  prórrogas 

por hasta dos años. 

163. Varios panelistas confirmaron que no había pos ibilidad 

de prórroga más allá de los dos años contemplados e n el 

artículo 247 del CPP. Si bien el equipo de inspecci ón reconoce 

las inquietudes sobre investigaciones indebidamente  

prolongadas, considera que el plazo de dos años no se ajusta al 

interés de garantizar una efectiva investigación de  casos 

complejos relacionados con corrupción de funcionari os 

extranjeros. Recopilar información desde el extranj ero, por 

ejemplo, demanda mucho tiempo y la causa en Chile a  menudo 

puede depender de la investigación en el extranjero . Existen 

serias dudas sobre la procedencia del período de do s años de 

investigación en causas que involucran el cohecho d e 

funcionarios públicos extranjeros. 

164.  Los fiscales, jueces y terceros hicieron hinc apié en que, 

en la práctica, el artículo 247 proporciona cierta flexibilidad 

por tres motivos: 1) porque la investigación no ter mina 

automáticamente al vencimiento del período; la defe nsa debe 

solicitar al juez que dicte sentencia y, en algunos  casos, la 

defensa puede tener interés en prolongar la causa. 46; (2) los 

fiscales pueden procurar que el inicio del período de dos años 

se retrase ampliando la investigación preliminar 

(preformalización); y 3) los fiscales pueden abando nar el caso 

e intentar presentarlo como un nuevo caso. No obsta nte, los 

                     

46 La defensa puede tener interés en prolongar la inv estigación 

cuando espera recibir pruebas exculpatorias. 
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inspectores consideran que estas fuentes de posible  

flexibilidad no disipan completamente sus dudas. En  causas 

importantes puede que no exista tolerancia de parte  de la 

defensa después de expirar el período de dos años. La prórroga 

de la investigación preliminar no es posible cuando  se requiere 

la intervención judicial. Los panelistas confirman que la 

apertura de una nueva causa no sería posible si est uviere 

basada en los mismos hechos. 

165.  El equipo de inspección señaló con preocupaci ón el 

comentario formulado por un importante juez, quien recalcó que, 

en su experiencia con las investigaciones de delito s económicos 

internacionales, los atrasos en la obtención de AJM  de los 

países de la OCDE constituían un obstáculo mayor qu e el plazo 

de dos años. Dichos atrasos en la prestación de AJM  de parte de 

los miembros del Grupo de Trabajo de la OCDE, de pr oducirse en 

causas de cohecho internacional, constituyen una ho nda 

preocupación para el Grupo de Trabajo y podría ser puesto en su 

conocimiento para fines de revisión. No obstante, i ncluso en 

condiciones ideales, la AJM toma tiempo y, con frec uencia, 

lleva a requerir una mayor AJM e investigación naci onal. La 

rigidez del plazo de dos años es incompatible con l os casos 

internacionales, incluso en condiciones favorables.  

 Comentario: 

Los inspectores jefe recomiendan que Chile adopte m edidas 

adecuadas para garantizar que el período general de  

prescripción del cohecho internacional sea suficien te para 

garantizar una adecuada investigación y persecución  del 

delito, incluso la extensión del período de dos año s de 
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investigación en el tiempo que fuere necesario. 

4. Responsabilidad legal de las personas jurídicas 

166. El artículo 2 de la Convención exige que cada Parte 

“adopte las medidas que sean necesarias, en conform idad con sus 

principios legales, para establecer la responsabili dad legal de 

las personas jurídicas por el cohecho de un funcion ario público 

extranjero”. En la Fase 1, el Grupo de Trabajo seña ló que Chile 

no había cumplido los requisitos de la Convención e n esta 

materia e instó a las autoridades chilenas a implem entar la 

Convención a la brevedad posible. 

167. A la fecha de la visita en terreno, Chile no h abía 

adoptado ninguna medida desde la Fase 1 en lo que r especta a la 

responsabilidad legal de las personas jurídicas por  cohecho 

internacional. En las Respuestas Complementarias (§ 10) se 

explica que esta falta de iniciativas se debe a la existencia 

de otras prioridades de reforma legal. 

168. El informe de la Fase 1 señala que “las autori dades 

chilenas indicaron que el Ejecutivo se había compro metido a 

considerar la responsabilidad legal de las personas  jurídicas 

en el contexto del proceso de reforma [del Código P enal] y que, 

hacia fines del 2004, el Comité Asesor del Minister io de 

Justicia emitiría un Informe sobre el nuevo [Código  Penal]”. 

Durante el curso del proceso de la Fase 2, se han e xpresado 

opiniones divergentes sobre si se había solicitado al Comité 

Asesor que abordara la responsabilidad legal de las  personas 

jurídicas. Un miembro del Comité no recordó dicha s olicitud; 

declaró que el Comité había dado algún grado de con sideración 

al tema por iniciativa propia, pero que no había in cluido 
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ninguna propuesta en el anteproyecto de código. 

169. Si bien las Respuestas se refieren a las diver sas 

sanciones administrativas que puedan aplicarse a la s personas 

jurídicas en Chile, ninguna se relaciona directamen te con el 

cohecho internacional. Las disposiciones contemplan  normas muy 

generales que podrían, en ciertas circunstancias, a plicarse a 

los actos de corrupción cometidos por tipos específ icos de 

personas jurídicas. Por ejemplo, las organizaciones  sin fines 

de lucro que no cumplan su objeto social pueden ser  disueltas; 

los bancos y otras instituciones financieras culpab les de 

violaciones reglamentarias pueden ser objeto de mul tas, censura 

o amonestaciones; la disolución o multas pueden apl icarse en 

caso de violaciones a las normas antimonopolio. Est as 

disposiciones fueron revisadas en detalle en la Fas e 1 y fueron 

halladas insuficientes para cumplir con el Artículo  2. Las 

autoridades chilenas confirman que no se han produc ido cambios 

que pudieran modificar la conclusión a la que se ll egó en la 

Fase 1 respecto de estas disposiciones. En especial , ninguna de 

estas disposiciones generales se ha aplicado a un c aso de 

cohecho nacional o internacional. 

170. Durante la visita en terreno, algunos funciona rios de 

gobierno especularon sobre la posibilidad de que Ch ile 

intentara cumplir las disposiciones de la Convenció n referentes 

a las personas jurídicas mediante un régimen genera l de 

responsabilidad administrativa, en vez de la respon sabilidad 

penal que se contempla en la Fase 1. No obstante, l os 

funcionarios reconocieron que no se ha realizado es fuerzo 

alguno por elaborar propuestas concretas relativas al régimen 



REPÚBLICA DE CHILE 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

 
DOC. I-713/07 – P. 104 

 
- // - 

- // - 

de responsabilidad administrativa de las personas j urídicas por 

actos de cohecho. Los funcionarios reconocieron que  sería 

difícil elaborar dicho régimen por diversos motivos . Diferentes 

tipos de personas jurídicas están supeditadas a la 

fiscalización administrativa de distintos ministeri os. Los 

panelistas no pudieron identificar a ningún organis mo que 

pudiera ser competente para velar por el cumplimien to de un 

régimen de aplicación general de la responsabilidad  

administrativa en caso de cohecho internacional. 

171. El equipo de inspección observó con interés qu e si bien 

los funcionarios del Ministerio de Justicia conside raban que 

sería difícil lograr que las personas jurídicas res pondan ante 

la ley, representantes empresariales presentes en l a visita en 

terreno expresaron su apoyo a la introducción de di cha 

responsabilidad, si fuere necesario para dar cumpli miento a las 

obligaciones internacionales de Chile. El represent ante de una 

empresa señaló que esperaba que las organizaciones 

empresariales fomentaran el cumplimiento por parte de Chile de 

tales obligaciones, pues Chile dependía del comerci o mundial. 

172. A la fecha de la visita en terreno, el Ministe rio de 

Hacienda había adoptado hacía poco medidas respecto  de la 

introducción de la responsabilidad legal de las per sonas 

jurídicas en caso de lavado de dinero. 47 No obstante, el 

proyecto, en los términos vigentes a la fecha de la  visita en 

                     

47 Un informe Gafisud reciente (2006) sobre lavado de  dinero en 

Chile recomendó que Chile introdujera la responabil idad de las 

personas jurídicas en caso de lavado de dinero. 
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terreno, no se aplican al cohecho internacional. (V éase más 

adelante la sección relativa a lavado de dinero). 

173. Como se señalara anteriormente en la sección d e reforma 

del Código Penal, desde la visita en terreno el pro yecto de ley 

ha sido modificado. El Proyecto de Ley Revisado con tiene 

disposiciones sobre sanciones a las personas jurídi cas por 

cohecho internacional. Si bien se acoge con agrado la reciente 

atención prestada a las sanciones a las personas ju rídicas, las 

disposiciones del Proyecto de Ley Revisado parecen despertar 

numerosas  dudas. El equipo de inspección no ha ten ido la 

oportunidad de analizar el proyecto de ley con las autoridades 

chilenas u otros actores. 

174. Las dudas planteadas luego de una breve revisi ón del 

Proyecto de Ley incluyen las siguientes: a) se apli ca sólo a 

personas jurídicas privadas; 2) no crea una respons abilidad 

legal autónoma para las personas jurídicas pues i) en cada caso 

debe identificarse a una persona natural como imput ado; y ii) 

se requiere la condena de una persona natural para sancionar a 

la persona jurídica; 3) las sanciones están expresa mente 

concebidas para ser preventivas, sin que se exija q ue sean 

disuasivas o efectivas; y 4) las sanciones contra l a persona 

jurídica solo pueden imponerse en forma simultánea con las que 

se imponen a la persona natural. Además, las sancio nes a la 

persona jurídica podrían exigir que la persona natu ral hubiera 

usado la entidad jurídica para fines ilícitos. No r esulta claro 

si el Proyecto de Ley Revisado se aplicaría a un ca so normal de 

una sociedad que comete cohecho para obtener un con trato. 

175. El equipo de inspección acoge con agrado la at ención 
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prestada a la elaboración de leyes en materia de pe rsonas 

jurídicas. Sin embargo, considera que el tema de la  

responsabilidad legal de las personas jurídicas sig ue 

requiriendo atención permanente y que las autoridad es chilenas 

deberían revisar minuciosamente las exigencias de l a Convención 

al respecto. 

 Comentario: 

Los inspectores jefe están muy preocupados sobre el  

sostenido incumplimiento por parte de Chile de los 

Artículos 2 y 3 de la Convención respecto de la 

responsabilidad legal de las personas jurídicas por  actos 

de cohecho internacional. Los inspectores jefe hace n 

hincapié en que si bien Chile ratificó la Convenció n el 

2001, a la fecha de la visita en terreno de la Fase  2 el 

gobierno no ha adoptado medidas – sea antes o despu és del 

informe de la Fase 1 – para introducir la responsab ilidad 

legal de las personas jurídicas por actos de cohech o 

internacional. 

 Los inspectores acogen con agrado los esfuerzos, 

principalmente del Ministerio de Hacienda, por abor dar, en 

el período transcurrido desde la visita en terreno,  las 

sanciones aplicadas a personas jurídicas que cometa n actos 

de cohecho internacional; sin embargo, tienen seria s dudas 

sobre el enfoque propuesto. Los inspectores recomie ndan que 

Chile incremente los recientes esfuerzos desplegado s y, en 

forma prioritaria, introduzca la efectiva responsab ilidad 

legal de las personas jurídicas por actos de cohech o 

internacional de conformidad con la Convención. 
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5. Sanciones por cohecho internacional 

a) Sanciones penales 

i) Personas naturales 

176. La Convención exige que las Partes establezcan  

“sanciones penales efectivas, proporcionadas y disu asivas”. La 

Convención también exige que, respecto de una perso na natural, 

las sanciones penales incluyan la privación de libe rtad por un 

tiempo suficiente para permitir la asistencia judic ial mutua y 

la extradición. Adicionalmente, la Convención exige  que cada 

Parte adopte las medidas necesarias para garantizar  que la 

dádiva y el producto del cohecho de un funcionario público 

extranjero sean objeto de decomiso y confiscación o  que se 

apliquen sanciones monetarias de efecto comparable.  Finalmente, 

la Convención exige que cada Parte considere la imp osición de 

sanciones adicionales de índole civil o administrat iva. 

177. Respecto de las personas naturales, el nivel d e 

sanciones aplicables al cohecho internacional en Ch ile depende 

de si el sobornante i) ofrece la dádiva a un funcio nario 

público o ii) acepta la solicitud de dádiva. En cas o de que la 

ofrezca, la pena es de prisión por un período de 61  días a 3 

años, una multa de hasta el duplo de la ventaja ofr ecida y la 

posible inhabilitación para ejercer cargos públicos . En caso de 

que acepte la solicitud, la posible pena privativa se reduce a 

solo 61 a 540 días, mientras que las demás sancione s posibles 

permanecen inalteradas. 

178. Por norma general, las sanciones en Chile para  actos de 

cohecho son muy bajas. Las sanciones fueron analiza das 

concienzudamente en el informe de la Fase 1, §§ 41- 46, y en 
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dicho informe (en p. 30) se efectuaron los reparos del grupo y 

se hicieron las recomendaciones respectivas. No ha habido 

modificaciones legales desde el informe de la Fase 1. Los 

panelistas presentes en la visita en terreno confir maron que 

“no hay posibilidad alguna” de que un primerizo rec iba una 

sentencia privativa de libertad por cohecho interna cional en 

Chile debido a las sanciones establecidas para este  delito. 

179. Además, existen numerosas disposiciones que 

automáticamente reducen aún más las sanciones. Por ejemplo, las 

sanciones adquieren un carácter casi de minimis si se aplica la 

“media prescripción” del artículo 103 del CP. Esta disposición 

reduce significativamente las sanciones aplicables si el 

sobornante se entrega a las autoridades o es deteni do luego de 

haber transcurrido más de dos años y medio de haber  cometido el 

delito (i.e. luego de haber transcurrido la mitad d el período 

de prescripción). En tales casos, la condena privat iva de 

libertad máxima es de solo 1 a 60 días. 

180. La reforma de las sanciones está supeditada a los 

problemas que se señalaron con anterioridad y las 

modificaciones necesarias se pospusieron hasta que el proceso 

de reforma general del Código Penal concluya en una  fecha que 

aún no se ha fijado. 

 Comentario: 

Los inspectores jefe consideran que las sanciones p or 

cohecho internacional aplicadas en Chile no cumplen  las 

normas de la Convención. Recomiendan que las sancio nes se 

incrementen en forma sustancial, de forma de garant izar que 

las sanciones aplicables en todos los casos sean ef ectivas, 
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proporcionadas y disuasivas. El nivel de las sancio nes 

mínimas debería aumentarse con el objeto de garanti zar que 

el nivel de sanciones aplicables en un caso de cohe cho 

internacional no impida la extradición y la asisten cia 

judicial mutua. Asimismo, los inspectores considera n que 

Chile debería analizar si aumentar las sanciones vi gentes 

en casos de cohecho internacional para lograr sanci ones 

proporcionales a las aplicadas a los delitos económ icos. 

 Los inspectores jefe también recomiendan que las 

autoridades chilenas eliminen la reducción obligato ria de 

sanciones por cohecho internacional 1) en casos de 

solicitud de dádiva y 2) cuando la causa se abra lu ego de 

transcurrir más de la mitad del período de prescrip ción. 

Los inspectores jefe recomiendan, asimismo, que jun to con 

la modificación recomendada de la ley para garantiz ar su 

aplicación a las dádivas consistentes en ventajas n o 

pecuniarias, las autoridades chilenas modifiquen el  método 

de fijar las sanciones pecuniarias por dicho delito . 

 Los inspectores jefe están muy preocupados por la 

inactividad de Chile desde el informe de la Fase 1 y la 

falta de medidas destinadas a corregir los problema s 

vinculados a las sanciones, claramente identificado s en ese 

informe. Los inspectores recomiendan que Chile intr oduzca, 

en forma prioritaria, la legislación pertinente y q ue el 

Grupo de Trabajo aborde esta situación en una decla ración u 

otra medida. 

ii) Personas jurídicas 

181. La Convención exige medidas efectivas, proporc ionadas y 
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disuasivas contra las personas jurídicas que cometa n actos de 

cohecho internacional, incluidas sanciones monetari as. Como se 

describiera antes en la sección sobre responsabilid ad legal de 

las personas jurídicas, a la fecha de la visita en terreno 

Chile no había adoptado medida alguna desde la Fase  1 con miras 

a introducir la responsabilidad legal de personas j urídicas en 

cumplimiento de la  Convención. La ausencia de una efectiva 

responsabilidad legal impide la aplicación de sanci ones 

efectivas. 

182. El Proyecto de Ley Revisado estipula multas pa ra las 

personas jurídicas por montos que oscilan entre 200  y 1500 UTM 

[US$ 12.800 a US$96.000]. El equipo de inspección c onsidera que 

las multas propuestas son demasiado bajas para disu adir a 

empresas importantes de cometer actos de cohecho. 

 Comentario: 

Los inspectores jefe están muy preocupados sobre el  

sostenido incumplimiento de la Convención por parte  Chile 

en lo que respecta a las sanciones a personas juríd icas por 

cohecho internacional. Los inspectores recomiendan que 

Chile introduzca, con carácter prioritario, la legi slación 

pertinente y que el Grupo de Trabajo considere abor dar la 

situación en una declaración u otra medida. 

b) Confiscación y embargo preventivo 

183. Durante la investigación, el Ministerio Públic o o la 

víctima pueden solicitar al Juez de Garantía que ad opten las 

medidas precautorias señaladas en el Código de Proc edimiento 

Civil contra los activos del imputado. Los artículo s 290 y 298 

del Código de Procedimiento Civil enumeran las medi das 
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precautorias, calificadas de ordinarias o extraordi narias. Las 

medidas ordinarias incluyen el secuestro de la cosa  que es 

objeto de la demanda, la retención de bienes determ inados y la 

prohibición de celebrar actos o contratos sobre bie nes 

determinados. Las medidas extraordinarias son las s olicitadas 

por la persona que denuncia el delito y que no está n prescritas 

por ley, para cuyo otorgamiento el juez debe exigir  una fianza 

por los daños que se pudiere causar. El fin de esta s medidas 

precautorias es garantizar el eventual pago de mult as y costas 

legales que se pudieran imponer al querellado, lo q ue motiva al 

Ministerio Público a solicitarlas, o garantizar el pago de 

daños civiles, lo que autoriza a la víctima a solic itarlas. 

184. La jurisprudencia ha agregado el requisito de que la 

investigación debe formalizarse antes de adoptar la  medida 

precautoria de secuestro. Ello significa que el imp utado debe 

ser informado de la investigación antes de que pued a adoptarse 

una medida cualquiera. Las Respuestas (pregunta 7.1 ) indican 

que ello ha provocado dificultades en algunos casos  de delitos 

financieros y que un procedimiento más efectivo per mitiría que 

se solicitaran medidas precautorias sin conocimient o del 

imputado y antes de que él o ella tengan la oportun idad de 

enajenar sus activos. 

185. El comiso de los instrumentos o efectos del de lito se 

estipula en el artículo 348 del CPP. Chile ha indic ado que el 

comiso puede aplicarse a terceros. No obstante, las  autoridades 

chilenas han confirmado que, dada la ausencia de 

responsabilidad penal de las personas jurídicas en Chile, no 

puede dictarse ninguna medida de comiso contra una persona 
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jurídica. Las medidas solo se han aplicado contra e mpresas 

ficticias. 

 Comentario: 

Los inspectores jefe recomiendan que Chile adopte l as 

medidas necesarias para garantizar que, cuando proc eda, el 

comiso preventivo pueda obtenerse sin el conocimien to del 

imputado y antes de que él o ella puedan enajenar s us 

activos. También recomiendan que Chile adopte las m edidas 

necesarias para garantizar que, respecto del cohech o 

internacional, pueda dictarse orden de comiso contr a 

personas jurídicas cuando fuere procedente. 

c) Sanciones administrativas 

186. El Artículo 3 (4) de la Convención exige a las  Partes 

“considerar la imposición de sanciones civiles o 

administrativas  a la persona  sancionada por el co hecho de un 

funcionario público extranjero”, además de las sanc iones 

penales analizadas con anterioridad. El párrafo 24 del 

Comentario añade que “entre las sanciones civiles o  

administrativas ...que pudieren imponerse... se enc uentran: la 

inhabilitación para recibir beneficios o asistencia  pública; 

[y] la inhabilitación temporal o permanente para pa rticipar en 

el sistema de compras públicas...” 

187. No existen otras sanciones civiles o administr ativas 

para los sobornantes activos en Chile. No existe di sposición 

que excluya a los sobornantes de los créditos subsi diados a las 

exportaciones o los programas de ayuda para el desa rrollo. 

CORFO puede negar acceso a sus subsidios luego de r evisar los 

antecedentes legales y comerciales, pero el cohecho  no es parte 
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de la lista de factores revisados. PROCHILE tampoco  ha 

elaborado una política de sanciones. 48 PROCHILE ha indicado que 

no tiene las atribuciones para aplicar sanciones 

administrativas. No obstante, excluirá de sus progr amas de 

promoción de las exportaciones a las personas o emp resas 

chilenas que hayan sido condenadas por cohecho inte rnacional. 

Asimismo, tal como se indicara en la sección relati va a 

prevención, considerará incluir cláusulas contra el  cohecho en 

sus contratos con entidades privadas. 

188. Las leyes sobre compras públicas de Chile no c ontemplan 

políticas de sanciones administrativas en caso de c ohecho 

internacional. Quienes postulan a contratos público s no deben  

presentar una declaración de que no han cometido co hecho en el 

pasado, así como tampoco códigos de conducta o prog ramas 

éticos. No hay lista negra de empresas excluidas. L a Dirección 

de Compras y Contratación Pública (Chilecompra) man tiene un 

registro formal de proveedores, pero el cohecho no es causal de 

exclusión. Un representante de la Secretaría Genera l de 

Gobierno indicó que la ley sobre compras públicas t iene por 

                     

48 Asimismo, los organismos encargados de los proceso s de 

privatización en Chile no poseen ningún mecanismo q ue impida 

que personas condenadas o sospechosas de haber come tido cohecho 

participen en la privatización. Como se indicara co n 

anterioridad, los programas chilenos oficiales de a sistencia 

para el desarrollo no involucran a empresas chilena s como 

contratistas o subcontratistas, de modo que hay esc asas 

posibilidades de aplicar sanciones administrativas.  
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objeto promover la transparencia y no sancionar emp resas, pero 

observó que podría considerarse el tema de la exclu sión del 

registro. Un representante sindical del sector públ ico opinó 

que suprimir a las empresas que cometan cohecho ser ía justo, 

pues equivaldría a la sanción de posible revocación  de 

funcionarios públicos corruptos. 

189. Tras la visita en terreno, Chilecompra indicó que 

esperaba enviar al Ministerio de Hacienda propuesta s de 

modificaciones a un proyecto de ley que se encuentr a en el 

Congreso, el cual prohíbe celebrar contratos de com pras 

públicas con personas naturales o jurídicas condena das por 

cohecho internacional. El equipo de inspección acog e con agrado 

esta iniciativa que, de adoptarse, aumentaría 

significativamente las sanciones aplicables al cohe cho 

internacional en Chile. 

190. Asimismo, luego de la visita en terreno, CORFO  señaló 

que estaría dispuesta a aplicar sanciones por cohec ho 

internacional, siempre que se creara un sistema ofi cial de 

comunicación entre Estados en materia de condenas p or cohecho 

internacional, de modo que CORFO pudiera tener cono cimiento de 

tales condenas. Si bien el equipo de inspección rec onoce que 

dicho sistema internacional sería conveniente, inst an a CORFO a 

empezar por considerar las condenas en Chile y otra s condenas 

de las que llegaren a tomar conocimiento. Además, m edidas como 

exigir a los postulantes que informen las condenas recibidas 

ayudaría a que CORFO reciba la información necesari a. 

 Comentario: 

Los inspectores jefe recomiendan que Chile consider e la 
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imposición de otras sanciones administrativas a per sonas 

naturales y jurídicas objeto de sanciones penales p or 

cohecho a un funcionario público extranjero. Acogen  con 

agrado la reciente iniciativa de Chilecompra en est e 

aspecto e invitan a las autoridades de gobierno com petentes 

a realizar un seguimiento activo de la misma. 

6. Delito de lavado de dinero 

191. A la fecha de la revisión Fase 1 de Chile, efe ctuada en 

octubre de 2003, ni el cohecho nacional ni internac ional de un 

funcionario público era delito predicado del lavado  de dinero. 

Tipificado en 1995, el delito originalmente se apli có solo a 

los delitos relacionados con drogas. En diciembre d e 2003, la 

Ley No. 19.913 modificó diversas disposiciones en m ateria de 

lavado de dinero, agregó el cohecho activo de un fu ncionario 

público chileno o extranjero a la lista de delitos predicados y 

elaboró un sistema de prevención del lavado de dine ro (véase 

Sección B.8). 49 

a) Ámbito del delito de lavado de dinero 

192. El artículo 27 (sic) de la Ley 19.913 estipula  que las 

siguientes acciones constituyen lavado de dinero: 

a) El que de cualquier forma oculte o disimule el o rigen 

ilícito de determinados bienes, a sabiendas de que 

provienen, directa o indirectamente, de la perpetra ción 

de hechos constitutivos de alguno de los delitos 

                     

49 La Ley No. 19.913 derogó la Ley No. 19.366 de 1995  y ha sido 

modificada por la Ley No. 20.119 de 31 de agosto de  2006 en 

respuesta a los reparos del Tribunal Constitucional . 
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contemplados en la ley [...]; o bien, a sabiendas d e 

dicho origen, oculte o disimule estos bienes. 

b) El que adquiera, posea, tenga o use los referido s 

bienes, con ánimo de lucro, cuando al momento de 

recibirlos ha conocido su origen ilícito. 

193. Se atacan tres tipos de acciones: ocultar o di simular 

el origen ilícito de ciertos activos; ocultar o dis imular los 

activos mismos; y adquirir, poseer, tener o usar di chos 

activos. 

194. El artículo 27 se aplica al lavado de los efec tos de 

los delitos enumerados, pero no al lavado de los in strumentos, 

i.e. en casos de cohecho activo, a la dádiva. Un re presentante 

de la UAF indicó que una licitación pública obtenid a como 

resultado del cohecho podría ser considerada efecto  de cohecho 

activo y confiscada, y que la persona natural que o culte su 

origen ilegal podría ser sancionada por lavado de d inero. 

195. La Ley 19.913 expresamente cubre el lavado de activos 

cuyo origen sea un delito predicado cometido en el extranjero, 

siempre que el acto también sea punible en el país de 

perpetración. Según los fiscales chilenos, no se re quiere que 

el cohecho de un funcionario público extranjero con stituya 

delito en el país extranjero, sino simplemente que los actos 

puedan ser calificados como delito (por ejemplo, el  cohecho de 

funcionarios públicos nacionales, el tráfico de inf luencias, 

etc.). No se requiere de condena previa por el deli to predicado 

para sancionar el lavado de dinero. 

196. Como se señalara con anterioridad, el Proyecto  de Ley 

Revisado introduciría sanciones contra las personas  jurídicas 
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por lavado de dinero. 

b) Persecución del delito de lavado de dinero 

197. Chile ha creado unidades especializadas para i nvestigar 

y perseguir el lavado de dinero. La Policía de Inve stigaciones 

de Chile posee una brigada especializada en lavado de dinero y 

delitos relacionados con las drogas y el Ministerio  Público ha 

creado una Unidad Especializada en Lavado de Dinero , Delitos 

Económicos y Crimen Organizado (ULDDECO). 

198. En la investigación del delito de lavado de di nero se 

pueden emplear facultades especiales de investigaci ón avanzada, 

indicadas en los artículos 31 a 33bis de la ley, in cluidos 

agentes encubiertos y un plazo mayor en que la inve stigación 

puede llevarse en secreto. 

199. El lavado de dinero basado en delitos no vincu lados a las 

drogas aún es reciente y, hasta la fecha, las inves tigaciones 

no llegan a cien. No se ha obtenido condena alguna desde la 

entrada en vigencia de la Ley No. 19.913. 

c) Sanciones por el delito de lavado de dinero 

200. El artículo 27 (sic) estipula las sanciones pe nales por 

lavado de dinero: prisión de entre 5 años y un día y 15 años y 

una multa de 200 a 1000 UTM (US$12.800 a 64.000). L a pena se ve 

reducida en casos de “lavado por negligencia inexcu sable” o 

cooperación con las autoridades. No existen sancion es 

administrativas adicionales por lavado de dinero. 

201.  El comiso es aplicable al instrumento y los e fectos del 

lavado de dinero, incluso contra terceros que hubie ran actuado 

de buena fe. Hasta la fecha, no se ha dictado ningu na orden de 

confiscación en ningún caso de lavado de dinero, a diferencia 
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del decomiso, el cual se ha decretado incluso contr a personas 

jurídicas consideradas ficticias, dado que se consi deró que 

existían únicamente para cometer delitos de lavado de dinero. 

 Comentario: 

Los inspectores jefe acogieron con agrado la inclus ión del 

cohecho internacional como delito predicado del lav ado de 

dinero. Dada la relativamente reciente fecha de ado pción de 

este cambio y la ausencia de casos de lavado de din ero 

vinculados al cohecho, los inspectores no estaban e n 

condiciones de evaluar en forma concluyente la 

implementación del delito en la práctica y recomien dan que 

el Grupo de Trabajo haga un seguimiento de este del ito. 

 Asimismo, los inspectores jefe acogen con agrado l os 

recientes esfuerzos desplegados con el fin de intro ducir la 

responsabilidad legal de las personas jurídicas por  el 

delito de lavado de dinero en el Proyecto de Ley Re visado, 

y recomiendan que el Grupo de Trabajo haga un segui miento 

de su avance legislativo y revise la ley una vez qu e ésta 

se adopte.   

7. Ilícitos tributarios relacionados con el cohecho  

internacional. 

202. En el artículo 8, la Convención contiene oblig aciones 

explícitas sobre normas de contabilidad y sanciones  a los 

ilícitos contables relacionados con el cohecho inte rnacional. 

La Recomendación Revisada proporciona más normas al  respecto. 

El Artículo 8 2) de la Convención exige que “cada P arte 

establezca penas civiles, administrativas o penales  efectivas, 

proporcionadas y disuasivas por [las omisiones y 
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falsificaciones contables mencionadas en el Artícul o 8 (1)] 

respecto de los libros, registros, cuentas y estado s 

financieros de tales sociedades”. Estas disposicion es 

obligatorias en la Convención reflejan 1) el recono cimiento de 

que, debido a la necesidad de esconder los pagos en  cuestión, 

en muchos casos el cohecho internacional se acompañ a de 

ilícitos contables; y 2) la importancia de velar po r el 

cumplimiento de las normas contables para combatir el cohecho 

internacional. 

a) Requisitos y normas de contabilidad y auditoría 

203. Conforme a la Ley de Sociedades Anónimas, las 

sociedades pueden ser 1) abiertas o 2) cerradas. En  cada caso, 

se aplican distintas obligaciones de información fi nanciera y 

auditoría. Para ser considerada sociedad anónima ab ierta, una 

sociedad debe tener 500 o más accionistas y al meno s 10% del 

capital suscrito debe pertenecer a un mínimo de 100  

accionistas. Las sociedades anónimas son, por ley, reguladas 

por la SVS. Las sociedades anónimas cerradas pueden  registrarse 

voluntariamente ante la SVS y ser fiscalizadas por ella. Más de 

200 de estas sociedades anónimas cerradas han optad o por 

hacerlo y, en la actualidad, están inscritas en el Registro de 

Valores de la SVS. En este informe, el término “soc iedades 

registradas” significa (i) sociedades anónimas abie rtas y ii) 

sociedades anónimas cerradas que han optado por som eterse a las 

normas de las SVS (i.e. sociedades que se encuentra n inscritas 

en el Registro de Valores de la SVS). Los bancos, f ondos de 

pensiones, compañías de seguros y otras institucion es 

financieras están supeditadas a normas de informaci ón 
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financiera individuales. Algunas grandes empresas c on 

importantes vínculos internacionales, incluidas emp resas del 

sector minero y agrícola, no están registradas y no  están 

supeditadas a fiscalización financiera. 

204. Respecto de los requisitos sobre libros y regi stros en 

relación con el cohecho, existen diversas disposici ones legales 

en la materia, pero son bastante generales. La Ley de 

Sociedades exige que todas las sociedades elaboren estados 

financieros anuales conforme a los principios conta bles 

generalmente aceptados (GAAP) en Chile. Además, el artículo 25 

del Código de Comercio exige que cualquier comercia nte, sea 

persona natural o jurídica, debe llevar un libro di ario, un 

libro mayor, un libro de balances y un libro copiad or de cartas 

para efectos contables. El artículo 27 estipula que  el libro 

diario deberá indicar, diariamente y en orden crono lógico, las 

operaciones mercantiles que ejecute el comerciante,  expresando 

detalladamente el carácter y circunstancias de cada  una de 

ellas. Los inspectores están preocupados porque est as 

disposiciones generales no cumplen a cabalidad las exigencias 

del Artículo 8 de la Convención. Los inspectores ob servan que 

las autoridades chilenas citan además numerosas dis posiciones 

del Código Tributario respecto de la prohibición de  cuentas 

extracontables e ilícitos conexos. (Véase informe F ase 1, en 

20-21). 

205. El Colegio de Contadores de Chile celebró un a cuerdo 

con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) par a adoptar 

las Normas de Información Financiera Internacional (IFRS) 

emitidas por “International Accounting Standards Bo ard” (IASB). 
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El Colegio adoptará las IFRS hacia enero de 2009. E stá dedicado 

a un intensivo y minucioso proceso de traducción de  las IFRS y 

pretende adoptarlas sin modificaciones. Sin embargo , parece que 

el ámbito de aplicación de las nuevas normas será m uy 

restringido. Los panelistas presentes en la visita en terreno 

señalaron que la SVS ha optado por dar carácter obl igatorio a 

las IFRS solo para un reducido número (aproximadame nte 120) de 

sociedades específicas, de las alrededor de 4000 so ciedades 

bajo su fiscalización. Como expresara un panelista,  un 

resultado anómalo es que no se haya exigido emplear  las IFRS a 

la empresa más grande de Chile. Además, no se ha pl anificado 

usar la versión simplificada de las IFRS que IASB e stá 

elaborando para las PYMES. 

206. Luego de la visita en terreno, la SVS indicó q ue 

considera que todas las empresas que supervisa debe rían adoptar 

las normas contables internacionales. Dichas normas  se 

aplicarán, en primer lugar, a las principales empre sas 

evaluadas, pero, en un plazo de dos años, su uso se  hará 

extensivo a otras sociedades registradas, así como a las demás 

entidades del mercado financiero que regula (interm ediarios, 

comités administradores de fondos, compañías de seg uros, etc.). 

207. Los Boletines Técnicos de la SVS exigen que la s 

sociedades registradas informen los pasivos conting entes 

materiales. 50 Sin embargo, al parecer la disposición tendría un 

escaso efecto práctico en la actualidad respecto de l combate 

                     

50 Boletines Técnicos de la SVS No. 1 a 6 (Circular N o. 1501 de 

la SVS). 
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contra el cohecho internacional, dada la ausencia d e 

responsabilidad legal de las personas jurídicas en caso de 

cohecho. 

208. Las sociedades registradas deben ser auditadas  

anualmente. El artículo 56 del Reglamento de Socied ades 

Anónimas o RSA) exige que los auditores apliquen la s normas de 

auditoría generalmente aceptadas (GAAS) y, específi camente 

respecto de las sociedades anónimas abiertas, sigan  cualquier 

instrucción emitida por la SVS en materia de audito ría. Las 

sociedades no registradas no están obligadas a some terse a una 

auditoría. Sus cuentas son verificadas únicamente p or un 

inspector de cuentas nombrado por la sociedad. 

209. Las normas actualmente vigentes para la titula ción y 

acreditación de contadores y auditores son laxas, p ero están 

siendo sometidas a una acuciosa revisión. El inform e del 

Colegio de Contadores de Chile para el año 2005, pr esentado 

ante la Federación Internacional de Contadores (IFA C), señala 

que “no existe ningún requisito mínimo sobre el con tenido del 

programa de estudios conducente al título de contad or. Cada una 

de las 44 universidades de la nación que otorgan el  título es 

responsable de su propio programa de estudios. Hay muy poca 

coordinación entre las universidades y/o con el Col egio. Existe 

un proceso voluntario de acreditación universitaria , validado 

por el Colegio; pero, en esta etapa, muy pocos prog ramas 

universitarios han aceptado que se les certifique.” 51 No hay 

                     

51 Véase http://www.ifac.org/ComplianceAssessment/pub lished_ 

survey.php?MBID=CHIL1 
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requisitos sobre exámenes profesionales ni práctica s para 

titularse de contador profesional en Chile. 

210.  En cuanto a los auditores, la SVS lleva un re gistro 

público de contadores autorizados para realizar aud itorías 

legales de sociedades registradas. Según el informe  de la IFAC, 

los requisitos de la SVS para inscribir auditores, sean 

personas naturales o jurídicas, son en esencia 1) u n grado 

universitario en contabilidad y auditoría o en inge niería 

comercial y 2) dependiendo del tipo de auditoría, t res o cinco 

años de experiencia en la materia. La SVS no adopta  medidas 

proactivas para revisar los títulos de las personas  

registradas, salvo solicitar que se envíe un formul ario con 

información anual. La SVS tiene las atribuciones pa ra suspender 

o eliminar personas naturales o jurídicas de su reg istro. No 

obstante, dada la ausencia de normas respecto de lo s programas 

universitarios y el acceso a la profesión, parece h aber pocas 

garantías de la calidad de las auditorías inherente s a este 

sistema. Los inspectores de cuenta (usados en socie dades no 

registradas) están supeditados a normas más laxas q ue los 

auditores. Solo se les exige “ser personas adultas que no hayan 

sido condenadas por algún delito”. 

211. Los inspectores manifestaron su agrado por la labor que 

se realiza en materia de calificación y acreditació n de 

auditores. Los panelistas presentes en la visita en  terreno 

indicaron que el Colegio de Contadores de Chile est aba 

trabajando en conjunto con IADB para mejorar la cal idad de las 

auditorías y eleborar un proceso de certificación q ue sea 

refrendado por exámenes. Observaron que es un proye cto 
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prioritario que se espera esté en funcionamiento a fines del 

2007. Otro proyecto de ley que se encuentra en estu dio podría 

mejorar las normas de independencia de los auditore s. En la 

actualidad, los auditores se consideran independien tes si 

poseen hasta un 3% del capital de las sociedades qu e auditan, 

norma que no cumple las prácticas adecuadas interna cionales. 

Los inspectores de cuentas pueden poseer hasta el 1 00% de la 

sociedad. No existen requisitos de ningún tipo acer ca de la 

rotación de auditores. 

212. Respecto de los controles internos, la SVS exi ge a los 

auditores externos de las compañías de seguros que emitan una 

opinión respecto de la calidad de los controles int ernos. Los 

fondos de pensiones y las administradoras de fondos  de 

pensiones tienen obligaciones similares. No obstant e, estos 

requisitos no se aplican a otras sociedades registr adas o no. 

Ciertas sociedades anónimas abiertas deben tener co mités de 

directores conforme a la Ley de Sociedades. Se supo ne que los 

comités fiscalizan diversos temas, incluidos la inf ormación 

financiera y la relación con el auditor. No obstant e, el 

informe de IFAC (§ 68) señala que “en la actualidad , la gran 

mayoría de estos comités no fiscaliza el ambiente d e control 

interno de su sociedad, su proceso de auditoría y l a 

divulgación de información interna, principalmente debido a la 

falta de recursos para hacerlo con la profundidad q ue se 

requiere. En dicha calidad, no pueden ser considera dos como 

equivalentes a los comités de auditoría”. Interroga dos durante 

la visita en terreno respecto de este informe, un f uncionario 

de la SVS reconoció que la SVS no ha adoptado medid as para 
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perfeccionar los comités de directores desde el inf orme IFAC. 

213. Luego de la visita en terreno, la SVS indicó q ue el 

artículo 50 bis, párrafos 9 y siguientes, de la Ley  de 

Sociedades Anónimas estipula que 1) las juntas extr aordinarias 

(sic) de accionistas determinarán un presupuesto de  gastos de 

funcionamiento del comité de directores y sus aseso res; y 2) 

que los miembros del comité de directores responder án 

solidiariamente de los perjuicios que causen a los accionistas 

y a la sociedad. Por lo tanto, la SVS considera que  la ley 

otorga todas las herramientas necesarias para permi tir que los 

comités de directores cumplan las funciones estable cidas por 

ley. En este contexto, la SVS, en su calidad de fis calizadora, 

está dispuesta a aplicar sanciones a los directores  que no 

cumplan sus deberes. La SVS considera que la supues ta falta de 

recursos no puede ser aceptada como excusa de negli gencia, a 

menos que los directores demuestren que han adoptad o las 

medidas necesarias para exigir a la junta de accion istas que 

provea los fondos que correspondan. 

214. Chile posee un gran número de empresas estatal es, 

incluida Codelco, la más grande de Chile. Chile ind ica que 

estas sociedades están supeditadas a normas contabl es similares 

que las que se aplican a las empresas privadas y a los 

requisitos de auditoría externa. 

b) Persecución del delito y sanciones 

215.  Los fiscales señalaron que el artículo 197 de l Código 

Penal – la principal disposición del CP aplicable a  la falsa 

contabilidad – es difícil de probar pues requiere q ue se 
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demuestre la existencia de perjuicios a terceros. 52 Ello 

contrasta con la falsificación de “documentos públi cos”, que no 

requiere de tales daños. Los fiscales señalaron que  consideran 

los aspectos contables principalmente como una “her ramienta de 

investigación”, más que como una posibilidad de for mular 

cargos, y que los ilícitos contables solo son punib les si se 

vinculan con otro delito. 

216. La Ley de Mercados de Valores (Ley No. 18.045)  se aplica 

solo a las sociedades registradas, pero contiene un a importante 

disposición que podría aplicarse a los ilícitos con tables. 53 El 

                     

52 El Art. 197, en la parte pertinente, estipula lo s iguiente: 

“El que, con perjuicio de tercero, cometiere en ins trumento 

privado alguna de las falsedades designadas en el a rtículo 193  

[faltando a la verdad en la narración de hechos sus tanciales, 

haciendo en documento verdadero cualquiera alteraci ón o 

intercalación que varíe su sentido u ocultando en p erjuicio del 

Estado o de un particular cualquier documento ofici al]  sufrirá 

las penas de presidio menor en cualquiera de sus gr ados” y, en 

algunos casos, multa de once a quince unidades trib utarias 

mensuales. El artículo 198 estipula: “El que malici osamente 

hiciere uso de los instrumentos falsos a que se ref iere el 

artículo anterior, será castigado como si fuera aut or de la 

falsedad.” 

53 Conforme al artículo 59 de la Ley, “Sufrirán las p enas de 

presidio menor en su grado medio a presidio mayor e n su grado 

mínimo (541 días a 10 años): i)Los que maliciosamen te 

proporcionaren antecedentes falsos o certificaren h echos falsos 
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Artículo 59 a) de la ley sanciona con pena de prisi ón a los que 

maliciosamente proporcionaren antecedentes falsos o  

certificaren hechos falsos ante la SVS, una bolsa d e valores o 

el público en general. En un reciente escándalo de fraude 

(Inverlink), se imputaron cargos en virtud del artí culo 59 (a) 

contra ex directores y altos ejecutivos de las empr esas 

Inverlink fiscalizadas por la SVS, así como a un co ntador. La 

SVS reconoció que no había cargos por violar las di sposiciones 

de fraude contable conforme al CP, pero señaló que los ilícitos 

contables constituían la base para cargos más grave s, como el 

fraude de valores. 

217. El artículo 133 de la Ley de Sociedades Anónim as es una 

disposición general que cubre las violaciones de la  ley, 

reglamentos o normas de la SVS. No obstante, como s e señalara 

con anterioridad, las exigencias en cuanto a libros  y registros 

parecen ser muy generales. Además, se exige comprob ar daños a 

terceros. La Ley No. 3538 (1980) incluye otra dispo sición 

general que permite a la SVS imponer penas administ rativas a 

                                                                 

a la Superintendencia, a una bolsa de valores o al público en 

general, para los efectos de lo dispuesto en esta l ey; o ii) 

Los contadores y auditores que dictaminen falsament e sobre la 

situación  financiera de una persona sujeta a oblig ación de 

registro de conformidad a esta ley. Conforme al art ículo 60 j), 

el que deliberadamente elimine u oculte registros, documentos, 

soportes tecnológicos o antecedentes de cualquier n aturaleza, 

de un corredor sufrirá la pena de presidio menor en  cualquiera 

de sus grados (61 días a 5 años). 
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las sociedades registradas, así como a sus director es, 

gerentes, empleados, etc. que violen las leyes, reg lamentos, 

estatutos y otras normas que las rijan, o que no cu mplan con 

las directrices de la SVS. Además de ser muy genera l, se aplica 

solo a sociedades registradas. 

218.  Los fiscales indican que la persecución de de litos 

tributarios es la única área en que se consideran l os ilícitos 

contables en la mayor parte de las sociedades. Un g ran número 

de disposiciones del Código Tributario puede ser ap licado. 

(Véase Informe Fase 1, § 91). No obstante, los insp ectores 

dudaron de si tales disposiciones sancionarían el f raude 

contable si no existiere un incumplimiento de pago de 

impuestos. Los fiscales indicaron que el CPP contie ne normas 

especiales para los delitos tributarios, los cuales  deben ser 

objeto de una demanda del SII. 

219.  Respecto de los auditores, el Colegio de Cont adores de 

Chile indicó que tenía una activa política de fisca lización de 

las normas éticas. 

 Comentario: 

Los inspectores jefe reconocen los importantes esfu erzos 

desplegados por los contadores y auditores chilenos  por 

establecer normas rigurosas de contabilidad y audit oría y 

por acatar, en general, las normas internacionales 

pertinentes  en materia de contabilidad y auditoría . Los 

inspectores acogen con agrado la activa labor del C olegio 

en su proyecto de IFRS. No obstante, expresan su 

preocupación sobre el restringido alcance del proye cto e 

instan a las autoridades chilenas a hacer extensiva  las 
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IFRS a todas las sociedades registradas y a conside rar la 

adopción de las normas internacionales de contabili dad 

simplificadas para PYMES que actualmente están en p roceso 

de elaboración. A este respecto, los inspectores ac ogen con 

agrado la intención anunciada por la SVS de hacer e xtensivo 

el uso de las IFRS a todas las sociedades registrad as en un 

período determinado. 

 Vista la naturaleza general de las disposiciones s obre 

normas contables de la Ley de Sociedades Anónimas, los 

inspectores recomiendan que el Grupo de Trabajo rea lice un 

seguimiento a la aplicación práctica del Artículo 8 .1 de la 

Convención. 

 Los inspectores instan a las autoridades chilenas a 

acelerar sus esfuerzos por mejorar las normas de ca lidad, 

certificación e independencia de los auditores. 

 Asimismo, los inspectores están preocupados por la  

escasa fiscalización de las obligaciones contables y de 

auditoría en el ámbito del cohecho y el restringido  número 

de medidas para velar por su cumplimiento. Especial mente en 

vista de los casos de cohecho nacional existentes, las 

autoridades chilenas y los organismos gremiales deb erían 

perseguir más efectivamente los delitos contables y  de 

auditoría en casos de cohecho y elaborar jurisprude ncia y 

normas al respecto. Los inspectores también recomie ndan 

realizar un seguimiento de la aplicación práctica d el 

Artículo 8.2 de la Convención en materia de sancion es 

aplicables. 

D. RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO Y SEGUIMIENTO 
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220.  El Grupo de Trabajo está profundamente preocu pado de que a 

la fecha de visita en terreno de la Fase 2, realiza da en marzo 

de 2007, Chile no hubiera adoptado ninguna medida p ara aplicar 

las recomendaciones hechas por el Grupo de Trabajo en la Fase 1 

en materia de responsabilidad legal de la personas jurídicas, 

sanciones, jurisdicción, secreto bancario o el deli to de 

cohecho internacional. Si bien el Grupo de Trabajo observa que 

Chile ha realizado esfuerzos por implementar la Con vención, 

recomienda, como se indica más adelante, que Chile adopte a la 

brevedad medidas para lograr el pleno cumplimiento de los 

Artículos 1, 2, 3, 4 y 9 de la Convención. 

221.  Como se analizara en el cuerpo de este inform e, el Grupo 

de Trabajo considera que el propósito expresado por  Chile en el 

informe de la Fase 1 de subsanar varios de los prob lemas de 

incumplimiento de la Convención como parte del proc eso general 

de reforma del Código Penal no se ha cumplido. El G rupo de 

Trabajo observa la naturaleza aún muy preliminar de l proyecto 

de reforma del Código Penal y su incierto calendari o y 

resultado. 

222.  En este contexto, el Grupo de Trabajo observa  con interés 

los esfuerzos realizados por Chile desde la visita en terreno 

realizada en marzo de 2007 por redactar leyes sobre  las 

sanciones aplicables a las personas jurídicas por c ohecho 

internacional, fuera del contexto de la reforma del  Código 

Penal. Insta a Chile a adoptar con urgencia leyes q ue estipulen 

la responsabilidad legal y sanciones a las personas  jurídicas 

que cumplan a cabalidad con la Convención. Respecto  del delito 

de cohecho internacional, las sanciones en general y 
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jurisdicción, el Grupo de Trabajo también observa q ue la labor 

preliminar del Grupo Nacional de Expertos contra la  Corrupción 

(GNECC) con miras a elaborar proyectos de leyes emp ezó luego de 

la visita en terreno. El Grupo de Trabajo insta a a doptar 

prontamente leyes en estas materias, así como en el  ámbito del 

secreto bancario. 

223.  Considerando la gravedad de la situación que ha observado 

en Chile, el Grupo de Trabajo efectuará una revisió n 

excepcional de la legislación chilena (Fase 1bis) e n un año 

más, junto con el seguimiento oral de Chile. Esta r evisión se 

centrará en la implementación de Chile de los Artíc ulos 1, 2, 

3, 4 y 9 de la Convención y las iniciativas despleg adas por 

Chile para responder a las recomendaciones que se p resentan más 

adelante. El Grupo también decidirá si realizar una  evaluación 

en terreno complementaria (Fase 2bis) de Chile, bas ándose en 

los informes que proporcionarán las autoridades chi lenas en el 

contexto de la labor de monitoreo del Grupo. 

224.  En vista de las conclusiones sobre la impleme ntación que 

Chile haga de la Convención y la Recomendación Revi sada, el 

Grupo de Trabajo también i) formula las siguientes 

recomendaciones a Chile conforme a la parte I; y ii ) realizará 

un seguimiento de los temas incluidos en la parte I I cuando 

haya suficiente experiencia práctica. 

--------------------------------------------------- ------------ 

Parte I. Recomendaciones 

Recomendaciones para garantizar una efectiva preven ción y 

detección del cohecho de funcionarios públicos extr anjeros 

225. Respecto de las actividades de sensibilización  y 
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prevención  destinadas a promover la implementación de la 

Convención y la Recomendación Revisada, el Grupo de  Trabajo 

recomienda a Chile: 

a) adoptar medidas adicionales, incluida una mayor 

capacitación, para aumentar el conocimiento del del ito de 

cohecho internacional en la administración pública y entre 

los organismos que interactúan con las empresas chi lenas 

en los mercados extranjeros, incluida la promoción 

comercial, créditos a las exportaciones y agencias de 

ayuda para el desarrollo (Recomendación Revisada, p árrafo 

I); 

b) apoyar las iniciativas del sector privado, tales  como 

seminarios, conferencias y asistencia técnica orien tados 

al sector empresarial en materia de cohecho interna cional 

y, en cooperación con organizaciones empresariales y otras 

entidades competentes, asistir a las empresas en su  labor 

preventiva (Recomendación Revisada, Párrafo I);  

(c) trabajar en conjunto con contadores, auditores y abogados 

para aumentar el conocimiento del delito de cohecho  

internacional y su calidad de delito predicado del lavado 

de dinero e instar a dichos profesionales a desarro llar 

cursos específicos de capacitación en cohecho 

internacional, en el marco de sus sistemas educació n y 

capacitación profesional (Recomendación Revisada, P árrafo 

I); 

(d) exigir a CORFO que adopte políticas contra el c ohecho en 

lo que respecta a las operaciones de crédito a las 

exportaciones y considerar la posibilidad de adheri r a la 
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Recomendación de 2006 del Consejo de la OCDE sobre Cohecho 

y Créditos Subsidiados a las Exportaciones (Recomen dación 

Revisada, Párrafo I); 

(e) considerar la posibilidad de mantener y/o 

institucionalizar al GNECC como órgano de fiscaliza ción y 

coordinación de la efectiva implementación del deli to de 

cohecho internacional en Chile, incluidas actividad es de 

sensibilización en el sector público y privado 

(Recomendación Revisada, Párrafo I); 

226. Respecto de la detección y denuncia  del delito de cohecho 

de funcionarios públicos extranjeros y delitos cone xos ante las 

autoridades competentes, el Grupo de Trabajo recomi enda a 

Chile: 

(a) modificar el oficio enviado al personal del Min isterio de 

Relaciones Exteriores (MRE) en materia de cohecho 

internacional con el objeto de reflejar de mejor mo do la 

naturaleza del delito de cohecho internacional y la  

obligación de denuncia correspondiente, y enviarla a todo 

el personal del MRE, incluido el personal de PROCHI LE 

(Recomendación Revisada, Párrafo I); 

(b) adoptar medidas para facilitar la denuncia de s ospechas de 

cohecho internacional a los fiscales, incluso mejor ando el 

cumplimiento de la obligación general de los funcio narios 

públicos de denunciar sospechas de acciones crimina les 

directamente a las autoridades policiales y judicia les 

conforme al artículo 175 del CPP y el artículo 55 d e la 

Ley 18.834; y fomentar y promover la protección de los 

empleados del sector público y privado que, de buen a fe, 
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denuncien sospechas de cohecho internacional, de mo do de 

alentarlos a denunciar tales sospechas sin miedo a 

represalia alguna (Recomendación Revisada, Párrafo I); 

(c) introducir la obligación de denunciar el lavado  de dinero 

ante las entidades no financieras pertinentes, incl uidos 

abogados, contadores y auditores (Convención, Artíc ulo 7; 

Recomendación Revisada, Párrafo I); 

(d) exigir a los auditores denunciar cualquier sosp echa de 

cohecho por parte de un empleado o agente de la soc iedad 

ante la gerencia, y, cuando proceda, ante órganos s ociales 

de fiscalización, y adoptar las medidas necesarias para 

mejorar la efectividad de la obligación de los audi tores 

de presentar las denuncias ante las autoridades pol iciales 

y judiciales señaladas en el artículo 59 del Reglam ento de 

Sociedades Anónimas (RSA) (Recomendación Revisada, Párrafo 

V.B.). 

Recomendaciones para garantizar una efectiva invest igación y 

persecución del delito de cohecho de funcionarios p úblicos 

extranjeros y delitos conexos. 

227. Respecto de la investigación y persecución  del delito de 

cohecho internacional y delitos conexos, el Grupo d e Trabajo 

recomienda a Chile: 

(a) aclarar, en un instructivo u otro instrumento a decuado, 

las normas que rigen la investigación y persecución  del 

delito de cohecho internacional y, en especial, tod a 

posible excepción a la norma general de persecución  

obligatoria (Convención, Artículo 5; Recomendación 

Revisada, Párrafo 1); 
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(b) compatibilizar las normas de levantamiento del secreto 

bancario en casos de cohecho internacional con las normas 

aplicables en casos de cohecho nacional e investiga ciones 

de lavado de dinero por parte de la Unidad de Intel igencia 

Financiera (UAF); y adoptar las medidas necesarias para 

garantizar que las instituciones financieras provea n 

prontamente la información financiera requerida en los 

casos que correspondan (Convención, Artículos 5 y 9  (3); 

Recomendación Revisada, Párrafo 1); 

(c) adoptar todas las medidas necesarias para garan tizar que 

Chile no se deniegue la prestación de asistencia ju dicial 

mutua (AJM) en casos de cohecho internacional invoc ando el 

secreto bancario; y que la AJM pueda proporcionarse  en 

causas penales y no penales de cohecho internaciona l que 

involucre a personas jurídicas (Convención, artícul os 2 y 

9); 

(d) considerar la posibilidad de uniformar el trata miento dado 

al delito de cohecho internacional con el dado al l avado 

de dinero, en lo que respecta a las herramientas de  

investigación con que pueden contar los fiscales en  los 

casos pertinentes (Convención, Artículo 5; Recomend ación 

Revisada, Párrafo 1); 

(e) adoptar a la brevedad todas las medidas necesar ias para 

garantizar que la jurisdicción territorial se haga 

extensiva a todos los delitos de cohecho internacio nal 

cometidos, en forma total o parcial, en territorio 

chileno, y adoptar la jurisdicción por nacionalidad  en 

casos de cohecho internacional, con el objeto de 



REPÚBLICA DE CHILE 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

 
DOC. I-713/07 – P. 136 

 
- // - 

- // - 

fortalecer la persecución del delito (Convención, A rtículo 

4 (1), (2) y (4)); 

(f) adoptar medidas para garantizar que la prescrip ción 

general en casos de cohecho internacional sea sufic iente 

para la adecuada investigación y persecución del de lito, 

incluso prorrogando por el tiempo que fuere necesar io el 

plazo de dos años de investigación formal (Convenci ón, 

Artículos 5 y 6; Recomendación Revisada, Párrafo 1) . 

228. Respecto del delito de cohecho internacional , el Grupo de 

Trabajo recomienda a Chile: 

(a) modificar la ley con miras a garantizar que (a)  el delito 

de cohecho internacional pueda aplicarse a las dádi vas 

consistentes en ventajas no pecuniarias; y (ii) se elimine 

la vaguedad referente al requisito de que la ventaj a 

otorgada por el sobornante sea “indebida” (Convenci ón, 

Artículo 1); 

(b) adoptar todas las medidas necesarias para garan tizar que 

i) el delito de cohecho internacional pueda aplicar se al 

otorgamiento de una dádiva; y ii) el concepto de “e mpresa 

de servicio público” incluido en la definición de 

“funcionario público extranjero” sea compatible con  la 

definición de “empresa pública” dada en la Convenci ón 

(Convención, Artículo 1). 

229. Respecto de la responsabilidad legal de las pe rsonas 

jurídicas en caso de cohecho internacional , el Grupo de 

Trabajo recomienda que Chile modifique la ley para 

garantizar que todas las personas jurídicas puedan 

responder legalmente por el cohecho de funcionarios  
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públicos extranjeros conforme a la Convención (Conv ención, 

Artículo 2). 

230. Respecto de las sanciones por cohecho internac ional , el 

Grupo de Trabajo recomienda a Chile: 

(a) incrementar sustancialmente las sanciones penal es 

aplicables al cohecho internacional, de modo de i) 

establecer sanciones efectivas, proporcionadas y 

disuasivas, incluso en casos en que la dádiva sea 

solicitada por el funcionario público extranjero; y  ii) 

garantizar que no se deniegue la asistencia judicia l mutua 

efectiva y la extradición debido al nivel de las sa nciones 

aplicables a cualquier caso de cohecho internaciona l 

(Convención, Artículo 3 (1)); 

(b) eliminar las reducciones obligatorias de sancio nes 

aplicadas al cohecho internacional i) en casos de q ue el 

funcionario público extranjero solicitara la dádiva ; y ii) 

en caso de que la causa se iniciare habiendo transc urrido 

más de la mitad del período de prescripción (Conven ción, 

Artículo 3 (1)); 

(c) junto con la modificación recomendada de la ley , 

garantizar su aplicación a las dádivas consistentes  en 

ventajas no pecuniarias y modificar en consecuencia  el 

método empleado para fijar las sanciones pecuniaria s por 

cohecho internacional (Convención, Artículo 3); 

(d) modificar la ley con el objeto de estipular que  las 

personas jurídicas recibirán sanciones efectivas, 

proporcionadas y disuasivas por el delito de cohech o 

internacional, incluidas multas o sanciones pecunia rias, y 
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confiscación (Convención, Artículos 2, 3); 

(e) adoptar todas las medidas necesarias para garan tizar que, 

cuando proceda, el decomiso pueda obtenerse inicial mente 

sin el conocimiento previo del sospechoso (Convenci ón, 

Artículo 3(3)); 

(f) considerar la imposición de sanciones administr ativas 

adicionales a las personas naturales y jurídicas a las que 

se hubiere aplicado sanciones penales por el cohech o de 

funcionarios públicos oficiales (Convención, Artícu lo 

3(4)). 

231. Respecto de los delitos y obligaciones conexas  en materia 

de contabilidad y auditoría , el Grupo de Trabajo insta a 

las autoridades chilenas a hacer extensiva las norm as de 

información financiera internacional (IFRS) a todas  las 

sociedades registradas, de conformidad con el propó sito de 

la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS); con siderar 

la adopción de normas contables internacionales 

simplificadas para las pequeñas y medianas empresas ; 

perseguir con más eficiencia los delitos contables y de 

auditoría en casos de cohecho; y perseverar en sus 

esfuerzos por mejorar las normas de calidad de la 

auditoría, incluso respecto a certificación e 

independencia (Recomendación Revisada, Párrafo V). 

232. Respecto a delitos y obligaciones tributarios , el Grupo de 

Trabajo recomienda que Chile ponga en práctica la d ecisión 

del Servicio de Impuestos Internos (SII) de fortale cer la 

naturaleza explícita de la prohibición de deducir l as 

dádivas extranjeras del ingreso imponible en una ci rcular 
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de aplicación general, pública y vinculante. 

--------------------------------------------------- ------------ 

Parte II. Seguimiento por parte del Grupo de Trabaj o 

233. El Grupo de Trabajo hará un seguimiento de los  temas que 

se indican a continuación,  con el propósito de eva luar: 

a) el funcionamiento de la AJM conforme al CPP y, e n 

especial, respecto del comiso y confiscación y la 

prestación de AJM en casos que involucren a persona s 

jurídicas; 

b) la cobertura del cohecho mediante intermediarios , 

incluidos intermediarios involuntarios; 

c) si la prevalencia del cohecho en una jurisdicció n 

extranjera puede constituir defensa o circunstancia  

atenuante; 

d) la evolución de la persecución del delito de coh echo 

internacional conforme al CPP; 

e) la aplicación práctica de las disposiciones cont enidas 

en la Ley de Sociedades respecto de la ejecución de l 

Artículo 8 de la Convención.  

--------------------------------------------------- ------------ 

ANEXO 1 – PARTICIPANTES DE LA VISITA EN TERRENO 

• Ministerio de Relaciones Exteriores  

- Dirección de Política Especial 

- Dirección de Asuntos Jurídicos 

- Departamento de Asuntos Jurídicos 

- Dirección General de Relaciones Económicas Intern acionales 

- PROCHILE 

• Ministerio de Justicia  
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• Ministerio de Hacienda  

- Servicio de Impuestos Internos 

- Superintendencia de Valores y Seguros 

- Superintendencia de Bancos e Instituciones Financ ieras 

- Dirección de Presupuestos 

- Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones 

• Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción 

- Corporación de Fomento de la Producción (CORFO) 

- Comité de Inversiones Extranjeras 

• Ministerio Secretaría General de la Presidencia (MI NSEGPRES) 

• Ministerio Público 

- Unidad Especializada en Delitos Funcionarios y Pr obidad 

Pública 

- Fiscales 

- Unidad de Atención a Víctimas y Testigos 

- Unidad de Extradición y Asistencia Internacional 

- Unidad Especializada en Lavado de Dinero, Delitos  

Económicos y Crimen Organizado 

• Policía de Investigaciones (PICH) 

• Brigada Investigadora de Lavado de Dinero (BRILAC) 

• Carabineros de Chile 

• Unidad de Análisis Financiero (UAF) 

• Banco Central de Chile 

• Contraloría General de la República 

• Consejo de Auditoría Interna de Gobierno  

• Grupo Nacional de Expertos contra la Corrupción 

• Dirección Nacional de Servicio Civil (capacitación)  

• Superintendencia de Casinos de Juego. 
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• Servicio Nacional de Aduanas 

• Consejo de Defensa del Estado 

- División de Tráfico Ilícito de Drogas  

- Departamento de Estudios 

• Agencia de Cooperación Internacional (AGCI) 

• Dirección de Compras y Contratación Pública (ChileC ompra) 

• Corte de Contratación Pública 

• Corte Suprema y Jueces de Garantía 

• Academia Judicial 

• Congresista (senador) 

• Asociación de Contadores de Chile 

• Firmas de contabilidad 

• Empresas 

• Asociaciones empresariales 

• Bancos comerciales 

• Asociación de bancos e instituciones financieras 

• Colegio de Abogados 

• Abogados 

• Profesores universitarios de derecho penal y 

contabilidad/auditoría 

• Organizaciones no gubernamentales 

• Representantes de los medios de comunicación 

• Sindicatos y asociaciones del sector público 

--------------------------------------------------- ------------ 

ANEXO 2 – EXTRACTOS DE LEGISLACIÓN PERTINENTE 

CÓDIGO PENAL 

Título V: DE LOS CRIMENES Y SIMPLES DELITOS COMETID OS POR 

EMPLEADOS PUBLICOS EN EL DESEMPEÑO DE SUS CARGOS 
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9. Cohecho  

Artículo 248 . El empleado público que solicitare o aceptare 

recibir mayores derechos de los que le están señala dos por 

razón de su cargo, o un beneficio económico para sí  o un 

tercero para ejecutar o por haber ejecutado un acto  propio de 

su cargo en razón del cual no le están señalados de rechos, será 

sancionado con suspensión en cualquiera de sus grad os y multa 

de la mitad al tanto de los derechos o del benefici o 

solicitados o aceptados.  

Artículo 248 bis . El empleado público que solicitare o aceptare 

recibir un beneficio económico para sí o un tercero  para omitir 

o por haber omitido un acto debido propio de su car go, o para 

ejecutar o por haber ejecutado un acto con infracci ón a los 

deberes de su cargo, será sancionado con la pena de  reclusión 

menor en sus grados mínimo a medio, y además, con l a pena de 

inhabilitación especial o absoluta para cargos u of icios 

públicos temporales en cualquiera de sus grados y m ulta del 

tanto al duplo del provecho solicitado o aceptado.  

    Si la infracción al deber del cargo consistiere  en ejercer 

influencia en otro empleado público con el fin de o btener de 

éste una decisión que pueda generar un provecho par a un tercero 

interesado, se impondrá la pena de inhabilitación e special o 

absoluta para cargo u oficio público perpetuas, ade más de las 

penas de reclusión y multa establecidas en el incis o 

precedente.  

Artículo 249 . El empleado público que solicitare o aceptare 

recibir un beneficio económico para sí o para un te rcero para 

cometer alguno de los crímenes o simples delitos ex presados en 
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este Título, o en el párrafo 4 del Título III, será  sancionado 

con la pena de inhabilitación especial perpetua e 

inhabilitación absoluta temporal, o bien con inhabi litación 

absoluta perpetua para cargos u oficios públicos, y  multa del 

tanto al triplo del provecho solicitado o aceptado.   

    Lo establecido en el inciso anterior se entiend e sin 

perjuicio de la pena aplicable al delito cometido p or el 

empleado público, la que, en todo caso, no será inf erior a 

reclusión menor en su grado medio.  

Artículo 250 . El que ofreciere o consintiere en dar a un 

empleado público un provecho económico, sea en su b eneficio o 

en el de un tercero, para que realice las acciones o incurra en 

las omisiones señaladas en los artículos 248, 248 b is y 249, o 

por haberlas realizado o haber incurrido en ellas, será 

castigado con las mismas penas de multa e inhabilit ación 

establecidas en dichas disposiciones. Tratándose de l beneficio 

consentido u ofrecido en relación con las acciones u omisiones 

señaladas en el artículo 248 bis, el sobornante ser á 

sancionado, además, con la pena de reclusión menor en su grado 

mínimo a medio, si ofreciere el beneficio, o reclus ión menor en 

su grado mínimo si hubiere aceptado la solicitud de  un 

beneficio. Tratándose del beneficio consentido u of recido en 

relación con los crímenes o simples delitos señalad os en el 

artículo 249, el sobornante será sancionado con rec lusión menor 

en su grado medio, si ofreciere el beneficio, o rec lusión menor 

en su grado mínimo a medio, si hubiere aceptado el ofrecimiento 

de una dádiva. En los casos anteriores, al sobornan te no podrá 

imponérsele castigo adicional por su responsabilida d legal en 
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el crimen o simple delito cometido por un funcionar io público. 

Artículo 250 bis . En los casos en que el delito previsto en el 

artículo anterior tuviere por objeto la realización  u omisión 

de una actuación de las señaladas en los artículos 248 ó 248 

bis que mediare en causa criminal a favor del proce sado, y 

fuere cometido por su cónyuge, por alguno de sus as cendientes o 

descendientes consanguíneos o afines, por un colate ral 

consanguíneo o afín hasta el segundo grado inclusiv e, o por 

persona ligada a él por adopción, sólo se impondrá al 

responsable la multa que corresponda conforme las d isposiciones 

antes mencionadas.  

Artículo 250 bis A .- El que ofreciere dar a un funcionario 

público extranjero un beneficio económico, en prove cho de éste 

o de un tercero, para que realice una acción o incu rra en una 

omisión con miras a la obtención o mantención, para  sí u otro, 

de cualquier negocio o ventaja en el ámbito de tran sacciones 

comerciales internacionales, será sancionado con la s mismas 

penas de reclusión, multa e inhabilitación establec idas en el 

inciso primero del artículo 248 bis. De igual forma  será 

castigado el que ofreciere dar el aludido beneficio  a un 

funcionario público extranjero por haber realizado o haber 

incurrido en las acciones u omisiones señaladas.  

El que, en iguales hipótesis a las descritas en el inciso 

anterior, consintiere en dar el referido beneficio,  será 

sancionado con pena de reclusión menor en su grado mínimo, 

además de las mismas penas de multa e inhabilitació n señaladas.  

Artículo 250 bis B .- Para los efectos de lo dispuesto en el 

artículo anterior, se considera “funcionario públic o 
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extranjero” a toda persona que tenga un cargo legis lativo, 

administrativo o judicial en un país extranjero, ha ya sido 

nombrada o elegida, así como cualquier persona que ejerza una 

función pública para un país extranjero, sea dentro  de un 

organismo público o de una empresa de servicio públ ico. También 

se entenderá que inviste la referida calidad cualqu ier 

funcionario o agente de una organización pública in ternacional.  

Artículo 251 . Los bienes recibidos por el empleado público 

caerán siempre en comiso. En el caso del artículo 2 49 y del 

artículo 250, inciso segundo, para la aplicación de  las penas 

de suspensión o inhabilitación que correspondieren en calidad 

de accesorias a penas privativas de libertad se est ará a las 

siguientes reglas:  

    1º Si las penas accesorias fueren más graves qu e las 

establecidas en el artículo 249, serán impuestas la s primeras, 

en su grado máximo, y  

    2º Si las penas establecidas en el artículo 249  fueren más 

graves que las penas accesorias, serán impuestas aq uéllas en 

toda la extensión que no sea inferior al grado máxi mo de las 

accesorias. 

CÓDIGO PROCESAL PENAL 

Artículo 20 bis. Tramitación de solicitudes de asis tencia 

internacional.  Las solicitudes de autoridades competentes del 

país extranjero para que se practiquen diligencias en Chile 

serán remitidas directamente al Ministerio Público,  el que 

solicitará la intervención del Juez de Garantía del  lugar en 

que deban practicarse, cuando la naturaleza de las diligencias 

lo hagan necesario de acuerdo con las disposiciones  chilenas. 
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Artículo 58.- Responsabilidad penal.  La acción penal, fuere 

pública o privada, no puede entablarse sino contra las personas 

responsables del delito.  

La responsabilidad penal sólo puede hacerse efectiv a en 

las personas naturales. Por las personas jurídicas responden 

los que hubieren intervenido en el acto punible, si n perjuicio 

de la responsabilidad civil que las afectare.  

Artículo 175.- Denuncia obligatoria.  Estarán obligados a 

denunciar:  

a) Los miembros de Carabineros de Chile, de la Poli cía de 

Investigaciones de Chile y de Gendarmería, todos lo s delitos 

que presenciaren o llegaren a su noticia. Los miemb ros de las 

Fuerzas Armadas estarán también obligados a denunci ar todos los 

delitos de que tomaren conocimiento en el ejercicio  de sus 

funciones;  

b) Los fiscales y los demás empleados públicos, los  

delitos de que tomaren conocimiento en el ejercicio  de sus 

funciones y, especialmente, en su caso, los que not aren en la 

conducta ministerial de sus subalternos;[...]  

Artículo 176.- Plazo para efectuar la denuncia.  Las personas 

indicadas en el artículo anterior deberán hacer la denuncia 

dentro de las veinticuatro horas siguientes al mome nto en que 

tomaren conocimiento del hecho criminal. 

CODIGO ORGANICO DE TRIBUNALES 

Art. 5.  A los tribunales mencionados en este artículo 

corresponderá el conocimiento de todos los asuntos judiciales 

que se promuevan dentro del territorio de la Repúbl ica, 

cualquiera que sea su naturaleza o la calidad de la s personas 
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que en ellos intervengan, sin perjuicio de las exce pciones que 

establezcan la Constitución y las leyes chilenas [. ..]. 

Art. 6.  Quedan sometidos a la jurisdicción chilena los crí menes 

y simples delitos perpetrados fuera del territorio de la 

República que a continuación se indican: 

1. Los cometidos por un agente diplomático o consul ar de la 

República, en el ejercicio de sus funciones; 

2. La malversación de caudales públicos, fraudes y exacciones 

ilegales, la infidelidad en la custodia de document os, la 

violación de secretos, el cohecho, cometidos por fu ncionarios 

públicos chilenos o por extranjeros al servicio de la 

República; 

3. Los que van contra la soberanía o contra la segu ridad 

exterior del Estado, perpetrados ya sea por chileno s naturales, 

ya por naturalizados, y los contemplados en el Párr afo 14 del 

Título VI del Libro II del Código Penal, cuando ell os pusieren 

en peligro la salud de habitantes de la República; 

4. Los cometidos, por chilenos o extranjeros, a bor do de un 

buque chileno en alta mar, o a bordo de un buque ch ileno de 

guerra surto en aguas de otra potencia; 

5. La falsificación del sello del Estado, de moneda  nacional, 

de documentos de crédito del Estado, de las Municip alidades o 

de establecimientos públicos, cometida por chilenos , o por 

extranjeros que fueren habidos en el territorio de la 

República; 

6. Los cometidos por chilenos contra chilenos si el  culpable 

regresa a Chile sin haber sido juzgado por la autor idad del 

país en que delinquió; 
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7. La piratería; 

8. Los comprendidos en los tratados celebrados con otras 

potencias, y 

9. Los sancionados por el Título I del Decreto Nº 5  839, de 30 

de septiembre de 1948, que fijó el texto definitivo  de la Ley 

de Defensa Permanente de la Democracia, cometidos p or chilenos 

o por extranjeros al servicio de la República. 

LEY 18.834 QUE APRUEBA EL ESTATUTO ADMINISTRATIVO 

[...] Artículo 55 .- Serán obligaciones de cada funcionario: 

k) Denunciar ante el Ministerio Público, o ante la policía si 

no hubiere fiscalía en el lugar en que el funcionar io presta 

servicios, con la debida prontitud, los crímenes o simples 

delitos y a la autoridad competente los hechos de c arácter 

irregular de que tome conocimiento en el ejercicio de su cargo; 

REGLAMENTO DE SOCIEDADES ANÓNIMAS 

Artículo 59 .- Los inspectores de cuentas y los auditores 

externos deberán guardar reserva respecto de la inf ormación de 

la sociedad, no difundida oficialmente al público, a que tengan 

acceso con ocasión del desempeño de sus funciones. Lo dispuesto 

en el inciso anterior es sin perjuicio de su obliga ción de 

informar a los accionistas sobre el cumplimiento de  su cometido 

y de denunciar a las autoridades judiciales y admin istrativas 

competentes, los delitos y las irregularidades o an omalías que 

a su juicio existieren en la administración o conta bilidad de 

la sociedad. 

LEY GENERAL DE BANCOS 

Artículo 154 .- Los depósitos y captaciones de cualquiera 

naturaleza que reciban los bancos están sujetos a s ecreto 
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bancario y no podrán proporcionarse antecedentes re lativos a 

dichas operaciones sino a su titular o a quien haya  sido 

expresamente autorizado por él o a la persona que l o represente 

legalmente. El que infringiere la norma anterior se rá 

sancionado con la pena de reclusión menor en sus gr ados mínimo 

a medio. Las demás operaciones quedan sujetas a res erva y los 

bancos solamente podrán darlas a conocer a quien de muestre un 

interés legítimo y siempre que no sea previsible qu e el 

conocimiento de los antecedentes pueda ocasionar da ño 

patrimonial al cliente. En todo caso, los bancos po drán dar a 

conocer las operaciones señaladas en los incisos an teriores, en 

términos globales, no personalizados ni parcializad os, sólo 

para fines estadísticos o de información cuando exi sta un 

interés público o general comprometido, calificado por la 

Superintendencia. La justicia ordinaria y la milita r, en las 

causas que estuvieren conociendo, podrán ordenar la  remisión de 

aquellos antecedentes relativos a operaciones espec íficas que 

tengan relación directa con el proceso, sobre los d epósitos, 

captaciones u otras operaciones de cualquier natura leza que 

hayan efectuado quienes tengan carácter de parte o imputado en 

esas causas u ordenar su examen, si fuere necesario . Los 

fiscales del Ministerio Público, previa autorizació n del juez 

de garantía, podrán asimismo examinar o pedir que s e les 

remitan los antecedentes indicados en el inciso ant erior, que 

se relacionen directamente con las investigaciones a su cargo. 

--------------------------------------------------- ------------ 

ANEXO 3 – PRINCIPALES ABREVIATURAS 

 

Abreviatura Español Inglés 
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Estatuto 

Administrativo 

 Law No. 18.834 on the 

Administrative Statute 

Establishing the Obligations of 

Public Officials 

AGCI  Chilean International 

Cooperation Agency 

CCCh Colegio de Contadores de 

Chile 

Chilean Accountants Association 

Ley de Sociedades Ley de Sociedades Anónimas 

18.046 

Law No. 18,046 on Companies 

CORFO Corporación de Fomento de la 

Producción 

Economic Development Agency 

(responsible for export credit). 

COT Código Orgánico de 

Tribunales 

Organic Court Code 

CPC  Criminal Procedure Code 

GAAP  Generally accepted accounting 

standards 

GAAS  Generally accepted auditing 

principles 

GNECC  National Group of Experts 

against Corruption 

IADB  Inter-American Development 

Bank 

IFAC  International Federation of 

Accountants 

ISA  International Standards of 

Auditing 

MFA  Ministry of Foreign Affairs 

MLA  Mutua legal assistance 

MOJ  Ministry of Justice 

PC Código Penal Penal Code 

PICH Policía de Investigaciones de 

Chile 

Chilean Investigative Police 

PPO Ministerio Público Public Prosecutor’s Office 

Responses  Responses by Chile to general 



REPÚBLICA DE CHILE 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

 
DOC. I-713/07 – P. 151 

 
- // - 

- // - 

Phase 2 questionnaire 

Revised Bill  Revised Bill on the Authorisation 

of the Lifting of Bank Secrecy in 

Money Laundering 

Investigations, Bulletin No. 4426-

07 (30 April 2007) 

RSA Reglamento de Sociedades 

Anónimas 

Company Regulations 

SAS  Statement on Auditing Standards 

(US) 

SME  Small and medium-size 

enterprise 

Specialised Unit Unidad especializada en 

delitos funcionarios y 

probidad del Ministerio 

Público 

Specialised Unit of the PPO for 

Offences by Officials and Public 

Probity 

STR  Suspicious transaction report 

Supp. Responses  Responses by Chile to the 

supplementary Phase 2 

questionnaire 

SVS Superintendencia de Valores y 

Seguros 

Superintendence of Securities 

and Insurance 

UAF Unidad de Análisis Financiero Financial Intelligence Unit 

UF Unidad de Fomento Unit of account 

UTM Unidad tributaria mensual Monthly taxation unit 

=================================================== ============ 

SANTIAGO, CHILE, a 5 de febrero de 2008. 

 

LA TRADUCTORA OFICIAL. 


